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Generalidades
Este es el capítulo VII en el cual se desarrollan las ramas del derecho empresarial y corporativo, por lo cual debemos dejar constancia que un estudio profundo o detallado de los mismos no puede dejar de lado el estudio de estas ramas del derecho.
En tal sentido pretendemos brindar con estas nociones un conocimiento global de estas ramas del derecho.

Por lo cual debemos dejar constancia que se desarrollan las siguientes ramas del derecho, tales como: derecho civil patrimonial, derecho tributario, derecho aduanero, derecho de comercio internacional, derecho cooperativo, derecho  de la libre competencia, derecho bancario, derecho cartular, derecho contractual, derecho bursátil, derecho comercial, derecho societario, derecho concursal, derecho procesal civil, derecho de seguros, derecho regulador, derecho internacional privado, laboral, registral, notarial, derecho penal de la empresa, derecho procesal penal de la empresa, derecho constitucional economico, derecho aeronáutico, derecho de la seguridad social, derecho industrial, derecho informático, derecho minero y otras ramas del derecho empresarial.
Derecho Civil Patrimonial
El derecho empresarial y corporativo abarca varias ramas del derecho, dentro de las cuales destaca el derecho civil, denominado también derecho común, el cual desarrollaremos primero. Es decir, a continuación desarrollaremos el derecho civil o derecho común. 

El derecho empresarial es el conjunto de ramas del derecho que regulan la actividad empresarial. El  derecho positivo empresarial es el conjunto de normas que regulan la actividad empresarial, las cuales se encuentran agrupadas en muchas normas del derecho positivo peruano, es decir, en el derecho empresarial no existe una norma que agrupe todas las normas de empresarial ni tampoco una norma que agrupe las principales normas de empresarial. En un trabajo de investigación anterior del mismo autor del presente trabajo de investigación se determinó que en nuestro medio sólo existen dos definiciones de empresarial y una de las cuales define a empresarial como parte del derecho privado con la cual no estamos de acuerdo.

Para Raúl Chanamé Orbe el derecho civil es la parte fundamental del derecho privado que comprende las normas relativas al Estado y capacidad de las personas, la familia, el patrimonio, la transmisión de los bienes, los contratos y las obligaciones. En nuestro medio existen muchas definiciones de derecho civil. El derecho positivo civil se encuentra agrupado principalmente en el Código Civil. Este Código es el Código mas extenso dentro del los Códigos Peruanos.

El derecho civil se ubica dentro del derecho privado, siendo junto con comercial las ramas principales del derecho privado. Denominándose a civil como derecho común. Civil es una de las ramas del derecho mas complejas de ser estudiadas. Empresarial por su parte no se ubica dentro de una gran rama del derecho, sino que se ubica dentro de todas ellas, en tal sentido empresarial se ubica dentro de derecho privado, público y social.

El derecho civil forma parte de empresarial, por que para el derecho empresarial es de vital importancia civil. Por ejemplo civil es de vital importancia para empresarial cuando los agentes económicos celebran un contrato de arrendamiento, o uno de compra venta, o de suministro, es decir, el derecho civil es de vital importancia para empresarial.

El Código Civil Peruano de 1984 establece en su artículo 1353 que todos los contratos incluso los innominados quedan sometidos a las reglas generales contenidas en la sección contratos en general del libro fuentes de las obligaciones, salvo en cuanto resulten incompatibles con las reglas particulares de cada contrato.

El mismo Código establece en su artículo 2112 que los contratos de compraventa, permuta, mutuo, depósito y fianza de naturaleza mercantil, se rigen por las disposiciones del Código Civil Peruano de 1984 y además establece que quedan derogados los artículos 297 a 314, 320 a 341 y 430 a 433. Es decir el texto original del Código de Comercio Peruano de 1902 regulaba los contratos de compraventa, permuta, mutuo, depósito y fianza de naturaleza mercantil. Los cuales en la actualidad se rigen por las disposiciones del Código Civil Peruano de 1984. En la práctica es necesario tener presente que es una norma que facilita la contratación por que ya no es necesario determinar si un contrato es civil o comercial, por que las normas del Código de Comercio que regulaban dichos contratos han quedado derogadas. Es necesario precisar que el Código de Comercio Peruano de 1902 es el Código mas antiguo del derecho positivo peruano, el cual es un Código vigente parcialmente y ha sido estudiado poco por parte de los tratadistas. En la actualidad de dicho Código sólo se encuentran vigentes pocos temas entre los cuales destaca el tema de los seguros, materia que también es regulada por la ley de bancos. El Código de Comercio Peruano de 1902 es el Código Peruano que mas artículos tiene derogados dentro de todos los Códigos Peruanos.

Para empresarial también es de vital importancia el acto jurídico para determinar los requisitos de los negocios jurídicos que interesan al derecho empresarial. El artículo 140 del Código Civil Peruano de 1984 establece que el acto jurídico es la manifestación de voluntad destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas. Además establece que para su validez se requiere: 1) agente capaz, 2) objeto física y jurídicamente posible, 3) fin lícito, y 4) observancia de la forma prescrita bajo sanción de nulidad.

El derecho civil también es de vital importancia cuando queremos constituir una persona jurídica, por ejemplo el Código Civil Peruano de 1984 establece en su artículo 78 que la persona jurídica tiene existencia distinta de sus miembros y ninguno de éstos tiene derecho al patrimonio de ella ni están obligados a satisfacer sus deudas.

A las obligaciones que contraen los agentes económicos son de aplicación las normas del libro de obligaciones del Código Civil Peruano.

Del derecho civil son también importantes las normas que regulan las garantías reales generales (ya que tmbién existen garantías reales especiales como la hipoteca popular, la prenda global y flotante, la prenda mercantil, la prenda agrícola, la prenda industrial, entre otras), siendo en el derecho civil peruano las garantías reales las siguientes: el derechos reales de hipoteca, prenda, anticresis y derecho de retención. En tal sentido cuando los agentes económicos constituyen un derecho real de hipoteca aplican el Código Civil.

También son importantes de civil para empresarial las normas que regulan el derecho internacional privado, cuyas normas se encuentran agrupadas en el Código Civil.

En tal sentido cuando se estudia empresarial debe estudiarse de civil por lo menos civil patrimonial. Civil se divide en civil patrimonial y civil no patrimonial.

Por lo cual en las maestrías de derecho empresarial debería estudiarse el derecho civil patrimonial, cuyo máximos exponentes en nuestro medio son Luis Diez Picazo y Antonio Gullón en la colección Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial.

Derecho Tributario
El derecho empresarial y corporativo también abarca al derecho tributario, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.

En lo que se refiere al derecho tributario es necesario precisar que merece especial importancia el Código Tributario Peruano aprobado por el Decreto Supremo 135-99-EF, publicado el 19 de  agosto de 1999 y la ley marco del sistema tributario nacional peruano(
), contenida en el D.Leg. 771 publicado el 31 de diciembre de 1993, en la cual se agrupan todos los tributos que tienen vigencia en el Estado Peruano.

Para Dino Jarach el derecho tributario es el conjunto de normas que disciplinan la relación cuyo objeto es el tributo y las relaciones jurídicas accesorias, que poseen además de una autonomía objetiva, una autonomía estructural.

Para Sergio de la Garza  el derecho tributario es el conjunto de normas jurídicas  que se refieren al establecimiento de los tributos, esto es a los impuestos, derechos y contribuciones especiales, a las relaciones jurídicas principales y accesorias que se establecen entre la administración y los particulares con motivo de su nacimiento, cumplimiento o incumplimiento, a los procedimientos oficiosos o contenciosos que pueden surgir y a las sanciones establecidas por su violación.

Para Narciso Amorós el derecho tributario es la rama del derecho público que fija y justifica los principios generales y jurídicos que existen y deben existir en las relaciones tributarias, haciendo posible su presencia y desarrollo posterior en los diversos tributos que integran los sistemas fiscales de cada país.

Para Antonio Berliri el derecho tributario es la rama del derecho que expone los principios y las normas relativas al establecimiento  y a la aplicación de los impuestos y de las tasas, así como la creación y la observacia de algunos límites negativos a la libertad de los particulares conexos con un impuesto, con una tasa o con un monopolio establecido por el Estado con fin de lucro.

Para Hector Villegas el derecho tributario, en sentido lato, es el conjunto de normas jurídicas que se refieren a los tributos, regulándolos en sus distintos aspectos.

Para Manuel Belaunde Guinassi el derecho tributario  es una rama autónoma del derecho público que norma la relación jurídico-tributaria como una rama autónoma del derecho público, vínculo entre el Estado como sujeto activo y los particulares y los particulares como contribuyentes, sujetos pasivos, en sus manifestaciones activas y pasivas, consecuencia de aplicación de los tributos.

Para Giannini el derecho tributario es aquella rama del derecho administrativo que expone las normas y los principios relativos a la imposición y a la recaudación de los tributos y que analiza las consiguientes relaciones jurídicas entre los entes públicos y los ciudadanos; el aspecto jurídico de la tributación en sus diversas manifestaciones: como actividad del Estado, en las relaciones de éste con los particulares y las que se suscitan entre estos últimos.

Para Manuel de Juano el derecho tributario es aquella parte del derecho financiero que tiene por objeto todo lo concerniente a las normas que disciplinan la relación jurídica  principal y las accesorias provenientes de los tributos, vale decir, de este tipo  de recursos derivados, entre los que se ofrece al Estado para lograr los medios pecuniarios necesarios para el desarrollo de sus actividades.

Para Pedro Flores Polo el derecho tributario es la rama del derecho financiero con autonomía científica que tiene por objeto central el estudio de las normas que regulan la potestad o poder que tiene el Estado para crear y percibir tributos.

Para Ruben Sanabria Ortiz el derecho tributario es una rama autónoma del derecho financiero que establece y fundamenta los principios que sustentan el sistema normativo tributario; entendiéndolo como el conjunto de normas jurídicas y no jurídicas, jurisprudencia, doctrina, principios y costumbres relacionadas a la existencia del tributo y la relación-obligacional de carácter jurídica que genera este instituto económico-jurídico.

Para Guillermo Cabanellas el derecho tributario es la rama del derecho financiero, que regula las relaciones entre el erario público y los contribuyentes, a través de los impuestos de toda índole, las personas y bienes gravados, las exenciones especiales, las formas y plazos de pago, las multas u otras penas, o los simples recargos que corresponde aplicar por infringir preceptos legales.

Es decir, los tratadistas no se ponen de acuerdo si el derecho tributario es una rama del derecho autónoma o no. Para nosotros el derecho tributario es una rama autónoma del derecho público.

En el II Congreso Nacional de Tributación: Impuesto a la Renta en la Reforma Tributaria-Análisis y Propuestas, llevado a cabo el 03 y 04 de octubre del presente año 2003, en la ciudad de Trujillo, se arribó entre otras a las siguientes conclusiones: Que si bien es cierto se han desplegado esfuerzos para la sistematización tributaria, aún no se han logrado los objetivos de racionalidad, distribución justa y equitativa de la carga fiscal.

Otra conclusión fue que actualmente el sistema tributario es meramente un conjunto de leyes tributarias, reglamentos y resoluciones administrativas que no se integran ni guardan armonía entre ellas. Algunas leyes contienen gravámenes antitécnicos como el anticipo adicional del Impuesto a la Renta  o la vigencia del Impuesto Extraordinario de Solidaridad, así como disposiciones que privilegian la forma para el reconocimiento del crédito fiscal.

Otra conclusión fue que los principios constitucionales en materia tributaria aún no constituyen garantías de los derechos de los contribuyentes.

Otra conclusión fue que la presión Tributaria se encuentra disminuida por la existencia del sector de informalidad y por que los principales impuestos están perforados por defectos de técnica legislativa y por numerosas exoneraciones.

Otra conclusión fue que resulta necesario mejorar la redacción  del artículo 19 de la Constitución Política del Perú, para precisar con propiedad la inmunidad tributaria de las instituciones educativas.

Otra conclusión fue que el concepto tributario de renta no se encuentra precisado en la legislación peruana; en todo caso la imposición a las personas naturales recoge la Teoría de la Fuente y la Imposición a las personas jurídicas y otras empresas recoge la Teoría del Flujo de riqueza y la Teoría del Balance.

Otra conclusión fue que la legislación vigente presenta dos impuestos a la renta regulados en un mismo texto legal, pese a que los conceptos de renta personal y renta empresarial son independientes y con reglas diferentes. Lo ideal sería separar ambos impuestos en el mismo texto, a fin de mejorar y facilitar su aplicación.

Otra conclusión fue que la imposición a la renta de las personas naturales se ha convertido en un impuesto a la renta presunta por las deducciones de oficio; en tal sentido, la próxima reforma tributaria debe perseguir el gravamen a las rentas netas reales.

Otra conclusión fue que existe inseguridad respecto al gravamen a los dividendos u otras formas de distribución de utilidades; por lo menos en los últimos tres años, las normas se modificaron sustancialmente.  
Las mencionadas son las principales conclusiones del Congreso en mención

El Texto Unico Ordendo del Código Tributario contenido en el D.S. 135-99-EF establece en el artículo II del Título preliminar que rige las relaciones jurídicas originadas por los tributos y para tales efectos el término tributo comprende:

Impuesto.- Es el tributo cuyo cumplimiento no origina una contraprestación directa a favor del contribuyente por parte del Estado.

Contribución.- Es el tributo cuyo obligación tiene como hecho generador beneficios derivados de la realización de obras públicas o actividades estatales.

Tasa.- Es el tributo cuyo obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva por el Estado de un servicio público individualizado en el contribuyente.

No es tasa el pago que se recibe por un servicio de origen contractual, las tasas entre otras pueden ser:

Arbitrios.- Son tasas que se pagan por la prestación o mantenimiento de un servicio público.

Derechos.- Son tasas que se pagan por la prestación de un servicio administrativo público o el uso o aprovechamiento de bienes públicos.

Licencias.- Son tasas que gravan la obtención de autorizaciones específicas para la realización de actividades de provecho particular sujetas a control o fiscalización.

El artículo II del Título Preliminar del Código Tributario establece que son fuentes del Derecho Tributario:

a) La disposiciones constitucionales.

b) Los tratados internacionales aprobados por el Congreso y ratificados por el Presidente de la República.

c) Las leyes tributarias y las normas de rango equivalente.

d) Las leyes orgánicas o especiales que norman la creación de tributos regionales o municipales.

e) Los decretos supremos y las normas reglamentarias.

f) La jurisprudencia.

g) Las resoluciones de carácter general emitidas por la Administración Pública.

h) La doctrina jurídica.

En el mismo artículo se precisa que son normas de rango equivalente a la ley, aquéllas por las que conforme a la Constitución se puede crear, modificar, suspender o suprimir tributos y conceder beneficios tributarios. Toda referencia a la ley se entenderá referida también a las normas de rango equivalente.

En el artículo IV del Título Preliminar del Código Tributario se consagra el Principio de Legalidad por el cual sólo por ley o decreto legislativo, en caso de delegación se puede: 

a) Crear, modificar y suprimir tributos; señalar el hecho generador de la obligación tributaria, la base para el cálculo y la alícuota; el acreedor tributario, el deudor tributario y agente de retención o percepción, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10.

b) Conceder exoneraciones y otros beneficios tributarios.

c) Normas los procedimientos jurisdiccionales, así como los administrativos en cuanto a derechos o garantías del deudor tributario.

d) Definir las infracciones y establecer sanciones.

e) Establecer privilegios, preferencias y garantías para la deuda tributaria.

f) Normar formas de extinción de la obligación tributaria distintas establecidas en este Código.

Los Gobiernos Locales, mediante Ordenanza, pueden crear, modificar y suprimir sus contribuciones, arbitrios, derechos y licencias o exonerar de ellos, dentro de su jurisdicción y con los límites que señala la Ley.

Mediante decreto supremo refrendado por el Ministerio de Economía y Finanzas se regula las tarifas arancelarias.

Por decreto supremo con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros, se fija la cuantía de las tasas.

En los casos en que la Administración Tributaria se encuentra facultada para actuar discrecionalmente optará por la decisión administrativa que considera mas conveniente para el interés público, dentro del marco que establece la ley.

La Constitución Política Peruana de 1993 como Código Fundamental también consagra el principio de legalidad.

En el artículo VII del Título Preliminar del Código Tributario se establece que toda exoneración o beneficio tributario concedido sin señalar plazo, se entenderá otorgado por 3 años. No hay prórroga tácita.

Para el pago del impuesto a la renta las rentas que se tenga en el Estado Peruano, se encuentran clasificadas en cinco categorías que son las que mencionamos a continuación.

Son rentas de primera categoría:

a) El producto en efectivo o en especie del arrendamiento o subarrendamiento de predios, incluidos sus accesorios, así como el importe pactado por los servicios suministrados por el locador y el monto de los tributos que tome a su cargo el arrendatario y que legalmente corresponda al locador.

b) Las producidas por la locación o cesión temporal de derechos y cosas muebles o inmuebles no comprendidos en el inciso anterior.

c) El valor de las mejoras introducidas en el bien por el arrendamiento o subarrendamiento, en tanto constituyan un beneficio para el propietario y en la parte que éste no se encuentre obligado a reembolsar.

d) La renta ficta de predios cuya ocupación hayan cedido sus propietarios gratuitamente o a precio no determinado.

Son rentas de segunda categoría:

a) Los intereses originados en la colocación de capitales, cualquiera sea su denominación o forma de pago, tales como los producidos por títulos, cédulas, debentures, bonos, garantías y créditos privilegiados o quirografarios en dinero o en valores.

b) Los intereses, excedentes y cualesquiera otros ingresos que reciban los socios de las cooperativas como retribución por sus capitales aportados, con excepción de los percibidos por socios de cooperativas de trabajo.

c) Las regalías.

d) El producto de la cesión definitiva o temporal de derechos de llave, marcas, patentes, regalías o similares.

e) Las rentas vitalicias.

f) Las sumas o derechos recibidos en pago de obligaciones de no hacer, salvo que dichas obligaciones consistan en no ejercer actividades comprendidas en la tercera, cuarta o quinta categoría, en cuyo caso las rentas respectivas se incluirán en la categoría correspondiente.

g) La diferencia entre el valor actualizado de las primas o cuotas pagadas por los asegurados y las sumas que los aseguradores entreguen a aquéllos al cumplirse el plazo estipulado en los contratos dotales del seguro de vida y los beneficios o participaciones en seguros sobre la vida que obtengan los asegurados.

h) Las participaciones en utilidades que provengan de partes de fundador, acciones de trabajo y otros títulos que confieran a sus tenedores facultades para intervenir en la administración o en la elección de los administradores o el derecho de participar, directa o indirectamente, en el capital o en los resultados de la entidad emisora, salvo que la empresa hubiera tributado el impuesto a la renta de tercera categoría antes del cálculo de estas participaciones.

Son rentas de tercera categoría:

a) Las derivadas del comercio la industria o minería; de la explotación agropecuaria, forestal, pesquera o de otros recursos naturales; de la prestación de servicios comerciales, industriales o de índole similar, como transportes, comunicaciones, sanatorios, hoteles, depósitos, garages, reparaciones, construcciones, bancos, financieras, seguros, fianzas, capitalización; y en general, de cualquier otra actividad que constituya negocio habitual o compra o producción y venta, permuta o disposición de bienes.

b) Las derivadas de la actividad de los agentes mediadores de comercio, rematadores y martilleros y de cualquier otra actividad silimar.

c) Las que obtengan los notarios.

d) El resultado de la enajenación de bienes en los casos contemplados en los artículos de la ley.

e) Las demás rentas que obtengan las personas jurídicas a que se refiere el artículo 14 de la ley y las empresas domiciliadas en el país, comprendidas en los incisos a y b de este artículo o en su último párrafo, cualquiera sea la categoría a la que debiera atribuirse.

f) Las rentas obtenidas por el ejercicio en asociación o en sociedad civil de cualquier profesión, arte u oficio.

g) Cualquier otra renta no incluida en las demás categorías.

h) La derivada de la cesión de bienes muebles cuya depreciación o amortización admite la referida ley, efectuada por contribuyentes generadores de renta de tercera categoría, a título gratuito, a precio no determinado, o a un precio inferior al de las costumbres de la plaza; a otros contribuyentes generadores de renta de tercera categoría o entidades comprendidas en el último párrafo del artículo 14 de la ley.

Son rentas de cuarta categoría las obtenidas por:

a) El ejercicio individual de cualquier profesión, arte, ciencia, oficio o actividades no incluidas expresamente en tercera categoría.

b) El desempeño de funciones de director de empresas, síndico, mandatario, gestor de negocios, albacea y actividades similares.

Son rentas de quinta categoría:

a) El trabajo personal prestado en relación de dependencia.

b) Rentas vitalicias y pensiones que tengan su origen en el trabajo personal, tales como jubilación, montepío e invalidez, y cualquier otro ingreso que tenga su origen en el trabajo personal.

c) Las participaciones de los trabajadores, ya sea que provengan de las asignaciones anuales o de cualquier otro beneficio otorgado en sustitución de las mismas.

d) Los ingresos provenientes de cooperativas de trabajo que perciban los socios.

e) Los ingresos obtenidos por el trabajo prestado en forma independientemente con contratos de prestación de servicios normados por la legislación civil, cuando el servicio sea prestado en el lugar y horario designado por quien lo requiere y cuando el usuario proporcione los elementos de trabajo y asuma los gastos que la prestación del servicio demanda.

Las categorías del impuesto a la renta se encuentran establecidas con mayor detalle en el Texto Unico Ordenado de la ley del Impuesto a la Renta aprobado por Decreto Supremo 054-99-EF publicado el 14-04-99.

En materia tributaria es necesario simplificar el pago de tributos y también reducir el pago de los mismos por parte de los agentes económicos, sobre todo por parte de las personas jurídicas. Lo que dificulta la inversión por parte de los agentes económicos.

En el derecho tributario existen dos obligaciones que son la obligación formal y la obligación sustancial. En esta rama del derecho público lo que importa para el deudor  tributario es cumplir con las obligaciones tributarias, pero pagar la menor cantidad de tributos.

Para Raúl Chanamé Orbe la elusión tributaria es aquella acción que, sin infringir las disposiciones legales, busca evitar el pago de tributos mediante la utilización de figuras legales atípicas.

En esta definición es necesario aclarar que las figuras utilizadas pueden ser típicas o atípicas.

El mismo autor precisa que la evasión tributaria constituye un fin y los medios para lograrlo vienen a ser todos los actos dolosos utilizados para pagar menos o no pagar. Precisa que en nuestra legislación, estos actos constituyen infracciones vinculadas con la evasión y existe un caso mayor, el de defraudación tributaria tipificado en la administración tributaria (decreto legislativo 813).

Para Héctor Villegas la evasión tributaria es toda eliminación o disminución de un monto tributario producido dentro del ámbito de un país por parte de quienes están jurídicamente obligados abonarlo y que logran tal resultado mediante conductas violatorias de disposiciones legales.

En el Estado Peruano es necesario modificar la ley penal tributaria por que es antitécnica ya que sanciona también la elusión, lo cual es tan absuro como sancionar a un litigante por hacer uso de los medios de defensa en el derecho procesal. Es decir, sancionar penalmente la elusión tributaria es tan absurdo como sancionar la estrategia procesal, en tal sentido con la ley comentada se atenta contra el ejercicio de la profesión. Sin embargo, no hemos tenido a la vista pronuciamientos de los colegios profesionales correspondientes como son el colegio de economistas, colegio de abogados y colegio de contadores.

Es decir, según la doctrina sólo la evasión de tributos debe ser delito. Dejando constancia que según el comparatista René David la doctrina es fuente del derecho en los Estados que pertenecen a la familia romano germánica. Y el Estado Peruano pertenece a la familia jurídica romano germánica.

Los regímenes para tributar el impuesto a la renta y el Impuesto general a las ventas en el Estado Peruano son el Régimen Unico Simplificado RUS, el Régimen Especial del impuesto a la renta RER y el Régimen General REG. El RUS es para personas naturales. El RER es para personas naturales y jurídicas, y el Régimen General es sólo para personas jurídicas. Cuando se tributa en el Régimen Unico Simplificado se puede cambiar a los otros régimenes, pero cuando se tributa en el Régimen General sólo se puede cambiar al Régimen Especial del impuesto a la renta. En el  Régimen Unico Simplificado no hay crédito fiscal pero si hay un crédito en sus distintas categorías. En lo referido al impuesto general a las ventas se paga el mismo en el Régimen General y en el Régimen Especial del Impuesto General a las Ventas, es decir, los contribuyentes que están en el Régimen Unico Simplificado no pagan impuesto general a las ventas, sino que pagan como impuesto montos fijos en lugar del impuesto general a las ventas y del impuesto a la renta.

Es decir, el Régimen Unico simplificado es para personas naturales de pocos ingresos, y el RER para personas naturales de grandes ingresos y para mediadas,  pequeñas y micro personas jurídicas, y el Régimen General para las grandes personas jurídicas.

En cada régimen la exigencia de libros de contabilidad varía, pero en el Régimen Unico Simplificado no se lleva libros de contabilidad sino sólo libro de planillas cuando la empresa tiene trabajadores. De los libros que llevan los contribuyentes nos ocupamos al momento de desarrollar las nociones de contabilidad en el presente trabajo.

Cada Estado establece distintos tributos y también distintos montos para tributar.

Por ejemplo en Inglaterra existen impuestos sobre el gasto e impuestos sobre la renta y sobre el capital.

Derecho Aduanero
También forma parte de empresarial y del derecho corporativo el derecho aduanero, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.
Walter Andía Valencia precisa que la ley general de aduanas, D.Leg. 809, publicada el 19 de abril de 1996, se basa en el principio de buena fe y presunción de veracidad para todo trámite y procedimiento administrativo aduanero.

Raúl Chanamé Orbe precisa que el derecho aduanero son las normas que regulan el tráfico internacional de mercancías vigilando su paso legal a través de las fronteras de cada país.

El mismo autor precisa que el derecho aduanero según el programa curricular de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, estudia los principios generales, fuentes, vigencia e interpretación de los problemas aduaneros en función del derecho: tratados internacionales, relación jurídico aduanero, impuestos, aranceles, valores documentos, despacho consular, tasas, recepción de naves, desembarque de mercaderías, arribadas forzosas, almacenaje, cabotaje; operaciones aéreas, terrestres, postales sanciones, etc.

Dentro del derecho aduanero son de especial importancia los subsidios, el dumping, las medidas arancelarias y las medidas para arancelarias. También el drawback. En el Vocabulario Jurídico realizado bajo la dirección de Henri Capitant se determinó que el derecho de aduana es el derecho percibido por la administración de aduanas sobre una mercadería exportada o importada. Es decir, al derecho aduanero también se le conoce como derecho de aduanas, sin embargo, en el derecho peruano mas se le conoce como derecho aduanero. Consideramos mas apropiada la denominación de derecho aduanero.

Raúl Chanamé Orbe precisa que el dumping es una forma de competencia desleal y se produce cuando el precio fijado por una empresa exportadora para la venta de un producto en su mercado de origen, es mayor al precio que ésta fija para la venta de ese mismo producto fuera del país. Precisa el mismo autor que con ese tipo de medidas se beneficia al comprador pero se perjudica a su competidos en el extranjero.

El mismo autor señala que se presenta cuando el precio fijado por una empresa exportadora para la venta de un producto en su mercado de origen es mayor al precio que ésta fija para la venta de ese mismo producto fuera del país, es decir, venda mas barato en el extranjero. El mismo autor precisa que con ello se beneficia al comprador pero perjudica a  su competidor en el extranjero. Esta diferencia de precios es lo que llamamos dumping.

El mismo autor precisa que la discriminación de precios en el comercio internacional puede obedecer a ciertas características de los mercados territoriales o de los productos que se venden en el mercado; por ejemplo, los elevados costos de transporte asociados al comercio del producto con otros competidores o la presencia de barreras comerciales en el mercado de origen pueden facilitar la implementación de prácticas de discriminación de precios entre países.

Cuando se demuestra (i) que un exportador aplica precios mayores en el  país de origen que en el país de destino, (ii) que la rama industrial nacional que produce el producto similar se ha visto severamente perjudicada y (iii) que existe una clara relación de causalidad entre (i) y (ii), un país puede, según la normatividad multilateral de comercio aprobada en la OMC, aplicar derechos antidumping  para compensar el desbalance ocasionado (INDECOPI documento de trabajo Nº 003-2000).

Para Mario Barducci el derecho aduanero constituye una parte del derecho financiero y se halla estrechamente ligado a la economía política y a la ciencia de las finanzas y tiene puntos de contacto con varias ramas del derecho público y privado (derecho internacional, derecho de la navegación, derecho penal, procedimiento penal y civil, derecho civil, etc).

Para Rafael Bielsa la aduana es el órgano de la Administración pública que tiene por principal (no único) objeto percibir los derechos fiscales de importación y exportación  y hacer cumplir las disposiciones prohibitivas y de reglamentación del comercio internacional. Precisa el mismo autor  que en otros términos, el deber general de la aduana consiste en vigilar el cu9mplimiento de las prohibiciones legales absolutas o condicionadas al pago de impuestos, o permitir el paso de las fronteras sin tributo.

Pedro Fernández Lalanne precisa que el derecho de aduana está constituido por normas de índole tributaria propiamente dicha, administrativas, penales y procesales. Este complejo normativo, gobernado por  principios constitucionales, presenta características  específicas, como consecuencia de la primacía de la materia tributaria. Las normas administrativas, penales y procesales armonizan entre sí, para la consecución de los objetos tributarios del Estado, que no consisten solamente en la percepción de los gravámenes  aduaneros con el fin de allegar recursos a las arcas fiscales.

El artículo 1 de la ley general de aduanas establece q ue los servicios aduaneros son esenciales y están destinados a facilitar el comercio exterior, contribuyendo al desarrollo nacional y velando por el interés fiscal.

El artículo 3 de la ley general de aduanas establece que la prestación de los servicios aduaneros deberá tender a alcanzar los niveles establecidos en las normas internacionales sobre sistemas de aseguramiento de la  calidad.

El artículo 4 de la ley general de aduanas establece que  los principios de buena fe y presunción de veracidad son base para todo trámite y procedimiento administrativo aduanero de comercio exterior.

El artículo 5 de la ley general de aduanas establece que dicha ley rige para todas las actividades aduaneras del Perú y será aplicable a toda persona, mercancía y medio de transporte que crucen las fronteras aduaneras.

Comercio Exterior para Raúl Chanamé Orbe es el intercambio comercial entre un estado y el exterior. Para el mismo autor el comercio exterior proporciona a la economía cuatro grandes servicios(
): 1) hace posible la importación de bienes que en el interior, o no pueden ser producidos, o pueden serlo tan sólo en una cantidad restringida, 2) hace posible la introducción, de bienes que realmente puede ser obtenidos en el interior, pero con mayores costos de producción que es preciso emplear en aquellas mercancías que se da en cambio de éstas al extranjero, 3) hace posible el equilibrio de la escases o exceso de determinadas mercancías dentro de un círculo mas extenso·”La relación con la economía mundial actúa como una especie de seguro contra producciones deficientes o excesivas (Dietzel). En épocas pasadas en que el Comercio Internacional estaba poco desarrollado y se reducía principalmente a la importación de mercancías de lujo, eran enormes las oscilaciones en los precios de los granos, 4) Hace más difícil la formación de monopolios económicamente perjudiciales(
).

Para Francisco Mochón el comercio internacional es el intercambio de bienes, servicios y capitales entre los diferentes países.

Samuelson y Nordhaus definen el comercio internacional como el proceso por que los países importan y exportan bienes, servicios y capital financiero.

Para Sotelo el comercio internacional es el intercambio de los bienes de capital y de consumo, así como de los servicios, entre Estados políticamente independientes o residentes de los mismos.

Para Juan Mayorga el comercio internacional es el intercambio de bienes y servicios entre residentes de diferentes países.

Es decir, el comercio exterior hace posible el desarrollo adecuado de la economía de un Estado, es necesario precisar que a través del comercio exterior se introduce competencia extranjera, lo que para algunas personas es mejor por que se incentiva los precios bajos en la producción, y para otros es perjudicial para las empresas estatales por que se atenta en contra de los intereses de un Estado. Es decir, para algunos la competencia es buena y para otros la competencia puede hacer cerrar las empresas nacionales. Es decir, quien no se perjudica es el público pero quienes son perjudicadas son las empresas nacionales por que en algunas oportunidades no pueden competir en igualdad de condiciones, en tal sentido es un tema que no tiene una sola solución, en el caso peruano las empresas peruanas compiten con las empresas extranjeras, sin embargo, la industria nacional se encuentra poco desarrollada, lo que dificulta la competencia con las empresas extranjeras.

Es mas fácil producir un producto que colocarlo, en tal sentido el comercio exterior facilita a las empresas productoras conseguir mercados por que facilita que el producto sea colocado en el mercado.

La exportación favorece a los estados pero la importación no los favorece, en tal sentido los estados deben promover la exportación y no la importación, es decir el derecho positivo de los estados debe incentivar la exportación en los estados y desincentivar la importación.

En un Estado como el Peruano es necesario la importación por que la industria nacional no produce todos los productos que son necesarios en el mercado.

Con la importación los trabajadores de las empresas nacionales pueden verse afectados, mientras que con la exportación se crean fuentes de empleo en las empresas nacionales. Con la importación se crea fuentes de empleo en el Estado en el cual se encuetran las empresas y también en el Estado en el cual ingresan los productos. Es decir, es un tema complejo de estudiar por que las transnacionales contratan trabajadores y en muchos casos los trabajadores que contratan son trabajadores nacionales.

Es decir, para no todos tiene el mismo efecto el comercio exterior, además es mejor exportar que importar, también es mejor exportar bienes terminados que exportar materia prima. Sin embargo, algunas exportaciones de las empresas nacionales son exportaciones de materia prima, lo que dificulta el crecimiento económico del Estado Peruano, así como de las empresas nacionales. Pero la exportación de productos terminados implica el desarrollo de las empresas nacionales que pueden competir con empresas extranjeras.

El comercio exterior se relaciona con el derecho aduanero por que el comercio exterior se regula y estudia por parte del derecho aduanero. Es decir, la legislación aduanera regula el comercio exterior, sin embargo, no debe encasillarlo, en tal sentido la ley general de aduanas da pautas para el desarrollo de un Estado, Sin embargo, dentro del derecho aduanero, la ley general de aduanas no  es la única norma, es decir, dentro del derecho aduanero existen otras normas que también son importantes estudiarlas para comprender la importancia del derecho aduanero.

La exportación y la importación generalmente son respecto de bienes pero nada impide que se realice respecto de servicios. Pero en la práctica en nuestro medio se ve poca exportación de servicios. Ya que la mayor parte de exportación es de bienes.

Durante la elaboración del presente trabajo se aprobó el tuo de la ley general de aduanas, por lo cual podemos afirmar que el derecho es muy cambiante, sobre todo en áreas del derecho que abarcan varias ramas del derecho.

Para Arthur Lewis el comercio exterior es el intercambio mediante la compra y venta de bienes y servicios entre personas de diferentes paises. Es la forma de cosechar las ventajas dela división del trabajo y la especialización.

Para Hector Sosa el comercio exterior es uno de los determinantes mas significativos de la industrialización. Su influencia e ejerce a través de las exportaciones o importaciones de manufacturas cuyo volumen y composición, junto con la demanda interna inciden en la cuantía y estructura de la producción industrial.

Para Harvey el comercio internacional es el que deriva sencillamente del hecho de que los distintos países difieren entre sí por lo que respecta a la demanda de bienes y a su capacidad para producirlos.

Para el Banco Central de Reserva del Perú los subsidios son una donación gubernamental de dinero  a empresas e instituciones para aumentar sus ingresos o bajar el precio de  sus productos.

Para Edward Shapiro los subsidios son parecidos a las transferencias en que no se corresponden con ningún bien, aparecen en el sector empresarial como una partida negativa en el lado de la renta.

Derecho de Comercio Internacional
El derecho de comercio internacional también forma parte del derecho empresarial, corporativo, privado y comercial, por lo cual  a continuación desarrollaremos el mismo.

El comercio no sólo se realiza dentro de un Estado, sino que a veces se realiza dentro de varios Estados, por ejemplo entre Perú y España,  Estados Unidos y Perú, China y Perú, Brasil y Japón, entre otros.

Cuando las empresas quieren crecer rápidamente es conveniente que exporten, ya que el tamaño del mercado aumenta.

Por lo cual el mercado no debe ser limitado por la frontera de los diferentes estados, por ejemplo ya no debemos referirnos al mercado brasilero o peruano o chileno o boliviano, sino al mercado sudamericano, entre otros. Para quien desee profundizar sus estudios de mercado puede consultar en este libro la parte relativa a mercado. Es decir, todo abogado corporativo y abogado dedicado al quehacer empresarial debe tener sólidos conocimientos de mercado.

El derecho de comercio internacional estudia las normas que regulan el intercambio de bienes y/o servicios entre comerciantes o empresarios de diferentes Estados, al igual que estudia la doctrina, principios, jurisprudencia, ejecutorias, realidad social, entre otras fuentes del derecho de comercio internacional.

Dentro del derecho positivo el derecho de comercio internacional es el conjunto de normas que regula el comercio internacional.

Es decir, el derecho de comercio internacional tiene poco tiempo de existencia, por lo cual sus antecedentes no son de tiempos muy antiguos.

Hace miles de años el derecho de comercio internacional no existía, por lo cual debemos precisar que no siempre existió el mismo.

El derecho de comercio internacional es de mucha utilidad para exportar e importar.

En tal sentido toda empresa debe aspirar a exportar, por ejemplo los fabricantes de vehículos, refrigeradoras, computadoras, entre otros bienes. Sin embargo no sólo se exportan bienes sino también servicios.
El derecho de comercio  internacional forma parte del derecho comercial y del derecho empresarial. El  mismo se ubica dentro del derecho privado.

El derecho de comercio internacional es mas amplio que el derecho aduanero.

El derecho de comercio  internacional debe desincentivar (los incentivos y los desincentivos son estudiados por el análisis económico del derecho) las importaciones, o  sólo por excepción debe importarse, porque éstas no hacen bien a la economía de un Estado. Cosa que no ocurre en el caso de las exportaciones, ya que el las exportaciones hacen bien a la economía de un Estado.

En todas las profesiones debe enseñarse derecho de comercio internacional, para incentivar las exportaciones.

El derecho de comercio  internacional no se limita al estudio sólo de la ley general de aduanas. En tal sentido cuando estudiamos el mismo debemos recurrir también a otras fuentes del derecho.

En caso peruano las exportaciones han aumentado, lo cual aumenta los  puestos de trabajo en Perú.

En las maestrias de derecho de comercio internacional debe estudiarse estadística, política de exportación e importación, estructuras y o operaciones aduaneras, contabilidad aduanera, política económica y globalización, gerencia estratégica de negocios de exportación y Finanzas Internacionales.

Es decir, es de vital importancia también el estudio de la globalización dentro del derecho de comercio internacional, por lo cual es importante dejar constancia que estudiamos la misma en la parte final del presente trabajo de investigación.

El estudio de esta rama del derecho privado, derecho comercial y derecho empresarial es muy reducido por no decir nulo o inexistente.

Para exportar se debe conocer el mercado al cual deseamos  ingresar, sin embargo casi siempre los mercados  son fáciles de conocer. Pero por excepción son difíciles de conocer.

Para quien desee estudiar derecho de comercio internacional también debe estudiar derecho aduanero, por lo cual a esta parte del libro también es de aplicación lo mencionado al desarrollar lo relativo al derecho aduanero.

Derecho Cooperativo
Además de las ramas del derecho mencionadas es necesario precisar que también forma parte del derecho empresarial y cooperativo el derecho cooperativo, porque el empresario puede constituir una cooperativa para ejercer la actividad empresarial. 

El derecho cooperativo es la parte del derecho que regula la actividad de las organizaciones cooperativas. 

Raúl Chanamé  Orbe precisa que la  cooperativa es la asociación voluntaria de personas que se organizan para propósitos comunes de acuerdo a objetivos económicos, sociales y/o culturales en base a  una empresa de propiedad conjunta que basa su gestión en un sistema de control democrático interno de acuerdo a la ley general de cooperativas.

La cooperativa tiene como principios los siguientes:

a) Adhesión voluntaria y abierta.

b) Control democrático de los socios.

c) Participación económica de los socios (Coop. Ahorro y Crédito).

d) Autonomía independencia.

e) Educación, formación e  información.

f) Cooperación entre cooperativas.

g) Compromiso con la comunidad

A los socios de las cooperativas se les llama socios cooperativistas.

Derecho  de la Libre Competencia
El derecho empresarial y el derecho corporativo también se encuentra conformado por el derecho de la libre competencia, el cual desarrollaremos a continuación, rama del derecho que ha merecido pocos estudios por parte de los tratadistas.

José Antonio Olaechea precisa que el derecho de la libre competencia se encuentra inmerso en el nuevo derecho del tráfico económico que incluye tres disciplinas, a saber:

-) las normas sobre competencia desleal que tratan acerca de las pautas que deben seguir los competidores entre si.

-) las normas de de defensa del consumidor que protegen los intereses de los consumidores, en oposición a aquellas que regulan a productores y comerciantes.

-) El derecho de libre competencia que vela por el sistema de libre mercado en su conjunto.

La Constitución Peruana de 1979 estableció en su artículo 133 que están prohibidos los monopolios, oligopolios, acaparamientos, prácticas y acuerdos respectivos de la actividad industrial y mercantil. Estableció además que la ley asegura la  normal actividad del mercado y establece las sanciones correspondientes.

La Constitución Peruana de 1993 establece en el artículo 61 que el Estado facilita y vigila la libre competencia, combate toda práctica que la limite y el abuso de posiciones dominantes o monopólicas. Establece que ninguna ley ni concertación puede autorizar ni establecer monolios.

El artículo 61 de la Constitución Política peruana fue reglamentado por el Decreto Legislativo  701.

El Decreto Legislativo 701 tiene como antecedente legislativo el D.S. 296-90-EF que en su artículo establecía que el Estado propicia la libre competencia  en la producción de bienes y servicios y garantiza mediante  la prevención y sanción de los actos que lo limitan.

Es decir, las dos últimas constituciones peruanas garantizan la libre competencia.

En noviembre de 1992 mediante decreto ley 25868 se creó el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de propiedad Intelectual como entidad encargada de supervigilar y promover el correcto funcionamiento de la economía de mercado en el Perú.

Entre las principales funciones del Indecopi están la de impulsar y difundir la libre competencia.

El artículo 3 del D.Leg. 701 establece que están prohibidos y sancionados, de conformidad con las normas de la presente ley, los actos o conductas, relacionados con actividades económicas, que constituyen abuso de una  posición de dominio en el mercado o que limiten, restrinjan o distorsionen la libre competencia, de modo que se generen perjuicios para el interés económico general, en el territorio nacional.

El Código Penal Peruano de 1991 en su artículo 232 sanciona el abuso de la posición de monopolio y de oligopolio.

Es necesario el estudio del Tratado de Defensa de la Libre Competencia de Pinkas Flint.

7.1. MONOPOLIO

Dentro del derecho de la libre competencia, es necesario el estudio del monopolio, el cual atenta contra la libre competencia.

Raúl Chanamé Orbe precisa que el monopolio es la posesión absoluta de algún objeto, el dominio completo del mercado, este puede ser total, permanente o temporal, imponiendo un precio y la cantidad que se desea vender.

El mismo autor precisa que cuando en un cierto campo hay un solo número pequeño de productores, existe entre ellos un gran  incentivo para actuar en connivencia  y fijar un precio de monopolio.

En EEUU en 1890 se promulgó la ley de Sherman contra los monopolios que declara ilegal:

1) Participar en un contrato, combinación o conspiración que tenga por objeto restringir el  comercio.

2) Monopolizar, intentar monopolizar o reunirse o conspirar para monopolizar una actividad.

Es decir, existe monopolio cuando en un solo mercado existe un solo vendedor, que puede manejar el precio del producto que vende.

Para Walter Andia Valencia el monopolio es el privilegio concedido a favor de  una persona, corporación, sociedad o de un gobierno, de fabricar, comprar o vender ciertos productos, o de prestar ciertos servicios de carácter público, con exclusión de toda concurrencia o competencia.

Existen supuestos de monopolio natural en nuestro medio los cuales no se encuentran prohibidos por parte del derecho positivo.

Para el Centro de Investigaciones económicas  y sociales de la Facultad de Ciencias Económicas y Sociales de la Universidad Católica de Chile habrá monopolio cuando el vendedor de un producto puede afectar significativamente el precio del producto que vende al cambiar la cantidad vendida y, al mismo tiempo, cuando su acción no afecta las decisiones de otros vendedores o, si las afecta, las reacciones de los otros vendedores no vienen a afectar ninguna de las variables pertinentes para el monopolio. El caso del monopolio puro es aquel donde existe sólo un vendedor (productor) de un producto dado y, por lo tanto, es aquel donde la curva de demanda que enfrenta la firma por el producto tiene una elasticidad sustancialmente neto esperado, producirá aquella cantidad para la cual el costo marginal de producir (y vender) sea igual al ingreso marginal obtenido de la venta.

Para Roberto Alexander se llama así al mecanismo por el cual los productores principales son grandes compañías que ejercen una decisiva  influencia en el mercado donde operan,  y muchos de ellos tienen así mismo participación en convenios de trust, o cartel, mediante los cuales los abastecedores disponibles se reparten el mercado en cierto modo. Finalmente producen tal variedad de artículos para sus respectivos mercados que el declive de una exportación no lleva a despojar al pais de los recursos suficientes para poder obtener alimentos, productos de consumo u otras cosas vitales  que puedan necesitar sus consumidores, como desgraciadamente  es el caso de muchas naciones subdesarrolladas.

Para la Academia de Ciencias de la URSS del Instituto de Economía los monopolios son grandes o enormes empresas capitalistas, o agrupaciones de empresas capitalistas en la que concentran una parte considerable de la producción o de la venta de un determinado tipo de productos, que permite restringir la competencia y establecer un monopolio de precios altos sobre mercaderías. Y al vender las mercancías a precios elevados los monopolios aseguran la obtención de altas ganancias.

Para Hague define el monopolio como  el único productor de una mercancía que no tiene sustitutos competitivos próximos.

Para Nikitin el monopolio es el acuerdo o agrupación de capitalistas que concentran en sus manos la producción o la venta de una considerable parte a veces la mayor, de unas u otras mercancías... persiguen un único objetivo: obtención del máximo de ganancias.

Para Henderson el término monopolio se defiene como una situación que la empresa produce un bien que no tiene sustitutos próximos. La empresa monopolística es la industria, que no tiene competidores.

Para Arthur Seldon el monopolio es el control de una mercancía o servicio por parte de un solo vendedor. En el mundo real todas las mercancías compiten entre sí, de modo que son pocos los vendedores que pueden considerarse como monopolistas perfectos. Por lo tanto en la práctica el monopolio se refiere al vendedor de una mercancía o un servicio que carece de unos  sustitutos próximos. No existe nunca o muy raramente el  monopolio total; todos los comerciantes poseen un cierto grado de monopolio, existen muy pocos monopolistas absolutos pero con mucha competencia imperfecta.

Para José Castañeda el monopolio bilateral es el tipo de mercado en el que hay un solo demandante o comprador y un solo oferente o vendedor que opera sobre una mercancía definida y homogénea con entera libertad para efectuar las transacciones según sus gustos y conveniencias.

Para George Stigler el monopolio bilateral es una situación de mercado en que un vendedor único se enfrenta a un comprador único: los casos de monopolio bilateral deben ser muy reducidos, ya que son los del monopolio.

Para José Castañeda el monopolio de demanda es un tipo de mercado en cuanto a la concurrencia en ambos lados del mismo, que se caracteriza por presentar un solo demandante o comprador y pluralidad de oferentes o vendedores.

Para el mismo autor el monopolio de oferta es un tipo de mercado con pluralidad de demandantes o compradores y un solo oferente o vendedor que operan sobre una mercancía definida y homogénea, en condiciones en que se relacionan fácilmente todos los sujetos los cuales poseen entera libertad para que las transacciones se efectúen atendiendo tan solo a los gustos y conveniencias de todos ellos, por lo tanto se trata de un mercado libre, transparente, perfecto y forzado; libre, porque en él se cumple el principio de la unificación del precio; perfecto, porque responde al de la uniformidad de la mercancía y forzado por que el único oferente no considera el precio como independiente de su actuación y que puede influir eficazmente sobre el mismo, y por ello no rige en este tipo de mercado el principio de la independencia del precio.

Para el mismo autor el monopolio parcial es un caso de monopolio en que la unidad de la empresa no se da con toda pureza, es decir, que si bien hay una empresa muy  importante que abastece la mayor parte del mercado, ocurren a él algunas pequeñas empresas. La grande domina al mercado, pero no posee el monopolio absoluto del mismo.

Para Ferguson existe monopolio puro cuando sólo hay un productor en el mercado. No hay competidores o rivales directos ni en el sentido popular ni en el técnico.

Para William Baumol en el monopolio puro se clasifica como monpolista a las empresas que son el producto único de una mercancía, para la que no hay sustitutivos inmediatos y que por lo tanto, no se enfrentan a ninguna amenaza inminente de competidores.

7.2. OLIGOPOLIO

Dentro del estudio del derecho de la libre competencia corresponde estudiar el oligopolio, lo  cual atenta contra la libre competencia.

Para Raúl Chanamé Orbe oligopolio es la competencia imperfecta, en donde existen un número reducido de afertantes y ellos mismos afectan o fijan precios en el mercado.

Sydney Bravo Melgar precisa que monopolio es cuando existe una situación económica significativa de la existencia en el mercado  de un solo oferente vendedor frente a muchos compradores.

Para Walter Andia Valencia existe monopolio cuando cuando en un mercado la mayor parte de la producción está en manos de un puñado de grandes empresas, cada una de ellas suficientemente grande para influir en el conjunto del mercado.

Es decir, existe un oligopolio cuando en un solo mercado existen pocos  vendedores, que pueden manejar el precio del  producto que venden.

Para Lloyd Reynolds el oligopolio es cuando hay número de vendedores suficientemente reducido para que cada uno de ellos tenga que tener en cuenta sus rivales.

Para Stigler el olipolio es la situación que hace necesario que la empresa elabore  su política de precios teniendo en cuenta la posibilidad de reacción de algunos rivales.

Para Francisco Zamora es un número tan corto de vendedores que cada uno de ellos puede percibir los resultados directos o indirectos del precio que fija la cantidad de mercancías que individualmente ofrece.

Para Bela Balassa oligopolio es una situación en la cual el número es lo suficientemente pequeño para que exista mucha interdependencia entre ellos.

Para el Centro de Investigaciones Económicas de la Universidad Católica de Chile habrá oligopolio cuando son muchos (pocos) los vendedores que pueden afectar significativamente el precio del producto. Cada oligopolista actuando independientemente, pero tomando en cuenta el modo en que su propia conducta efectuará la conducta de su competidor, querrá producir una cantidad que sumada a la de los otros coincidirá con la de monopolio, obteniéndose el máximo posible de utilidades globales. Estas Serán divididas entre los competidores de acuerdo con sus participantes en el mercado.

Para Bela Balassa se denomina oligopolio completo cuando las relaciones entre las firmas son lo suficientemente estrechas para permitir la maximización de los beneficios conjuntos de las firmas consideradas como un solo grupo.

Para José Castañeda el monopolio de oferta es uno de los tipos de mercado que se caracteriza por ser muy grande el número de los demandantes y en cambio muy reducido el de los oferentes; posee las características de perfección, transparencia y libertad de cambio, también es no normal por ser pequeño el número de oferentes; no considera los precios como independiente de su conducta sinó que influye sobre los mismos.

Derecho Bancario
Otra rama del derecho empresarial de importancia es bancario por que el derecho empresarial y el derecho corporativo también abarcan al derecho bancario, ya que la actividad empresarial puede ejercerse constituyendo una Empresa del Sistema Financiero (banco, caja rural, caja municipal, entre otras).

Para Hernán Figueroa Bustamante el derecho bancario es el conjunto de normas que regulan los mecanismos que permiten garantizar la eficiente asignación del ahorro a la inversión, con especial incidencia en el mercado. Para el mismo autor el estudio del derecho bancario comprende tres partes que son las siguientes: la primera dedicada al objeto de la materia, los instrumentos financieros, el dinero y los títulos y los servicios de inversión, incluyendo los de crédito que presta la banca. La segunda centrada en los sujetos del derecho bancario, las entidades de crédito, y a las empresas de servicios de inversión. La tercera dedicada a la contratación en el Mercado Financiero, es decir, a los negocios jurídicos que sirven a la realización de la función inversora. 

La Ley General del Sistema Financiero, de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros se encuentra contenida en la Ley 26702. 

Para Sydney Alex Bravo Melgar el derecho bancario es el conjunto de normas jurídicas que se refieren a la actividad de los bancos (Garrigues), es decir, las operaciones y negocios masivos de intermediación profesional en el crédito, el dinero o los títulos valores que realiza una empresa bancaria (Arcangeli). 

Para Walter Andía Valencia el derecho bancario es el conjunto de normas jurídicas que se refieren a la actividad de los bancos, es decir, las operaciones y negocios masivos de intermediación profesional en el crédito, el dinero o los títulos valores que realiza una empresa bancaria. Además precisa que la materia es esencialmente comercial.

Para la constitución de una empresa del sistema financiero se requiere autorización que otorga la Superintendencia de Banca y Seguros, al igual que para la constitución de sucursales.

En el numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política Peruana de 1993 se establece que el secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado.

El secreto bancario protege a los depósitos de todo tipo y en cualquier moneda, es decir, sea el depósito en moneda nacional o en moneda extranjera.

Es decir, para que se levante el secreto tiene que existir mandato judicial, orden del Fiscal de la Nación o de una comisión investigadora del Congreso. Cuando se ha obtenido el levantamiento del secreto bancario sin dichas formalidades dicho levantamiento del secreto bancario carece de valor. Por ejemplo para embargar el dinero depositado en cuentas bancarias previamente se tiene que levantar el secreto bancario y cuando se tiene conocimiento de depósitos de dinero en bancos y se solicita el embargo de dicho dinero, debe declararse improcedente por que previamente debe levantarse el secreto bancario.

El secreto bancario se encuentra establecido en la Constitución Política peruana de 1993 pero no se encuentra reglamentado, por que es un tema bastante espinoso y delicado por que se puede proteger en exceso a los titulares de los depósitos o se les puede desproteger.

En tal sentido en el derecho extranjero no se ha tenido a la vista normas sobre el levantamiento del secreto bancario.

El secreto bancario no sólo protege a las personas naturales, sino a todo sujeto de derecho, en tal sentido el secreto bancario protege a los concebidos, las personas naturales, personas jurídicas y a los entes autónomos (entre ellas consideramos a las sociedades, asociaciones, comités, fundaciones, comunidades campesinas, empresas comunales y empresas individuales de responsabilidad limitada, todas no inscritas).

El Estado es persona jurídica de derecho público y también es beneficiado por el secreto bancario, en tal sentido a una dirección regional de salud también protege el secreto bancario cuando una empresa quiere embargar dinero depositado en un banco en el proceso judicial por incumplimiento de contrato de obra pública, o quiere embargar dinero depositado en un banco a la dirección regional de salud un servis en un proceso de cobro de nuevos soles o de dólares.

Raúl Chanamé Orbe  precisa que el secreto bancario es la garantía de reserva y confidencialidad de la institución bancaria en la relación de servicio con sus clientes, consiste en la prohibición de suministrar cualquier información sobre las operaciones pasivas de los clientes, es decir, a los depósitos de dinero o valores que bajo diversas modalidades puedan poseer los clientes del banco.

El secreto bancario es el conocimiento exclusivo que tienen los bancos y otras empresas del sistema financiero sobre los depósitos efectuados por terceros en sus oficinas, se estas principales, sucursales o agencias.

Sydney Bravo Melgar precisa que al secreto bancario también se denomina secreto financiero y que es el principio general de reserva sobre hechos no conocidos públicamente que por razones de profesionalidad han llegado a conocimiento del banco, respecto de su cliente, y que debe mantener oculto, precisa el mismo autor que el fundamento deriva de la circunstancia de que el banco sólo ha podido tener ese conocimiento pot la prestación de un servicio o ayuda económico -  financiera facilitada al cliente y por el ligamen derivado de esa vinculación, en el cuadro del dogmatismo jurídico el deber de mantener el secreto perfila como promesa tácita, implícita. La legislación comparada ha aceptado el principio (España, en los estatutos del banco de España; Noruega, por ley del 4 de abril de 1924, Checoslovaquia, por ley del 10 de octubre de 1924, Lituania, por ley del 31 de enero de 1925; Alemania, por ley del 5 de diciembre 1934; México, por ley del 3 de mayo de 1941. El mismo autor precisa que en doctrina se discrepa sobre el fundamento a) deriva de la voluntad implícita o explícita contractual del cliente al vincularse con el banco, b) asienta en la culpa o negligencia c) ese deber tiene origen en la confianza. La obligación de mantener el secreto tiene sus límites: cuando su mantenimiento importa la violación de la ley: surge un interés científico o fiscal en descubrirlo o ante el requerimiento judicial frente a la investigación de delitos de naturaleza penal.

El secreto bancario no se pacta como un servicio que presta el banco,  sino que está incluido de manera tácita en todo contrato de depósito de ahorros en un banco.

El secreto bancario no sólo es aplicable a los bancos, sino también a otras empresas del sistema financiero, entre las cuales destacan las cajas rurales o cajas municipales.

Los bancos y otras empresas del sistema financiero tienen legislación especial también para otros asuntos como la constitución y su liquidación, en tal sentido la ley general de sociedades sólo es aplicable supletoriamente.

La Superintendencia de Banca y Seguros supervisa las actividades de las empresas del sistema financiero.

El artículo 345 de la ley general del sistema financiero y del sistema de seguros y orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros establece que la Superintendencia de Banca y Seguros es una institución constitucionalmente autónoma y con personería de derecho público, cuyo objeto es proteger los intereses del público en el ámbito de los sistemas financiero y de seguros.

En el segundo párrafo del mismo artículo se establece que la Superintendencia ejerce en el ámbito de sus atribuciones, el control y la supervisión de las empresas conformantes del Sistema Financiero y Sistema de Seguros y de las demás personas naturales y jurídicas incorporadas por esta ley o por leyes especiales, de manera exclusiva en los aspectos que le corresponda.

En el tercer párrafo del mismo artículo se establece que la Superintendencia supervisa el cumplimiento de la Ley Orgánica y disposiciones complementarias del Banco Central, sin perjuicio del ejercicio de su autonomía, no incluyendo lo referente a la finalidad y funciones contenidas en los artículos 83 al 85 de la Constitución Política del Perú.

La constitución política peruana de 1993 establece en su artículo 83 que la ley determina el sistema monetario de la República y que emisión de billetes y monedas es facultad exclusiva del Estado. La ejerce por intermedio del Banco Central de Reserva del Perú.

La Constitución Política Peruana de 1993 establece en el artículo 87 que el Estado fomenta y garantiza el ahorro, y que la ley establece las obligaciones y los límites de las empresas que reciben ahorros del público, así como el modo y los alcances de dicha garantía.

Establece en el segundo párrafo que la Superintendencia de Banca y Seguros ejerce el control de las empresas bancarias y de seguros, de las demás que reciben depósitos del público y de aquellas otras que por realizar operaciones conexas o similares determine la ley.

En el tercer párrafo establece que la ley establece la organización y la autonomía funcional de la Superintendencia de Banca y Seguros.

En el cuarto párrafo se establece que el Poder Ejecutivo designa al Superintendente de Banca y Seguros por el plazo correspondiente a su período constitucional. El Congreso lo ratifica.

Los bancos no sólo tienen la función de recibir ahorros del público, sino que los bancos tienen mas funciones las cuales son detalladas específicamente en la ley de bancos.

El artículo 221 de la ley de bancos detalla las operaciones y servicios que prestan las empresas del sistema financiero.

Las empresas del sistema financiero están facultadas para celebrar algunos contratos, a los cuales se denomina contratos bancarios entre los cuales podemos citar al contrato de fideicomiso en los artículos 241 a 274 y al mal llamado contrato de prenda global y flotante en el artículo 231 de la ley de bancos. Conforme se precisa al desarrollar las garantías la prenda global y flotante es una garantía real por que recae sobre algunos bienes muebles y no es un contrato, es decir, la prenda global y flotante que garantiza el cumplimiento de contratos como el contrato de mutuo bancario, pero no por ello tiene la naturaleza jurídica de contrato.

La  ley de bancos dedica varios artículos al contrato de fideicomiso, en tal sentido el contrato de fideicomiso tiene un tratamiento detallado en la ley de bancos.

La prenda global y flotante tiene sus propias normas en las cuales se reglamenta la misma. Es decir,  la ley de bancos dedica sólo un artículo a la prenda global y flotante.

Sin embargo, no son las únicas garantías bancarias, sino que existen otros documentos como el título de crédito hipotecario negociable, el cual también es regulado en la ley de bancos.

Es decir, la ley de bancos es una ley bastante amplia que no ha sido estudiada mucho por parte de los tratadistas.

Derecho Cartular
El derecho cambiario o derecho cartular es la parte del derecho privado, de comercial y de empresarial que regula los títulos valores. La ley de títulos valores vigente se caracteriza por regular todos los títulos valores, lo que no ocurría con la primera ley de títulos valores peruana, que sólo regulaba algunos títulos valores. La Nueva Ley de Títulos Valores se encuentra contenida en la Ley 27287.

Para algunos autores se confunde los títulos valores con los títulos de crédito, lo que no es correcto por que es considerado como un título de crédito la letra de cambio pero no un cheque, por que el cheque es un instrumento de pago y no un título de crédito.

Para Brunner el título de crédito  es un documento de un derecho privado que no puede ejercitarse si  no se tiene el título a su propia disposición.

Para Garigues el título valor es un documento sobre un derecho privado cuyo ejercicio y cuya transmisión está condicionados a la  posesión del documento.

El Código Suizo de las Obligaciones en su artículo 965 define los títulos valores de la siguiente manera: son papeles valores todos los títulos en los que está incorporado un derecho de tal manera que  es imposible hacerlo valer o transferirlo independientemente del título.

Vivante define el título de crédito que es un documento necesario para ejercitar el derecho literal y autónomo en él mencionado.

Para Bolaffio el título de crédito es el documento público o privado necesario y suficiente mientras existe para ejercitar y disponer de manera autónoma, del derecho patrimonial que en él está incorporado.

Para Navarrini el título de crédito es el documento atestiguante de una operación de crédito, cuya posesión es necesaria para ejercitar el derecho que deriva de él y para investir a otras personas.

Para Asquini el título de crédito es el documento de un derecho literal destinado a la circulación, idóneo para transferir de manera autónoma la titularidad de tal derecho al propietario del documento y suficiente para legitimar al poseedor para el ejercicio del derecho.

Para Lescot y Roblot el título de crédito es todo título, todo escrito recibido corrientemente en pago, en las operaciones comerciales, en lugar de la moneda, es un efecto del comercio.

Para Escarra el título de crédito es el documento necesario paera permitir al  portador legítimo ejercer contra el deudor, el derecho literal y autónomo en él mencionado.

Para Vicent y Gella es un documento que presume la existencia de una obligación de carácter patrimonial, literal y autónoma y el cual es necesario para que pueda exigirse por el acreedor o efectuarse válidamente por el deudor el pago de la prestación que conste en ella.

Para Ascarrelli el título de crédito es aquel documento constitutivo cuyo propietario es titular autónomo del derecho literal que en él se menciona.

El mismo autor efectúa otra definición precisando que título de crédito es aquel documento escrito y suscrito, nominativo, a la orden o al portador, que menciona la promesa o la venta unilateral de pago de una suma de dinero, de una cantidad de mercadería con vencimiento determinado o determinable o la entrega de mercadería o títulos especificados y que sea solamente destinado a la circulación, así como aquel documento que constate, con la suscripción de uno de los administradores, la calidad de socio de una sociedad por acciones.

Para Lumia los títulos de crédito son los documentos necesarios para el ejercicio y la transferencia de los derechos subjetivos de naturaleza literal y autónoma enunciados en esos documentos.

Para Yadarola el título de crédito es el documento de un derecho lilteral y autónomo cuya posesión es necesaria para el ejercicio de ese derecho.

Para Chiomenti  el título valor el título valor es un fenómeno de movilización de la riqueza caracterizado por el recurso al mercado como mecanismo garante de la movilización, distinguiendo el título valor de  otras formas de movilización de la riqueza (delegación, mercado primario y mercado secundario cartas de crédito, etc.) y de otras formas mixtas de movilización como son los certificados de las partes de los fondos de inversión, etc, y de las nuevas técnicas para la movilización del mercado sin la utilización de documentos (derechos especiales de giro del Fondo Monetario Internacional).

Para Caiomenti el título de crédito es un fenómeno de movilización de la riqueza calificada por la utilización del mercado como instrumento esencial para su realización.

Estas definiciones las encontramos en el libro de Sagunto Pérez Fontana, el cual define el título valor como el documento necesario para investir y legitimar al tenedor del derecho literal en el mencionado para el ejercicio de ese derecho.

Para Ulises Montoya Manfredi título valor es todo ese conjunto de documentos que tienen vida propia, que circulan con gran intensidad en el tráfico económico y de los que emergen para sus titulares, derechos típicos con caracteres bien definidos.

En el Curso a distancia de la Academia de la Magistratura para Magistrados se precisa que el mismo autor es citado por el Dr. Silva Vallejo quien señala que Ulises Montoya Manfredi, al referirse a la teoría general de los títulos valores decía lo siguiente:

La construcción doctrinaria de los títulos valores, se inicia con Savigny, que aportó la idea de la incorporación del derecho al documento. Mas tarde Brunner, agregó la nota de literalidad y finalmente Jacobí añadió el elemento de legitimidad. La formula se integró por Vivante, al expresar que los títulos valores son los documentos necesarios para ejercer el derecho literal y autónomo que en ello se consigna.

Las acciones que derivan de los títulos valores se clasifican en acciones causales y las acciones abstractas que son las acciones cambiarias. Distinguiendo ambas en que las acciones abstractas se tramitan como proceso ejecutivo y se apoyan en el título valor, mientras que la acción causal no se basa siempre en el título valor y se tramita el proceso como proceso de conocimiento, abreviado o sumarísimo, según el monto del monto contenido en el título valor.

Para la acción abstracta o cambiaria se necesita obligatoriamente el título valor, mientras que para la acción causal no necesariamente se necesita el protesto y el título valor. Sin embargo somos del criterio que cuando la acción cambiaria ha vencido o el título valor se ha perjudicado, es suficiente el título valor para iniciar la acción causal. Es decir la acción causal se basa en el negocio  jurídico, mientras que la acción abstracta o cambiaria se basa en el título valor.

Por ejemplo cuando se celebra un contrato de compra venta de una plancha se firma una letra de cambio, siendo en este supuesto la acción cambiaria se basa en la letra de cambio protestada, a diferencia de la acción causal que se basa en probar el contrato de compra venta y que el precio no ha sido pagado.

Procesalmente es mejor iniciar la acción cambiaria o abstracta que la acción causal. En tal sentido es mejor evitar que un título valor se perjudique.

Normalmente el derecho positivo de cada Estado establece cuales son los títulos valores, sin embargo, no es necesario que la ley les otorgue ese carácter a los títulos valores, sino que depende de la naturaleza jurídica del documento lo que determina que sea o no considerado como un título valor.

La Nueva Ley de Títulos Valores Peruana agrupa y regula los siguientes títulos valores:

a) La letra de cambio.

b) El pagaré.

c) La factura conformada.

d) El cheque.

e) Los certificados bancarios de moneda extranjera y moneda nacional.

f) El certificado de depósito.

g) El Warrant.

h) El título de crédito hipotecario negociable.

i) El conocimiento de embarque.

j) La carta de porte.

k) Los valores mobiliarios.

Para la División de Estudios Legales de Gaceta Jurídica los principios cambiarios son los siguientes:

a) Principio de Incorporación.- por el cual los derechos patrimoniales que representa el título valor se encuentran fusionados con éste.

b) Principio de Literalidad.- por el cual los derechos y obligaciones se limitan al contenido expreso del título valor.

c) Principio de Formalidad.- por el cual los títulos valores deben reunir los requisitos exigidos por ley para poder ser considerados títulos valores.

d) Principio de Circulación.- por el cual los títulos valores están destinados a la circulación, la cual se realiza a través del endoso, la cesión de derechos y la simple entrega.

e) Principio de Autonomía.- por el cual los derechos que tiene una persona que interviene en un título valor son distintos a los derechos de las otras personas que intervienen la relación cambiaria. 

Existen varias clasificaciones de los títulos valores, siendo  una de las mismas la que clasifica a los títulos valores en títulos valores al portador, títulos valores a la orden y títulos valores nominativos. Los títulos valores al portador se transfieren mediante su simple entrega, los títulos valores a la orden se transfieren mediante el endoso y los títulos valores nominativos se transfieren por la cesión de derechos. 

El endoso es de las siguientes clases: endoso en propiedad, endoso en fideicomiso, endoso en procuración y endoso en garantía. 

El endoso se realiza en el mismo título valor, a diferencia de la cesión de derechos que es un contrato que se realiza generalmente en otro documento, como ocurre por ejemplo en el caso de las acciones de las sociedades anónimas, sin perjuicio de la inscripción de la transferencia de las acciones en el Registro Privado denominado por la Ley General de Sociedades como Matrícula de Acciones. 

Es decir, la cesión de derechos debe constar en el mismo título valor o en otro documento salvo que el mismo título o un mandato legal establezca otra cosa.
Otra clasificación de los títulos valores clasifica a los títulos valores en títulos valores causales y títulos valores abstractos. Son considerados títulos valores causales en los cuales consta la causa del título valor y son considerados títulos valores abstractos en los cuales no consta la causa del título valor. En tal sentido son considerados títulos valores abstractos los cheques y las letras de cambio y son considerados títulos valores causales las acciones de las sociedades cuyo capital se encuentra dividido en acciones.

 Sin embargo, es necesario precisar que existen otras clasificaciones de los títulos valores.

La nueva ley de títulos valores tiene como característica que reúne todos los títulos valores regulados en el  derecho peruano, mientras que la anterior ley de títulos valores que fue la primera ley que reguló dicha materia sólo regulaba algunos títulos valores. En tal sentido la anterior ley de títulos valores sólo regulaba los siguientes títulos valores: letra de cambio, pagaré, vale a la orden y el cheque. Es decir, existen muchos títulos valores que son regulados por la nueva ley de títulos valores que no eran regulados por la anterior ley de títulos valores.

La carta fianza para algunos autores existe duda si es una carta fianza, por lo cual es necesario precisar que la misma no es un título valor, sino que su naturaleza jurídica es una garantía, la cual la estudiamos al momento de estudiar las garantías, y es utilizada en el derecho administrativo y en aduanero.

Los títulos valores reducen los costos de transacción, por que cuando se utilizan títulos valores en muchos casos ya no se celebra contratos o se constituyen garantías. Por lo cual que sólo en algunos supuestos los títulos valores son considerados como garantías. En tal sentido no en todos los supuestos los títulos valores son considerados como garantías.

En tal sentido si queremos constituir una garantía para garantizar el cumplimiento de un contrato de compra venta es mas fácil girar un título valor que celebrar un contrato de fianza.

Es decir, los títulos valores reducen el margen de la negociación en los contratos.

Existen diversas clasificaciones de los contratos, una de las cuales clasifica a los contratos en contratos con negociación y contratos sin negociación.

Los títulos valores agilizan el tráfico comercial  y el giro de la economía, en tal sentido no se concibe al tráfico económico sin la existencia de los títulos valores, sin  embargo los títulos valores no existieron siempre como los conocemos ahora, sino que son el producto de reelaboraciones del derecho cartular, el cual ya hace mucho que merece un  estudio aparte del derecho comercial, es decir, cartular ya hace mucho que es considerada como una disciplina autónoma, dentro del derecho comercial, dentro del derecho privado y dentro de empresarial.

En los antecedentes de los títulos valores se advierte que el derecho civil resultó insuficiente para regular la actividad comercial, por lo cual apareció como creación humana los títulos valores.

El Warrant es un título valor regulado por la nueva ley de títulos valores, que no se encontraba regulado por la anterior ley de títulos valores. Sin embargo, es necesario precisar que el warrant también es una garantía ya que un derecho real de prenda sobre un almacén general de depósito.

No todos los títulos valores están sujetos al protesto, en tal sentido el artículo 84 de la nueva ley de títulos valores establece que las acciones, obligaciones y demás valores mobiliarios a los que se refiere la mencionada ley no están sujetos a protesto ni a formalidad sustitutoria. Establece además que para ejercitar las acciones cambiarias derivadas de ellos, es suficiente que se haya vencido el plazo o resulte exigible la obligación, según el texto del título o constancia de registro.

El artículo 52 de la ley de títulos valores establece que salvo disposición expresa distinta de la ley, en los últimos valores sujetos a protesto podrá incluirse la cláusula sin protesto u otra equivalente en el acto de su emisión o aceptación, lo que libera al tenedor de dicha formalidad para ejercitar las acciones derivadas del título valor, de acuerdo y con los efectos señalados en el artículo 81.

El primer párrafo del artículo 81 de la ley de títulos valores establece que tratándose de títulos valores sujetos a protesto, es válida la cláusula sin protesto u otra equivalente que se incluya en el título valor conforme al artículo 52 que libere al tenedor de la obligación de protestar el documento. En estos casos, la acción cambiaria se ejercitará por el solo mérito de haber vencido el plazo señalado en el título valor.

Derecho Contractual
El Código Civil Peruano de 1984 define en su artículo 140 el acto jurídico como la manifestación de voluntad destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas.

El mismo Código en el artículo 1351 define el contrato como el acuerdo de dos o mas partes para crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídico patrimonial.

Es decir, el contrato es el acto jurídico plurilateral, en tal sentido el acto jurídico es el género y el contrato la especie.

Las normas de validez de los contratos son las establecidas en el Código Civil en las normas del acto  jurídico.

Si comparamos el acto jurídico y los contratos llegamos a la conclusión que contratos es mas complejo de ser estudiado que acto jurídico, sin embargo, aquella área del derecho civil también ha merecido estudios por parte de los tratadistas.

El Código Civil Peruano de 1984(
) dedica un libro a los contratos al cual denomina fuentes de las obligaciones, a diferencia del Código Civil Peruano de 1936(
) que no dedicaba un libro a los contratos sino dos secciones dentro del libro de las obligaciones. Estas dos secciones eran las siguientes: de los contratos y de los diversos contratos.

En nuestro medio no existen trabajos de investigación sobre todo el derecho contractual, sino que existen trabajos sobre partes de él, por lo cual se justifica investigar sobre este tema el cual aparentemente se encuentra integrado por las siguientes áreas del derecho:

1) Derecho contractual que forma parte del Código Civil.

2) Contratos Empresariales Modernos.

3) Contratos Administrativos.

Sin embargo, el derecho contractual también abarca a los contratos de compra venta internacional, la compra venta de empresas, los contratos asociativos, los contratos bancarios, los contratos laborales, el contrato de emisión (artículo 88 de la ley del  mercado de valores), los contratos ley, los convenios de estabilidad jurídica y los contratos informáticos.

Para otros autores el derecho contractual se clasifica en contratos civiles, contratos comerciales, contratos bancarios y contratos informáticos. Es decir, dejan de lado el estudio de algunos contratos.

En tal sentido podemos afirmar que el estudio de los contratos no se limita al estudio del libro fuentes de las obligaciones del Código Civil Peruano del Código Civil.

Es decir, son áreas de conocimiento del derecho contractual el derecho civil, contratos empresariales modernos, administrativo, societario, laboral, bancario, seguros, comercio electrónico, derecho informático, derecho constitucional, derecho bursátil, la compra venta de empresas.

Dentro de los contratos informáticos se encuentran ubicados los contratos de compraventa de equipos y software y de arrendamiento de equipos de computación y software, contrato de licencia de uso de software, contrato de servicio técnico de equipos de computación, contrato de creación de software por encargo, contrato de licencia de uso de una programa hecho en un gestor de base de datos.

Debido a la importancia de la compra venta de empresas, de los contratos empresariales modernos y el contrato de trabajo, desarrollamos como temas aparte dichos temas.

El derecho contractual es la rama del derecho que regula y estudia los contratos.

Sin embargo, somos del criterio que contractual  no es una rama del derecho privado por que administrativo no es  una rama del derecho privado sino es una rama del derecho público. En tal sentido contractual se ubica en el derecho privado, en el derecho público y también en el derecho social, por que laboral se ubica en el derecho social, civil se ubica en derecho privado y administrativo se ubica en derecho público.

Es necesario precisar que el derecho contractual debe ser legislado tomando en cuenta no sólo criterios legales, sino también criterios económicos.

Quizá con el tiempo se comprenda que todo el derecho contractual merece una legislación especial, dejando constancia que a criterio de algunos autores los contratos modernos no deben ser legislados. En tal sentido con el  tiempo quizá se producirá otra descodificación del Código Civil Peruano de 1984, reduciéndose de esta manera más el derecho civil. Es decir, desde cierto enfoque se necesita una legislación especial, por lo cual se descodifique las normas de contratos del Código Civil Peruano de 1984.

Es mejor redactar bien un documento que contiene un contrato antes que iniciar un proceso judicial por que se elevan mucho los costos de transacción.

El redactar bien los contratos reduce los costos de transacción, por lo cual al redactar los documentos que contienen los contratos es necesario aplicar el análisis económico del derecho.

Es necesario distinguir el acto jurídico con el documento que sirve para probarlo. El artículo 225 del Código Civil Peruano de 1984 establece que no debe confundirse el acto con el documento que sirve para probarlo. Además en el mismo artículo se establece que puede subsistir el acto aunque el documento se declare nulo. El Código Procesal Civil Peruano de 1993 establece que documento es todo escrito u objeto que sirve para acreditar un  hecho. El mismo Código establece en el artículo 237 que son distintos el documento y su contenido. Además se establece que puede subsistir éste aunque el primero sea declarado nulo.

Por ejemplo puede subsistir un contrato de suministro aunque la escritura pública que contiene dicho contrato se declare nula por no cumplir con las disposiciones de la ley del notariado.

Otro ejemplo es cuando aplicando la ley del notariado se declara nula la escritura pública que contiene un contrato de arrendamiento financiero, subsiste el contrato de arrendamiento financiero aunque el documento se declare nulo.

Para algunos autores la hipoteca y la prenda son contratos, por lo cual es necesario precisar que la hipoteca y la prenda en el Estado Peruano no son contratos sino son derechos reales accesorios o derechos reales de garantía. Dejando constancia que los derechos reales son de dos clases: derechos reales principales y derechos reales accesorios. En cada estado el derecho establece determinados derechos reales. En tal sentido en el derecho positivo peruano son derechos reales principales la posesión y la propiedad entre otros derechos reales y son derechos reales accesorios la  hipoteca, la prenda, el derecho de retención y el anticresis.

Por lo cual el estudio de los derechos reales de garantía se efectuará  al estudiar las garantías en el presente trabajo de investigación.

El gran problema es cuando se desea cuestionar un derecho real de garantía, por que no son contratos, sino derechos reales accesorios. Y de los derechos no se demanda la ineficacia. En tal sentido es necesario precisar que para d icho efecto pueden ser considerados como contratos y en el Código Civil Español se considera a la hipoteca como un contrato.

Otro tema dentro de los contratos es distinguir entre nulidad, anulabilidad, resolución y rescisión. La nulidad y anulabilidad son supuestos de ineficacia estructural y la resolución y rescisión son supuestos de ineficacia funcional. Las causales de nulidad son las establecidas en el artículo 219 del Código Civil Peruano de 1984, las causales de anulabilidad son las establecidas en el artículo 221 del mismo Código y son causales de rescisión la venta de lo ajeno, la lesión y el supuesto de la venta sobre medida. Mientras que son causales de resolución el incumplimiento del contrato generalmente.

Las causales de rescisión del contrato en el Código Civil Peruano de 1984 son tres y son las siguientes:

1) Rescisión por lesión. El Código Civil Peruano de 1984 establece en el artículo 1447 que la acción rescisoria por lesión sólo puede ejercitarse cuando la desproporción entre las prestaciones al momento de celebrarse el contrato es mayor de las dos quintas partes y siempre que tal desproporción resulte del aprovechamiento por uno de los contratantes de la necesidad apremiante del otro.

2) Rescisión por venta de lo ajeno. El artículo 1539 del Código Civil Peruano de 1984 establece que la venta de bien ajeno es rescindible a solicitud del comprador, salvo que hubiese sabido que no pertenecía al vendedor o cuando éste adquiera el bien, antes de la citación con la demanda.

3) Rescisión en la venta sobre medida.- El artículo 1575  del Código Civil Peruano de 1984 establece que si el exceso o falta en la extensión o cabida del bien vendido es mayor que un décimo de la indicada en el contrato, el comprador puede optar por su rescisión.

La nulidad y anulabilidad son supuestos en los cuales se atenta contra la validez del contrato, mientras que la rescición y resolución implican un contrato válidamente celebrado.

El artículo 1370 del Código Civil Peruano de 1984 establece que  la rescisión deja sin efecto un contrato por causal existente al momento de celebrarlo.

El artículo 1371 del mismo Código establece que la resolución deja sin efecto un contrato válido por causal sobreviniente a su celebración.

La jurisprudencia ha llegado a establecer que plantear la rescisión del contrato equivale a reconocer la validez del mismo, por lo que no se puede a la vez pedir la nulidad de aquél.

La rescisión y la resolución son causas específicas de ineficacia contractual, mientras que la nulidad y la anulabilidad son causas de ineficacia general del acto jurídico. Es decir, la rescisión y la resolución sólo son de aplicación a los contratos mientras que la nulidad  y anulabilidad son de aplicación a todos los actos jurídicos, que pueden ser actos jurídicos que son contratos como la compra venta o el mandato o actos jurídicos que no son contratos como la representación en el acto jurídico.

En tal sentido los poderes no se pueden resolver ni rescindir, sino que sólo son nulos o se pueden anular. Mientras que existen otros actos jurídicos que tienen causales específicas de nulidad como los testamentos conforme al artículo 808 y siguientes del Código Civil Peruano de 1984.  

Por lo cual los actos jurídicos que no son contratos no pueden rescindirse ni resolverse, en tal sentido un testamento no puede rescindirse ni resolverse.

Otro ejemplo en el cual es vital importancia el derecho contractual es el caso de los contratos administrativos a través de licitaciones y otras modalidades los cuales son de especial importancia, por que los agentes económicos al momento de invertir es necesario tener en cuenta las normas pertinentes del derecho administrativo contenidas en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Nuevo Reglamento.

Al celebrar los contratos es conveniente tener en cuenta que el incumplimiento o el cumplimiento parcial puede dar lugar a un proceso judicial, por lo cual es conveniente que en los contratos se pacte el arbitraje del cual nos ocupamos mas adelante. Es decir, el arbitraje puede pactarse antes que surja el problema pero también puede pactarse recién cuando surge el problema.

Los contratos regulados en el Código Civil Peruano de 1984 son los siguientes:

a. Contrato de compra venta.

b. Contrato de permuta.

c. Contrato de suministro.

d. Contrato de donación.

e. Contrato de mutuo.

f. Contrato de arrendamiento.

g. Contrato de Hospedaje.

h. Contrato de Comodato.

i. Contrato de prestación de servicios.

i. Contrato de locación de servicios.

ii. Contrato de obra.

iii. Contrato de mandato

iv. Contrato de depósito.

v. Contrato de secuestro.

j. Contrato de fianza.

k. Contrato de renta vitalicia.

l. Contrato de juego y apuesta

Es decir, el Código Civil Peruano de 1984 contiene normas especiales sobre estos contratos.

Conforme al artículo 1353 del Código Civil Peruano de 1984 todos los contratos de derecho privado, inclusive los innominados, quedan sometidos  a las reglas generales contenidas en la sección primera del libro fuentes de las obligaciones, salvo en cuanto resulten incompatibles con las reglas particulares de cada contrato.

El artículo 2112 del mismo Código establece que los contratos de compraventa, permuta, mutuo, depósito y fianza de naturaleza mercantil, se rigen por las disposiciones Código Civil y se establece que quedan derogados los artículos 297 a 314, 320 a 341 y 430 a 433 del Código de Comercio.

Es decir, esta norma elimina la distinción de los contratos mencionados considerados comerciales y considerados civiles. En tal sentido todos estos contratos se rigen por las disposiciones del Código Civil Peruano de 1984.

El Código de Comercio Peruano de 1902 tiene pocos artículos vigentes, por lo cual se puede afirmar que el Código en mención es casi un código abrogado, ya que muchas de sus normas han sido derogadas por leyes especiales como la ley de sociedades mercantiles (materia que es regulaba en la actualidad por la ley general de sociedades), ley de títulos valores (que regula el derecho cartular), ley general del sistema concursal (que regula el derecho concursal), entre otras normas de derecho empresarial. Es decir, el Código de Comercio Peruano de 1902 ha sufrido varias descodificaciones o dicho de otro modo ha pasado por  un proceso de descodificación..

El Código Procesal Civil Peruano de 1993 y el Código Civil Peruano de 1984 han sufrido descodificaciones. El primero de los Códigos mencionados regulaba además el arbitraje (antes de entrar en vigencia) que no es regulado por la normatividad procesal actual. El segundo de los Códigos regulaba la cláusula compromisoria y el compromiso arbitral. El Código Civil Peruano de 1936 regulaba además las sociedades civiles y el contrato de edición, materias que ya no son reguladas por el Código Civil Peruano de 1984. Es decir, el derecho civil se ha reducido en el derecho peruano.

Dentro del derecho contractual también es necesario estudiar los contratos internacionales y en especial la compra venta internacional. Este contrato citado ha merecido especial atención por parte de los autores.

Derecho Comercial
El derecho comercial o mercantil forma parte del derecho empresarial y del derecho corporativo, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.

En el derecho romano no existió el derecho comercial, sino que el mismo recién apareció en la Edad Media. Sin embago, desde su aparición ha madurado hasta ser como lo conocemos ahora. Pero el derecho empresarial aparece en la edad contemporánea lo cual se acredita con las maestrías que son organizadas para el estudio del mismo.

Jorge Avendaño precisó que hubo reuniones conjuntas entre la Comisión del Código Civil y la Comisión del Código de Comercio y lo que se ha acordado es que no va a haber nuevo Código de Comercio,  y va a haber Ley de la Empresa.

Estas reuniones de las dos comisiones ocurren por que en el derecho peruano se habla de unificar el derecho mercantil con el derecho civil. Dicha unificación ha ocurrido en el derecho italiano, lo cual se puede apreciar estudiando el Código Civil Italiano de 1942 conocido como Código de Derecho Privado, el cual ha influido en el Código Civil Peruano de 1984. Pero la unificación de estas dos ramas del derecho privado no ocurrió en el Código Civil Peruano de 1984, sino sólo dos artículos es necesario estudiar que fue sólo una unificación parcial, lo cual se aprecia si estudiamos los artículos 2112 y 1353 de este último Código citado.

Es decir, se precisa que la descodificación o descodificaciones del Código de Comercio Peruano de 1902 a leyes especiales van a quedar así y no se va a aplicar la recodificación. Dejando constancia  que para algunos autores  luego de la codificación viene la descodificación y después la recodificación, que es un proceso por el cual las ramas del derecho que dejaron de ser regulados por un Código y que pasaron a ser regulados por otras normas como leyes especiales vuelven a ser reguladas por el mismo Código. Por ejemplo si existiría en el Estado Peruano un nuevo Código de Comercio y en este se reuniría todo el Código de Comercio y las leyes especiales en materia de banca, concursal, bursátil, societario y cartular, se daría el proceso legislativo denominado recodificación. En nuestro medio las descodificaciones en el derecho mercantil o comercial ha permitido un  mayor desarrollo del derecho comercial como en el derecho societario, carturlar, concursal, entre otras ramas del mismo. En otros Estados se ha advertido que el Código de Comercio se mantiene intacto o casi intacto (dentro del derecho privado en el derecho peruano el Código Civil  Peruano de 1984 se mantiene casi intacto, pero muchos juristas pareciera que se oponen a que en el mismo se aplique la descodificación, por que para ellos no facilita su estudio y aplicación, por lo cual debemos precisar que la descodificación aumenta los costos de transacción por que aumenta los costos de información). Es decir, la descodificación es un proceso que no ha ocurrido en todos los Códigos de Comercio de todos los Estados. Sin embargo, debemos dejar constancia que si optamos por la codificación, consolidación, descodificación o recodificación son técnicas que se eligen dentro de la técnica legislativa (la técnica legislativa es poco estudiada y conocida en el Estado Peruano) y no es un tema de fondo de las normas comentadas. Sin embargo debemos precisar que en nuestro medio no se aplica la consolidación. La cual si se aplicaba en el derecho romano, lo cual se aprecia en los Códigos Romanos como el Código de Justiniano o mejor dicho los Códigos de Justiniano, ya que fueron dos Códigos de Justiniano (también del derecho romano es necesario tener en cuenta el Código de Papiriano, Código Hermogeniano, Código Gregoriano de 330 y Código Teodosiano de 438) que son los mejores Códigos romanos y mas parte del derecho mas conocida de dicho derecho, podemos afirmar que dentro de las consolidaciones es el Código mas elaborado en relación a los otros. Debemos aclarar que son pocos los que en nuestro medio conocen la diferencia entre la codificación y la consolidación. En un trabajo anterior del mismo autor  del presente se estudio la misma, por lo cual dicho trabajo puede ser consultado por los lectores, en dicho trabajo se precisa lo siguiente:

La consolidación no es igual que la codificación, ya que la consolidación es la agrupación (ordenación) de la legislación existente de determinada rama del derecho, sin modificar su contenido, es decir, es un proceso mas sencillo que la codificación, ya que en la codificación si se modifica la legislación existente, pudiendo suprimirse e introducir nuevas instituciones al derecho, así como también introducirse nuevos principios jurídicos a la legislación.

En algunos supuestos la codificación origina una previa consolidación de la legislación que corresponde a la rama de derecho estudiada, lo que ocurre generalmente cuando dicha rama del derecho no se encuentra codificada aún.

Debemos agregar que la codificación iniciada con el Código Civil Francés de 1804 fue la codificación especial conocida como  codificación moderna, la cual tiene aplicación hasta nuestros días.

Los Códigos modernos tienen ventajas que no tienen otros cuerpos normativos, por lo cual debemos precisar que en el derecho inglés los Códigos son distintos a los nuestros.

El Código de Comercio Peruano tiene mas de cien años y tiene muchas modificaciones, por lo cual podemos afirmar que dicho cuerpo normativo no ha resistido al tiempo, sin embargo, otras normas como el Código Civil Francés de 1804, conocido como Código Napoleón se mantiene vigente con pocas modificaciones.

En el reciente libro titulado Temas Actuales de derecho comercial editado por la editorial normas legales se desarrollan lo siguientes temas: Sociedades Mercantiles (se ubica dentro de societario), Contratación Mercantil (se ubica dentro de Derecho Contractual), Derecho de la competencia, Protección de los consumidores y  usuarios, Arbitraje y Tributación Internacional (se ubica dentro de derecho tributario), Comercio Electrónico (se ubica dentro de derecho contractual), Derecho marítimo, Aeronáutico y del Seguro y Derecho Internacional Económico. 

Para tener una idea mas clara del derecho comercial citaremos definiciones de diferentes autores tanto nacionales como extranjeros. No habiendo tenido a la vista ninguna definición en la cual se enumere todas las ramas del derecho que abarca el mismo, como son societario, cartular o cambiario, concursal, bursátil, bancario, principalmente. Estas son las ramas mas conocidas del derecho comercial pero no son las únicas que conforman el mismo.

 Para Guillermo Cabanellas el derecho comercial versa sobre los principios  doctrinales, legislación y usos que reglan  las relaciones jurídicas patrimoniales  que surgen de los actos y contratos  de cambio, realizados con ánimo de lucro por las personas que del comercio hacen su profesión.


El mismo autor precisa que el derecho comercial comprende lo relativo  a los comerciantes individuales, compañías o sociedades lucrativas, las actividades bancarias y bursátiles, la contratación peculiar (documental y simplificada) de los negocios mercantiles, los títulos valores y otros efectos del comercio, lo relacionado con el derecho marítimo y lo concerniente  a la suspensión de pagos o quiebras.

Conforme al Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española el derecho mercantil es el que especialmente regula las relaciones que conciernen a las personas, los lugares, los contratos y los actos del comercio terrestre y marítimo.

Para Juan Ramirez Gronda el derecho comercial es la parte del derecho privado que regula las relaciones de los particulares relativos al ejercicio de la actividad comercial o resultantes de la realización de actos de comercio.

En el Vocabulario Jurídico realizado bajo la dirección de Henri Capitant se determinó que el derecho comercial es la rama del derecho privado que rige las relaciones entre particulares, relativas el ejercicio de la profesión comercial o que resultan del cumplimiento de actos de comercio.

Para Navarrini el derecho comercial es aquella parte del derecho privado que regula las relaciones materiales y procesales derivadas de actos o desenvolviéndose de institutos particulares que el legislador considera comerciales; la actividad jurídica y la capacidad de los comerciantes y de sus auxiliares.

Para Valeri el derecho comercial es aquella rama del derecho privado que resulta del conjunto de normas reguladoras de las relaciones privadas consideradas comerciales por el legislador quien delimita la materia mercantil.

Para Roberto Mantilla Molina el derecho comercial es el sistema de normas jurídicas que determinan su campo de aplicación mediante la calificación de mercantiles dada a ciertos actos, y regulan estos y la profesión de quienes se dedican a celebrarlos.

Para Luis Guillermo Diaz Valverde el derecho comercial es la rama del derecho privado que regula las relaciones derivadas del ejercicio del comercio.

El derecho comercial es autónomo por que tiene sus propias normas entre las cuales podemos citar el Código de Comercio de 1902, la Ley General de Sociedades contenida en la Ley 26887, la Ley de Títulos Valores contenida en la Ley 27287, entre otras, y también goza de autonomía por que existen cátedras dedicadas al estudio del derecho comercial.

Para Daniel Echaiz Moreno dentro del derecho comercial han surgido una gama de especialidades de tal forma que en la actualidad forman parte del derecho comercial: el derecho aeronáutico, bancario, bursátil, cambiario, de la competencia, de seguros, de telecomunicaciones, del consumidor, marcario, marítimo y societario entre otras ramas del derecho. Por lo cual es necesario tener en cuenta lo precisado por Joaquín Garrigues en el sentido que el derecho mercantil ya no es un derecho del comercio, sino un montón de las mas heterogéneas materias.

Para Teresa de Jesús Seijas Rengifo el nuevo derecho mercantil tiene como contenido el conjunto de normas e instituciones derivados de tres elementos empresario, empresa y actividad económica. Esta definición parece ser una definición de derecho empresarial.

Para Walter Andía Valencia el derecho comercial es el conjunto orgánico de normas jurídicas que constituyen una rama autónoma de la ciencia jurídica, cuyo origen proviene de los usos y costumbres comerciales, que regulan las relaciones intersubjetivas derivadas del comercio o anexas a él.

Para Sydney Alex Bravo Melgar el derecho comercial es la parte del derecho privado que regula las relaciones de los particulares, relativos al ejercicio de la actividad comercial o resultante de la realización de actos de comercio.Ante el surgimiento del derecho empresarial, algunos autores son del criterio que el derecho comercial ha incrementado su campo de estudio. Con lo cual no estamos de acuerdo por que el derecho empresarial es una nueva disciplina que abarca al derecho comercial y a otras ramas del derecho, es decir, que el surgimiento del derecho empresarial no implica que el derecho comercial haya incrementado su campo de estudio. Sin embargo, es necesario dejar constancia que algunos autores definen el derecho comercial como si se tratara del derecho empresarial.

Si comparamos el derecho comercial y el derecho empresarial podemos determinar que el derecho comercial tiene antecedentes mas remotos y existen mas autores dedicados al estudio del derecho comercial que autores dedicados al estudio del derecho empresarial. También es necesario precisar que el derecho empresarial es un área del derecho más amplia que el derecho comercial(
).

Es necesario dejar constancia que la legislación principal del derecho comercial peruano se encontraba agrupada en una sola norma cuando estaba vigente en su totalidad el Código de Comercio Peruano de 1902, pero esto ya no ocurre por que la legislación ha evolucionado y ahora la legislación se encuentra dispersa (lo que no quiere decir que la legislación dispersa siempre es mas evolucionada), y en dicho tiempo no se estudiaba ramas del derecho comercial, sino que se estudiaba el derecho comercial como una sola rama del derecho conforme se aprecia en la bibliografía nacional y bibliografía extranjera. Lo que no quiere decir que la legislación que más evoluciona es el derecho no codificado y que el derecho codificado no ha evolucionado, por que en el caso peruano en el derecho privado(
)(
) el derecho civil que es un derecho codificado el derecho si ha evolucionado(
).

En lo que se refiere al Código de Comercio Peruano de 1902 (que es el segundo Código de Comercio Peruano) es necesario precisar que para su elaboración se tomó como fuente el Código de Comercio Español, y para la elaboración del primer Código de Comercio Peruano se tomó como fuente el primer Código de Comercio Español(
)(
).

12.1. RELACIONES DEL DERECHO COMERCIAL

El derecho comercial es una rama del derecho privado que tiene sus propias normas, sin embargo, en su aplicación se relaciona con otras ramas del derecho conforme se detalla a continuación.

12.1.1. CON EL DERECHO PROCESAL CIVIL

El derecho comercial se relaciona con el derecho procesal civil por que es necesario tener en cuenta el Código Procesal Civil y la Ley Orgánica del Poder Judicial para la tramitación de los procesos establecidos en la Ley General de Sociedades, la Ley de Títulos Valores, Ley del Mercado de Valores entres otras normas de derecho comercial.

12.1.2. CON EL DERECHO REGISTRAL

El derecho comercial se relaciona con el derecho registral por que es necesario tener en cuenta el Reglamento del Registro de Sociedades del 2001 para la inscripción de las Sociedades y para la inscripción de los aportes a favor de la sociedades. Lo mismo ocurre cuando se solicita la inscripción de las Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada. También es necesario tener en cuenta las normas registrales para la inscripción de las garantias reales inscribibles que garanticen la emisión de obligaciones.

12.1.3. CON EL DERECHO NOTARIAL

El derecho comercial se relaciona con el derecho notarial por que para la constitución por escritura pública de Sociedades o Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada es necesario tener en cuenta la Ley del Notariado. También es necesario tener en cuenta la Ley del Notariado para la tramitación de los protestos de los títulos valores sujetos a protesto, conforme a los artículos 75 al 77 de la Ley del Notariado.

12.1.4. CON EL DERECHO CIVIL

El derecho comercial se relaciona con el derecho civil por que algunas disposiciones del Código Civil son necesarias para el derecho comercial. Por ejemplo el artículo I del Título Preliminar es aplicables al derecho comercial en el cual se regula las reglas para la derogación de las normas. El Código Civil también es necesario tener en cuenta para los efectos del pago en los contratos que celebre la sociedad, empresa individual de responsabilidad limitada o comerciante y lo mismo ocurre para tener en cuenta los efectos de los aportes. El Código Civil también es necesario tener en cuenta para la celebración de contratos regulados por el Código Civil y para la constitución de derechos reales por la sociedad, empresa individual de responsabilidad limitada o persona natural o derechos reales constituidos a favor de la sociedad, empresa individual o persona natural.

12.1.5. CON EL DERECHO PENAL

El derecho comercial se relaciona con el derecho penal por que algunas disposiciones del Código Penal son de especial importancia para el derecho comercial como las normas que preveen y sancionan el libramiento indebido de cheques y otros delitos. 
12.1.6. CON EL DERECHO PROCESAL PENAL

El derecho comercial se relaciona con el derecho procesal penal por que para la tramitación de los procesos de libramientos indebidos de cheques y otros procesos penales es necesario tener en cuenta el Código de Procedimientos Penales y los artículos vigentes del Código Procesal Penal.

12.1.7. CON EL DERECHO LABORAL

El derecho comercial se relaciona con el derecho laboral por que para el derecho comercial son necesarias las disposiciones del derecho laboral para determinar el régimen laboral y los beneficios sociales de los trabajadores de las sociedades, empresas individuales de responsabilidad limitada o de personas naturales.

12.1.8. CON EL DERECHO TRIBUTARIO

El derecho comercial se relaciona con el derecho tributario por que las normas del derecho tributario son necesarias para solicitar la inscripción en el Registro Unico de Contribuyentes y para determinar en que categoría de impuesto a la renta se ubican a cada sociedad, cada empresa individual de responsabilidad limitada y cada comerciante individual. También es necesario tener en cuenta las normas tributarias para determinar el monto a pagar por cada tributo a que se encuentre afecta la sociedad, la empresa individual de responsabilidad limitada o comerciante  individual que actúe como deudor tributario.

12.1.9. CON EL DERECHO CONSTITUCIONAL
El derecho comercial se relaciona con el derecho constitucional por que el artículo 71 establece que en cuanto a la propiedad, los extranjeros, sean personas naturales o jurídicas, están en la misma condición que los peruanos, sin que, en caso alguno, puedan invocar excepción ni protección diplomática. En el segundo párrafo del mismo artículo se establece que dentro de los cincuenta kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden adquirir ni poseer, por título alguno, minas, tierras, bosques, aguas, combustibles ni fuentes de energía, directa ni indirectamente, individualmente ni en sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Estado, el derecho así adquirido. Se exceptúa el caso de necesidad pública expresamente declarada por decreto supremo aprobado por el Consejo de Ministros conforme a ley.

Derecho Societario
Otra rama dentro del derecho empresarial y derecho corporativo es el derecho societario, el cual también forma parte del derecho comercial o mercantil. Por lo cual a continuación desarrollaremos al derecho societario.

En lo que respecta a las sociedades es necesario precisar que en algún momento la Ley General de Sociedades no regulaba las sociedades civiles, ya que éstas sociedades eran reguladas por el Código Civil Peruano de 1936(
), sin embargo, esto ya no ocurre por lo que todas las sociedades son reguladas por la Ley General de Sociedades. Es decir, al haber sido derogado el Código Civil Peruano de 1936, en lo relativo a las sociedades civiles lo que ha ocurrido ha sido una descodificación(
) (
) del Código en mención, el cual se encuentra abrogado(
). 

Otro tema de especial importancia es el caso de las fusiones(
) y de las escisiones(
)(
) sobre todo el caso de las escisiones por que tiene especial importancia dentro del derecho societario y dentro derecho tributario, es decir, puede incentivarse la inversión privada ya que la empresa desdoblada en bloques patrimoniales puede merecer un tratamiento legal con mayores beneficios para los agentes económicos. En este caso se puede apreciar como el derecho societario es de vital importancia estudiarlo junto con el derecho tributario. Este ejemplo es de vital importancia para poder comprender que el derecho empresarial favorece la inversión privada por parte de los agentes económicos y que el derecho no puede aplicarse en sus diferentes ramas por separado. La anterior Ley General de Sociedades no regulaba la escisión de sociedades, por lo que la escisión sólo se encontraba regulada en la legislación tributaria y en la legislación registral, es decir, en el derecho peruano el derecho tributario se encontraba mas desarrollado que el derecho societario en materia de escisiones, sin embargo, es necesario dejar constancia que con dicha ley se llevaron a cabo escisiones en el Estado Peruano. La nueva Ley General de Sociedades regula la escisión de sociedades que se aplica supletoriamente a la Empresa Individual de Responsabilidad Limitada en lo referido a la escisión. Es decir, es posible inscribir en el Registro una escisión de una Empresa Individual de Responsabilidad Limitada(
).
Otro tema que merece especial importancia es que dentro del derecho societario es necesario tener en cuenta que las sociedades que más se han constituido y se constituyen son las sociedades anónimas y las sociedades comerciales de responsabilidad limitada. Dejando constancia que los tipos societarios consagrados en el derecho positivo del Estado Peruano son la sociedad anónima(
), la sociedad comercial de responsabilidad limitada(
), la sociedad civil(
) (ordinaria y de responsabilidad limitada), la sociedad en comandita(
) (simple(
) y por acciones(
)), y la sociedad colectiva(
). La nueva ley general de sociedades regula las sociedades, el contrato de consorcio y la asociación en participación, a diferencia de la anterior y primera ley general de sociedades en la cual sólo se regulaba las sociedades y la asociación en participación. Además aunque no forma parte del derecho societario es necesario tener en cuenta que en el Estado Peruano se constituyen empresas individuales de responsabilidad limitada(
) con bastante frecuencia en cuyo caso la norma que se aplica no es la Ley General de Sociedades sino es el Decreto Ley 21621. 

Sobre la sociedad anónima abierta no existe impedimento para constituirla con poco capital, pero en la práctica se constituye dicho tipos societario con grandes capitales, conforme se advierte en las inscripciones del Registro de Sociedades.

APUNTES DERECHO SOCIETARIO

Precisa Alfredo Ferrero Diez Canseco que para la elaborción de la nueva ley general de sociedades peruana de 1997 se revisó diversas legislaciones tales como la francesa, española, chilena y mexicana.

Asi; en Chile existe ley de sociedades anónimas que es de 1981, en España, la Ley de Sociedades Anónimas de 1990, en Francia, la Ley de Sociedades Anónimas de 1992, en España, la Ley de Sociedad de Responsabilidad Limitada de 1995, es decir, si efectuamos un estudio comparativo podemos determinar que en el derecho societario de otros Estados existen leyes especiales para algunos tipos o formas societarias.

En el derecho societario peruano no existen normas especiales para cada tipo societario, sino que todas las sociedades se encuentran reguladas por la ley general de sociedades, por lo cual es necesario precisar que en no todos los Estados existe ley general de sociedades, por ejemplo Inglaterra no cuenta con una ley asi.. Por otro lado, en no todos los Estados existe Código de Comercio; por ejemplo, en Inglaterra no existe Código de Comercio, asi como ningún Código, conforme se determinó en otro trabajo de investigación anterior elaborado por el mismo autor del presente trabajo de investigación. En otros Estados también existe Código de Comercio, como el Código de Comercio de Colombia de 1971, el Código de Comercio de España de 1885, el Código de Comercio Honduras de 1950 y el Código de Comercio de México de 1934, entre otros.

En Inglaterra existe una ley de sociedades colectivas a la cual se conoce en dicho Estado como derecho codificado. Es decir, los Códigos de dicho Estado son distintos a los nuestros y en general son distintos a los Códigos Modernos o Contemporáneos o Especiales de la familia jurídica romano germánica.

Societario es la rama del derecho privado, de comercial y de empresarial que regula los tipos societarios. Esta rama del derecho también regula los siguientes contratos asociativos: el consorcio y la asociación en participación. Dejando constancia que no son los únicos contratos asociativos existentes en el derecho societario. 

Podemos afirmar que societario es la rama del derecho mas importante de empresarial. Dentro de comercial también destaca en importancia societario.

La rama del derecho en mención ha sido estudiada como parte de comercial o mercantil, pero poco como parte de empresarial. Lo cual se advierte en los trabajos de investigación publicados. Societario en nuestro medio sólo en los últimos años ha merecido un estudio separado de otras ramas de comercial o mercantil.

A societario también se le conoce como derecho de sociedades, derecho de las sociedades, derecho de mercaderes o derecho del comercio.

Teniendo en cuenta que en el derecho de todos los Estados societario forma parte de comercial, nos referimos a continuación brevemente a ésta rama del derecho privado la cual es de vital importancia dentro de empresarial.

A comercial se le puede denominar como una rama especial del derecho privado, dejando constancia que civil es la rama común o general del derecho privado, la cual se aplica supletoriamente a las relaciones jurídicas ocurridas en el Estado Peruano. Por lo cual al derecho civil también se le conoce como derecho común. Civil y Comercial son las ramas principales del derecho privado. 

Para Raúl Chanamé Orbe el derecho mercantil es la rama especial del derecho privado, con autonomía científica que regula aquellas instituciones destinadas a facilitar el tráfico económico y reforzar el crédito así como el ordenamiento positivo se plasme en un conjunto de normas que recogen tales instituciones, las que estarán tipificadas por las disposiciones de seguridad y celeridad que este tráfico exige.

Comercial es lo mismo que mercantil, sin embargo, no es la única área del derecho que se el conoce con mas de un nombre, ya que en nuestro medio se le conoce a empresarial como derecho de la empresa y como derecho de los negocios.

En el derecho comercial peruano en un inicio gran parte de la legislación comercial se encontraba agrupada en el Código de Comercio Peruano de 1902 (que es el segundo código de comercio peruano, dejando constancia que ambos Códigos de Comercio Peruanos tomaron como fuente el derecho positivo español, por lo cual cuando se estudia el derecho comercial peruano es necesario tomar en cuenta el derecho comercial español), luego ha ocurrido una descodificación en dicho Código, existiendo actualmente ley de títulos valores, ley general de sociedades, ley general del sistema concursal, ley del mercado de valores y ley de bancos entre otras normas de derecho comercial. No obstante que el Código de Comercio Peruano de 1902 se encuentra vigente. De todas estas ramas del derecho las ramas de comercial que mas han evolucionado mas en los últimos años dentro del mismo han sido concursal y societario. 

Comercial se ubica dentro del derecho privado y se encuentra conformado por las siguientes ramas del derecho: societario, cartular, bursátil, concursal y bancario principalmente. Por lo cual es necesario precisar que concursal no se ubica dentro del derecho privado sino se ubica dentro del derecho público.

Comercial es el antecedente mas cercano a societario, ya que en un inicio se estudiaba a societario sólo como parte de comercial, lo cual se advierte en la bibliografía nacional y extranjera. Recién hace poco en nuestro medio se estudia a societario como una rama autónoma del derecho privado. 

Debido a que comercial abarca varias ramas que son del derecho privado y del derecho público es difícil de ser definido. Sin embargo, existen muchas definiciones de derecho comercial pero pocas de empresarial y menos de societario. En un libro anterior del mismo autor del presente trabajo de investigación sólo se encontró dos definiciones de empresarial y una de las cuales consideraba al derecho empresarial como parte del derecho privado, con cuya definición no estamos de acuerdo. En lo que respecta al derecho societario no se encontró definiciones no obstante que las fuentes de información consultadas fueron nacionales y extranjeras. Es decir, societario no ha merecido definiciones por parte de los tratadistas.

En un inicio comercial ha sido estudiado a nivel de familias jurídicas o sistemas jurídicos en el derecho de los diferentes Estados, pero en la actualidad han sido abandonados esta clase de estudios por que ya no existe en nuestro medio Código de Comercio totalmente vigente, sino que en el derecho peruano existen muchas leyes especiales dentro del derecho comercial, entre las cuales destacan la ley general de sociedades, ley de títulos valores, ley general del sistema concursal, ley del mercado de valores, entre otras normas de comercial. Quedando en el Código de Comercio pocas materias vigentes entre las cuales destaca el derecho de seguros, materia que también es regulada por la ley de bancos.

En nuestro medio societario se encuentra estudiado como parte de empresarial y como parte de comercial.

A partir del Código de Comercio Peruano de 1902 la legislación societaria ha sido la siguiente: primero se encontraban reguladas las sociedades en el Código de Comercio, las sociedades civiles se encontraban reguladas en el Código Civil Peruano de 1936, luego aparece la primera ley general de sociedades y luego la segunda y actualmente vigente ley general de sociedades. Es decir,. En el Estado Peruano sólo han regido dos leyes generales de sociedades, la primera que tuvo un texto único ordenado y la actual que ha tenido pocas modificaciones.

En el derecho positivo de cada Estado se establecen distintos tipos societarios, es decir, en no todos los Estados se encuentran establecidos los mismo tipos o formas societarias, en tal sentido en el derecho positivo peruano se encuentran establecidos los siguientes tipos societarios: la sociedad anónima, la sociedad comercial de responsabilidad limitada, la sociedades civiles, la sociedades en comandita y la sociedad colectiva. De estos tipos o formas societarias. las sociedades que mas se constituyen en el Estado Peruano son la sociedad anónima y la sociedad comercial de responsabilidad limitada. El tipo o forma societaria que mas se ha estudiado y mas se estudia en el Estado Peruano es la sociedad anónima cuyo capital se encuentra dividido en acciones. Con la nueva ley general de sociedades la sociedad anónima es de tres clases: ordinaria, abierta y cerrada. Con la anterior ley general de sociedades la sociedad anónima sólo era de una clase. En algunas oportunidades la sociedad anónima tiene directorio, siendo el único tipo o forma societaria que en algunas oportunidades tiene directorio.

Dentro de societario son de especial importancia el rol que cumplen las sociedades en el desarrollo de los agentes económicos, el capital social y su relación con los aportes efectuados por los socios, los convenios colectivos entre socios y entre estos y terceros, las acciones, los actos jurídicos sobre las acciones, la adquisición por la sociedad de sus propias acciones, la junta general de accionistas, los procesos judiciales derivados de la ley general de sociedades, el directorio, las utilidades, los pagos a cuentas de las utilidades, la modificación del estatuto, el aumento y la reducción de capital, la emisión de obligaciones, reorganizaciones de sociedades (dentro de la reorganización de sociedades adquieren especial importancia la escisión y la fusión de sociedades), disolución, liquidación y extinción de sociedades.

La anterior ley general de sociedades ni el reglamento del registro mercantil regulaban la escisión de sociedades. Siendo esta una novedad de la nueva ley general de sociedades y del reglamento del registro de sociedades del 2001. Antes de la actual ley general de sociedades la escisión de sociedades sólo era regulada por la legislación tributaria, es decir, en la escisión tributario se encontraba mas desarrollado que societario. La escisión no obstante no estar regulada en la anterior ley general de sociedades ocurría en la práctica, lo cual se advierte en las publicaciones que se efectuaban en los principales diarios del Estado Peruano. Otra novedad de la actual ley general de sociedades es la figura del consorcio que no estaba regulado por la anterior ley general sociedades. Resulta una novedad del reglamento del registro de sociedades respecto del reglamento del registro mercantil la regulación de la reserva de denominación o razón social.. Es decir, la nueva ley general de sociedades tiene muchas novedades, las cuales merecen un estudio que rebasa los límites del presente trabajo de investigación.

La palabra socio es una palabra genérica en tanto que son palabras específicas accionista y participacionista, es decir, la palabra socio tiene un alcance mayor que las palabras accionista y participacionista. Las participaciones así como sus actos secundarios corren registradas en el registro de sociedades y las acciones así como sus actos secundarios corren registrados en la matrícula de acciones. La palabra socio no es de aplicación a los integrantes de las asociaciones por que a los integrantes de las asociaciones no se les llama socios sino asociados.

Las sociedades también son estudiadas dentro de otro tema mas amplio que consiste en el estudio de las personas jurídicas. A las personas jurídicas en otros Estados se les conoce como personas morales, místicas o sociales.  A la persona jurídica en la edad media se le conocía como persona ficta. En nuestro medio se les conoce como personas jurídicas. Por lo cual es necesario precisar que no todas las sociedades son personas jurídicas, es decir, existen sociedades que son personas jurídicas y además sociedades que no son personas jurídicas, dejando constancia que las sociedades que si son personas  jurídicas son las que corren registradas en el registro y las sociedades que no son personas jurídicas son las sociedades que no corren registradas en el registro. El artículo 6 de la ley general de sociedades establece que la sociedad adquiere personalidad jurídica desde su inscripción en el registro y la mantiene hasta que se inscribe su extinción. El primer  párrafo del artículo 77 del Código Civil  Peruano de 1984 establece que la existencia de la persona jurídica de derecho privado comienza el día de su inscripción en el registro respectivo, salvo disposición distinta de la ley. Además de las sociedades existen en el derecho peruano otras personas jurídicas que son la asociación, el comité, la fundación, las comunidades campesinas, las cooperativas, la empresa individual de responsabilidad limitada y las personas jurídicas de derecho público entre las cuales destacan las universidades. De estas personas jurídicas la asociación, el comité, la fundación y las comunidades campesinas y nativas (al menos en parte en lo que se refiere a comunidades campesinas y nativas) son reguladas por el Código Civil Peruano de 1984, las cooperativas son reguladas por la ley de cooperativas, la empresa individual de responsabilidad limitada es regulada por la ley de la empresa individual de responsabilidad limitada y las personas jurídicas de derecho público interno son reguladas por cada norma que crea cada persona jurídica de derecho público. Las asociaciones son de diversos tipos entre las cuales destacan la asociación civil y la asociación religiosa. También es necesario tener en cuenta a las ONGS que en nuestro medio se registran como si fuesen asociaciones y en un registro administrativo, sin embargo, no son asociaciones, ni comités, sino que son personas jurídicas diferentes a otras del derecho peruano. 

Luis Diez Picazo y Antonio Gullón definen la persona jurídica como las realidades sociales a las que el Estado  reconoce o atribuye individualidad propia, distinta de sus elementos componentes, sujeto de derechos y deberes y con una capacidad de obrar en el tráfico  por medio de sus órganos o representantes.

Dentro de las personas jurídicas existe un tema estudiado a nivel mundial que es de especial importancia el cual consiste en la doctrina del levantamiento del velo, que quiere decir que la responsabilidad limitada de persona jurídica queda dejada de lado cuando la sociedad o sus socios abusan de la personalidad jurídica en perjuicio de terceros o de otros socios de la misma persona jurídica. La doctrina del levantamiento del velo que consiste en rasgar el velo de la persona jurídica ha sido bastante desarrollada por parte de la jurisprudencia española y también por la doctrina del mismo Estado. El autor que ha desarrollado el tema de la doctrina del levantamiento del velo es el español Ricardo de Angel Yagues que en su libro sobre la doctrina del levantamiento del velo comenta resoluciones que se pronuncian sobre el mismo tema. Dejando constancia que la doctrina del levantamiento del velo sólo puede efectuarse a las sociedades registradas y no a las sociedades no registradas, por que en las sociedades irregulares la responsabilidad ya es ilimitada conforme al artículo 424 de la ley general de sociedades. Rodrigo Uría precisa que la doctrina del levantamiento del velo se desarrolló esencialmente con motivo de un famoso proceso donde un juez español, en el año 1948, en nombre de los acreedores españoles levantó el velo de una persona jurídica de un gran grupo transnacional y declaró la quiebra de todos los socios e incluso ocupó físicamente los activos de las sociedades. Precisa el mismo autor que desde entonces hasta aquí, la teoría del levantamiento del velo se utiliza con gran éxito. Precisa que pueden haber casos excepcionales de abuso de la personalidad jurídica que justifica la aplicación del levantamiento del velo, aunque sea de una manera restrictiva. Aplicar la doctrina del levantamiento es una labor bastante delicada por que se deja de lado la responsabilidad limitada de los socios al aporte efectuado. Es decir, aplicar sin restricciones la doctrina del levantamiento del velo puede ocasionar serios inconvenientes y disminuir la inversión por parte de los agentes económicos. Para poder aplicar la doctrina del levantamiento del velo se tiene que cuestionar la responsabilidad limitada de los socios. En tal sentido resulta cuestionable que a la sociedad colectiva se aplique la doctrina del levantamiento del velo que consiste en rasgar el velo de la persona jurídica, por que en este tipo o forma societaria los socios responden ilimitadamente y no sólo por los aportes. Es decir, la doctrina del levantamiento del velo trae inconvenientes a los socios y a las sociedades, por que pone fin a la responsabilidad limitada al  aporte, es decir, a la responsabilidad que consiste en responder sólo hasta el aporte, en tal sentido es necesario una cuidadosa aplicación de dicha doctrina del derecho, por parte de los operadores jurídicos, para no ocasionar inconvenientes a la inversión privada. La doctrina del levantamiento del velo debe ser estudiada como un supuesto de aplicación excepcional y no como la regla en el derecho. Como tópico de real trascendencia es necesario dejar claramente establecido que la doctrina del levantamiento del velo no es de aplicación sólo a las sociedades, sino es de aplicación a todas las clases de personas jurídicas, entre las cuales citaremos a la asociación y a las cooperativas.

 Las personas jurídicas son de dos clases: personas jurídicas de derecho privado y de derecho público. Las personas jurídicas de derecho público se clasifican en personas jurídicas de derecho público interno y de derecho público externo. Las personas jurídicas de derecho privado se constituyen por la inscripción en el registro y las personas jurídicas de derecho público interno se constituyen por su ley de creación. Las sociedades registradas son personas jurídicas de derecho privado. El segundo párrafo del artículo 76 del Código Civil Peruano de 1984 establece que la persona jurídica de derecho público interno se rige por la ley de su creación

En nuestro medio existen muchas sociedades constituidas como si fueran asociaciones. La sociedades son constituidas para lucrar por parte de los socios, lo que no ocurre con las personas jurídicas reguladas por el Código Civil Peruano de 1984.

Las personas jurídicas forman parte de otro tema mas amplio que es el de los sujetos de derecho que son: el concebido, la persona natural, la persona jurídica y los entes autónomos entre los cuales destacan las sociedades no registradas. Clasificación que no es de válida para todos los Estados, ya que en el derecho extranjero se aprecia que no son los mismo sujetos de derecho.

El término persona jurídica se confunde mucho con la persona colectiva, sin embargo, no son lo mismo por que el estudio de la persona colectiva no comprende el estudio de la empresa individual de responsabilidad limitada. En el derecho de algunos estados la persona colectiva es exactamente lo mismo que la persona jurídica.

En el estudio de societario es necesario tener en cuenta la ley general de sociedades y también parte del derecho registral, que consiste en el estudio del derecho registral mercantil cuyo derecho positivo se encuentra contenido en el reciente Reglamento del Registro de sociedades que fue aprobado con motivo de la nueva ley general de sociedades y que tiene como su antecedente inmediato al Reglamento del Registro Mercantil. Es decir, dentro de societario resulta importante el estudio de registral, y específicamente de registral mercantil. En tal sentido un estudio serio de societario no puede dejar de lado el estudio del reglamento del registro de sociedades que es un reglamento registral especial, al igual que también son reglamentos registrales especiales: el reglamento del registro de testamentos, reglamento de inscripciones, reglamento del registro general de pesquería, reglamento del registro público de contratistas y de contratos petroleros, reglamento de inscripciones del registro predial de pueblos jóvenes y urbanizaciones populares, el reglamento de inscripciones de la sección especial de predios rurales del registro de la propiedad inmueble, el reglamento del registro de propiedad vehicular y el reglamento del registro de predios. Sin embargo, el estudio del derecho registral mercantil no implica el estudio de todo el derecho registral, por que el derecho registral tiene otras ramas del derecho, entre las cuales destaca el derecho inmobiliario. Es decir conocer registral mercantil no implica conocer todo registral, por que éste no se limita al estudio del registro de sociedades.

Societario se relaciona con bursátil cuando la sociedad anónima tiene acciones inscritas en bolsa. Es decir, un estudio serio de societario no puede dejar de lado el estudio de bursátil. Esta rama del derecho comercial no ha sido muy estudiado por parte de los tratadistas, es decir, existe poca bibliografía sobre bursátil. En nuestro medio no existen libros recientes que traten sólo sobre el derecho bursátil. La norma que regula bursátil en el Estado Peruano es la ley del mercado de valores. Dejando constancia que bursátil en nuestro medio casi ha desarrollado sólo como legislación. Empresarial abarca societario, cartular, bursátil, bancario, aduanero, marcario, patentes, concursal, laboral, tributario, garantías, procesal civil, derecho penal de la empresa, derecho constitucional económico, derecho regulador, telecomunicaciones, economía del sector eléctrico, infraestructura y electricidad, transporte y saneamiento, entre otras ramas del derecho. Comercial también forma parte de empresarial, es decir, societario forma parte de empresarial. De estas ramas del derecho las mas estudiadas son societario, cartular, concursal, tributario y laboral.

Otro tema dentro de societario que es de vital importancia es la concentración empresarial que puede ser con pérdida de personalidad jurídica en el caso de la fusión y sin pérdida de personalidad jurídica en el caso del consorcio y la asociación en participación. Las fusiones y las escisiones es necesario que sean estudiadas tomando en cuenta tributario, para maximizar el resultado de los agentes económicos.

La fusión es la figura inversa a la escisión y permite la concentración de grandes capitales, eliminando en algunos supuestos la competencia.

La escisión de sociedades permite la distribución de mercados, menos pago de tributos, entre otras ventajas, dejando constancia que la escisión también permite maximizar las utilidades de la empresa.

No sólo las sociedades pueden ser materia de escisiones y de fusiones, sino también  las empresas individuales de responsabilidad limitada y otras personas jurídicas. Por lo cual pueden ser materia de escisiones las empresas individuales de responsabilidad limitada y las asociaciones. También son de aplicación estos conceptos a los entes autónomos, en tal sentido respecto de los ministerios puede realizarse escisiones. Los entes autónomos de derecho público no han sido estudiado por parte de los tratadistas.

En nuestro medio no se dictan maestrías en societario, siendo estudiada esta rama del derecho empresarial a nivel de post grado en las maestrías de derecho empresarial y en las maestrías en civil y comercial. Societario también se estudia en los programas de especialización en derecho empresarial. En nuestro medio no se dictan maestrías en derecho privado ni tampoco en derecho público.

En nuestro medio tampoco se dictan cursos de especialización en societario, los cuales son de especial importancia dentro del derecho empresarial.

Societario al igual que empresarial es necesario que sea estudiado no sólo por abogados, sino también por contadores, economistas, administradores de empresas, ingenieros industriales e ingenieros económicos.

Es necesario que societario sea estudiado teniendo en cuenta el derecho tributario para poder maximizar los resultados de los agentes económicos.

Societario también debe ser estudiado cuando se estudia la compra venta de empresas.

Las sociedades se clasifican en sociedades con responsabilidad limitada y sociedades con responsabilidad ilimitada. Dentro de las primeras destaca la sociedad anónima y la sociedad comercial de responsabilidad limitada, y dentro de las segundas destaca la sociedad colectiva.

Para constituir una sociedad en el Estado Peruano se requieren como mínimo dos personas, mientras que con la anterior ley general de sociedades se requería mínimo tres personas para constituir una sociedad anónima. El artículo 4 de la ley general de sociedades establece que la sociedad se constituye cuando menos por dos socios, que pueden ser personas naturales o jurídicas. Además se precisa que si la sociedad pierde la pluralidad mínima de socios y ella no se reconstituye en un plazo de seis meses, se disuelve de pleno derecho al término de este plazo. En el mismo artículo se precisa que no es exigible la pluralidad de socios cuando el único socio es el Estado o en otros casos señalados expresamente en la ley.

La sociedades tienen dos formas de constituirse que son simultánea y sucesivamente. La constitución simultánea ocurre en todos los tipos o formas societarias, mientras que la constitución sucesiva ocurre sólo en la sociedad anónima. Es decir, la sociedad anónima puede constituirse en forma simultánea y en  forma sucesiva. Dejando constancia que la mayor parte de las sociedades anónimas constituidas en nuestro medio son sociedades anónimas constituidas simultáneamente. En tal sentido podemos afirmar que en nuestro medio son pocas las sociedades anónimas constituidas en forma sucesiva. El artículo 3 de la nueva ley general de sociedades establece que la sociedad anónima se constituye simultáneamente en un solo acto por los socios fundadores o en forma sucesiva mediante oferta a terceros contenida en el programa de fundación otorgado por los fundadores. En el mismo artículo se precisa que la sociedad colectiva, las sociedades en comandita, la sociedad comercial de responsabilidad limitada y las sociedades civiles sólo pueden constituirse simultáneamente en un solo acto.

Los aportes son de dos clases: aportes dinerarios, cuando el aporte es en dinero y aportes no dinerarios cuando el aporte no es en dinero, pudiendo ser el aporte en muebles (vehículos, escritorios, buques, aeronaves, embarcaciones pesqueras, etc), o en inmuebles (terrenos, casas, departamentos, etc), o en bienes incorporales como patentes, marcas o derechos de autor.

El problema de los aportes de los vehículos ha sido solucionado con el Reglamento del Registro de Sociedades, que en el inciso c del artículo 35 establece que si aporte es de bienes registrados, se considera aportado con la inscripción de la transferencia a favor de la sociedad en el registro respectivo. Se precisa que si los bienes están registrados en la misma oficina registral del domicilio de la sociedad, un registrador se encargará de la calificación e inscripción simultánea en los distintos registros, siempre que el Diario lo permita. Además se establece que si el aporte es de bienes registrados en un registro distinto al del domicilio de la sociedad, deberá inscribirse previamente la transferencia en aquél registro. Consideramos adecuada esta solución la cual no sólo es aplicable al aporte de vehículos sino también al aporte de participaciones de sociedades cuyo capital se encuentre dividido en participaciones, al de buques, aeronaves y embarcaciones pesqueras. Lo cual es adecuado por que se asegura en beneficio de terceros y de los propios socios de la sociedad la efectividad del aporte. Es decir, cuando un tercero quiera embargar un vehículo o unas participaciones sociales se podrá realizar, lo que no ocurriría si la transferencia por aportes no habrían sido registrados en el registro. En tal sentido se justifica que cuando el bien aportado corre registrado en otra oficina registral el aporte se registre primero y posteriormente la constitución de sociedad, el aumento de capital o el pago del aporte. El aporte de bienes registrados no se encontraba regulado adecuadamente en el reglamento del registro mercantil, por lo cual podemos afirmar que la regulación actual constituye un avance dentro del derecho registral mercantil peruano. Otros supuestos en los cuales se aportan bienes registrados es cuando se aporta acciones de las sociedades cuyo capital se encuentra dividido en acciones, entre las cuales destaca notoriamente las sociedades anónimas, sin embargo, en dicho supuesto no es de aplicación el reglamento del registro de sociedades, por que las acciones no se registran en el registro de sociedades, sino se registran en la matrícula de acciones de cada sociedad. El artículo 91de la ley general de sociedades establece que la sociedad considera propietario de la acción a quien aparezca como tal en la matrícula de acciones. En tal sentido los embargos sobre acciones se registran en la matrícula de acciones.

Los accionistas se clasifican en accionistas de mando y accionistas rentistas. Los que adquieren acciones en bolsa generalmente son accionistas rentistas, sin embargo, nada impide que en bolsa aparezcan accionistas de mando. Los accionistas de mando son los accionistas que tienen en sus manos el control de la sociedad. Para Alfredo Ferrero Diez Canseco los accionistas se dividen en: accionistas de mando o gestión, accionistas rentistas y accionistas mercaderes. Los accionistas de mando o gestión son los que se encuentran interesados en participar activamente en la dirección y administración de la empresa a través de los órganos sociales, a estos accionistas los podemos calificar como promotores de la actividad empresarial y que tienen ánimo de permanencia en la sociedad. Los accionistas rentistas a los cuales también se les llama accionistas de colocación, tienen interés en invertir su capital en la forma mas conveniente para obtener un dividendo; los accionistas rentistas no están muy interesados en la gestión de la sociedad. Los accionistas jugadores o mercaderes según denominación de Joaquín Garrigues también llamados de especulación o nómades, que compran y venden las acciones para ganar con la diferencia en el valor de las mismas.

Otro tema de especial importancia dentro de societario es que las acciones son de dos clases que son: las acciones con derecho a voto y acciones sin derecho a voto. Temas que se encuentran regulados del artículo 94 al 97 de la ley general de sociedades.

En España se permite constituir sociedades unipersonales a  partir del año 1995.

Es necesario precisar que es de especial atención las empresas del Estado en el derecho de cada Estado, a las cuales son también de aplicación las normas contenidas en la ley general de sociedades.

En el derecho societario peruano las sociedades se clasifican en sociedades ordinarias y sociedades especiales. Se denomina sociedades ordinarias a las cuales no es aplicación leyes especiales y se denomina sociedades especiales a las cuales son de aplicación leyes especiales. En tal sentido son consideradas sociedades especiales los bancos, las entidades prestadoras de servicios, las agencias de bolsa, empresas aseguradoras, entre otras sociedades especiales. Es decir, estudiar el derecho positivo societario no quiere decir estudiar sólo la ley general de sociedades, sino implica estudiar otras normas especiales entre las cuales destaca la ley del sistema financiero, de seguros y orgánica de la superintendencia de banca y seguros. El presente trabajo de investigación no constituye un estudio positivista por que no se rinde culto a la ley y por que no se estudia sólo la ley, sino que la ley es una fuente del derecho en los Estados que pertenecen a la familia romano germánica, para agregar algo en lo que se refiere al derecho comparado.

Por lo cual para constituir algunas sociedades se requiere autorizaciones especiales entre las cuales destacan las autorizaciones para constituir empresas del sistema financiero.

Las sociedades se clasifican en sociedades de personas y sociedades de capitales. Es sociedad de personas la sociedad colectiva y es sociedad de capital la sociedad anónima. Rodrigo Uría considera que existe una clara tendencia a la desaparición de las sociedades de personas. En la actualidad las sociedades que mas se constituyen son sociedades de capitales. Para Ulises Montoya Manfredi en las sociedades de capitales los socios sólo están obligados a bienes que se obligaron a entregar a la compañía, no asumiendo otra obligación. El mismo autor precisa que en las sociedades de  personas, los socios se conocen, contratan en atención a las calidades personales que recíprocamente se reconocen, se obligan en forma personal e ilimitadamente y en algunos casos solidariamente con la sociedad, no pueden ceder su participación sin el consentimiento de todos y la dirección de la empresa debe quedar en manos de ellos. Pamela Abdala precisa que las características de las sociedades  de personas que sacamos de la precedente definición son en primer lugar, la cualidad personal del socio participante, su responsabilidad  ilimitada, es decir, no responde exclusivamente con su aporte sino que con todo su patrimonio, no existe libre transmisibilidad de la participación y es básico que quienes ejerzan la dirección de esta sociedad gocen de calidad de socio.

En el vocabulario jurídico realizado bajo la dirección de Henri Capitant se determinó que sociedad es el contrato por el cual dos o mas personas, convienen en poner una cosa en común, con el objeto de realizar beneficios y repartirlos entre si. Además se precisó que el contrato de sociedad exige para su existencia: 1) que cada uno de los socios efectúe un aporte; 2) que todos tengan participación en los beneficios; 3) que cada uno de ellos contribuya a las pérdidas, 4) que tengan voluntad de tratarse como socios (affectio societatis), es decir, con la posibilidad de participar en cierto pie de igualdad en la obra emprendida en común. También se precisó que es la persona jurídica que nace del contrato de sociedad y es considerada propietaria del patrimonio social. Sydney Bravo Melgar precisa que la sociedad en su noción comercial es el contrato mediante el cual dos o mas personas ejercitan en común una actividad comercial de producción de bienes  o de servicios, o intermediando en la circulación de los bienes, en el transporte, seguros, etc, acordando distribuirse las  utilidades y pérdidas en proporción al resultado de las negociaciones, según convenio y en su defecto aplicando la ley.

Los tratadistas no se han puesto de acuerdo si la sociedad es un contrato o no. El artículo primero de la nueva ley general de sociedades no precisa si la sociedad es un contrato, mientras que la anterior ley general de sociedades definía a la sociedad como un contrato, denominándolo como contrato de sociedad. Es decir existen dos corrientes que son la corriente contractualista y la corriente institucionalista. Por la corriente contractualista la sociedad es un contrato y por la corriente institucionalista se niega el carácter de contrato a la sociedad. Oswaldo Hundskopf precisa que la sociedad nace de un contrato.

El artículo 9 de la ley general de sociedades establece que  la sociedad tiene una denominación o una razón social, según corresponda a su forma societaria. En el primer caso puede utilizar además, un nombre abreviado.

El artículo 19 de la ley general de sociedades establece que la duración de la sociedad puede ser por plazo determinado o indeterminado. En el mismo artículo se establece que salvo que sea prorrogado con anterioridad, vencido el plazo determinado la sociedad se disuelve de pleno derecho. En la  práctica conviene constituir sociedades con plazo indeterminado para evitar que la sociedad se disuelva de pleno derecho.

El artículo 46 de la nueva ley general de sociedades establece que las copias certificadas a que se refiere dicha ley pueden ser expedidas mediante fotocopias autenticadas por notario o por el administrador o gerente de la sociedad, según el caso, con las responsabilidades de ley. En el mismo artículo se establece que las copias certificadas para los actos que requieran inscripción deberán ser certificadas por notario. Es decir, con la nueva ley general de sociedades se permite que los administradores o gerentes de las sociedades expidan copias certificadas, lo que no permitía la anterior ley general de sociedades, lo cual facilita la realización de las actividades de la sociedad. 

Federico de Castro y Bravo precisa que la sociedad anónima ha sido y es el mejor instrumento del capitalismo moderno. Precisa el mismo autor que la persona jurídica puede estar puesta al servicio de los poderosos intereses económicos. 

En doctrina se discute la responsabilidad penal de la persona jurídica, nosotros somos del criterio que la persona jurídica puede ser sancionada penalmente. El artículo 27 del Código Penal Peruano de 1991 establece que el que actúa como órgano de representación autorizado de una persona jurídica o como socio representante autorizado de una sociedad y realiza el tipo legal de un delito es responsable como autor, aunque los elementos especiales que fundamentan la penalidad de este tipo no concurran en él, pero sí en la representada. Es decir, resulta una novedad la norma introducida por el Código Penal Peruano de 1991 respecto del Código Penal Peruano de 1924. Lo cual si bien es una norma en contra de las personas jurídicas, también es una norma que esperamos ponga fin a los delitos cometidos por parte de las personas jurídicas. Somos del criterio que esta norma no es lo suficientemente clara, por lo cual debe ser modificada aclarando los alcances de la misma. Es un tema trabajado mundialmente que en la actualidad está evolucionando con mayor rapidez que a nivel nacional. Dentro del derecho empresarial este tema es de especial importancia en lo que se refiere a la responsabilidad penal de los agentes económicos.

En el derecho comercial peruano no se establecen topes para las sociedades, pero en el derecho comercial español si se establecen topes para las sociedades. En tal sentido las sociedades anónimas están reservadas para las sociedades que tengan mayor capital. Sin embargo, en el Estado Peruano una empresa individual de responsabilidad limitada puede tener mas capital que una sociedad anónima, es decir en el Estado Peruano no existen topes para la constitución de sociedades. Rodrigo Uría precisa que los límites de capital se ponen por razones burocráticas.

Los casos de un accionista minoritario son dos: el supuesto del accionista que invierte en el mercado de valores y el accionista que tiene pocas acciones de una sociedad pequeña cuyas acciones no corren registradas en bolsa. Rodrigo Uría precisa que se desborda el campo del derecho societario y se ingresa en el derecho de los mercados de valores, que debe establecer reglas de información y transparencia pertinentes para las negociaciones de las compañías. Es decir, en algunos supuestos societario resulta insuficiente para cautelar los derechos del accionista minoritario, los cuales son cautelados por otra rama de comercial que es bursátil, el cual es conocido por pocos abogados en nuestro medio. En nuestro medio salta a la vista que bursátil es poco conocido por parte de los abogados, contadores, economistas, administradores de empresas, ingenieros industriales e ingenieros comerciales. El estudio de societario sin tener en cuenta bursátil resulta un estudio limitado o sin un campo de estudio completo por que bursátil es necesario para cautelar los derechos del accionista cuyas acciones corren inscritas en bolsa. Dejando constancia que no todas las acciones de las sociedades anónimas corren registradas en bolsa, sino sólo algunas acciones.

Alfredo Ferrero Diez Canseco precisa que entre la sociedad anónima abierta y la sociedad de accionariado difundido existe una relación de género y especie, es decir, la sociedad anónima abierta es el género y la sociedad de accionariado difundido es la especie. La sociedad anónima abierta también se encontraba regulada en la ley del mercado de valores, disposiciones que han sido derogadas por la ley general de sociedades.

La ley general de sociedades debe estar destinada a reducir los costos de transacción de los agentes económicos. En tal sentido cuando el derecho positivo societario de un Estado no reduce los costos de transacción debe ser modificado o sustituido para facilitar las inversiones por parte de los agentes económicos. En tal sentido cuando era demasiado oneroso efectuar una escisión la ley general de sociedades fue sustituida para permitir en la nueva ley general de sociedades efectuar escisiones. Sin embargo la escisión no fue la única causa para sustituir la ley general de sociedades. Si bien la actual ley general de sociedades reduce los costos de transacción, pero cuando no reduzca los costos de transacción deberá ser modificada o sustituida, lo cual ocurrirá dentro de algunos años, ya que el derecho positivo de los Estados en sus diferentes ramas tiende a ser sustituido por normas mas recientes con innovaciones legislativas mas acordes con la época de su aplicación.

El mercado de capitales se aplica en algunos supuestos a la sociedad anónima abierta y permite la reunión de grandes capitales que sin su participación lo mas probable es que no se hubiera podido acumular. En tal sentido el mercado de capitales facilita la inversión por parte de los agentes económicos materia que se estudia por parte del derecho bursátil.

Derecho Concursal
El derecho empresarial y derecho corporativo también agrupa al derecho concursal, por lo cual debemos desarrollar el mismo dejando constancia que el mismo forma parte del derecho comercial pero se ubica en el derecho privado.

El derecho concursal primero se denominó derecho de quiebras, tiempo en el cual rigió en el Estado Peruano en materia de quiebras la ley procesal de quiebras. Ahora se le denomina derecho concursal y tiene objetivos diferentes la ley general del sistema concursal.

Concursal forma parte de comercial, pero se ubica en el derecho público, por que es un derecho procesal, sin embargo concursal no ha sido estudiado por parte de los abogados procesalistas, sino que ha sido estudiado por parte de los abogados corporativos y por los abogados dedicados al quehacer empresarial.

En materia concursal la norma aplicable es la Ley General del Sistema Concursal, en la cual se regula todos los aspectos relacionados con el concurso de acreedores y la quiebra, dejando constancia que es una de las normas mas recientes dentro del derecho empresarial. Pero como norma principal es la mas reciente dentro del derecho empresarial.

El derecho concursal establece privilegios, los cuales son estudiados en el presente trabajo al momento de estudiar las garantías.

La ley general del sistema concursal establece que el objetivo del sistema concursal es la permanencia de la unidad productiva, la protección del crédito y el patrimonio de la empresa. Los agentes del mercado  procurarán una asignación eficiente de sus recursos durante los procedimientos concursales orientando sus esfuerzos a conseguir el máximo valor del patrimonio en crisis.

El Código Penal Peruano de 1991 prevee y sanciona delitos relacionados con la quiebra del artículo 209 al 213.

En el derecho concursal es necesario el estudio del Tratado de Derecho Concursal de Pinkas Flint.

Derecho Procesal Civil
Dentro del derecho empresarial y corporativo, también se ubica el derecho procesal civil, el cual se ubica en el derecho público y lo desarrollaremos a continuación.

Carnelutti define al derecho procesal civil  como el conjunto de normas que establecen los requisitos respecto del proceso. Para Couture el derecho procesal civil es la rama de la ciencia que estudia la naturaleza, el desenvolvimiento y la eficacia del conjunto de relaciones jurídicas denominado proceso civil.

El proceso civil existió en el derecho romano, por lo cual podemos precisar que el derecho procesal tiene antecedentes muy antiguos y es una disciplina que ha merecido muchos estudios por parte de los tratadistas.

Los Códigos Procesales Civiles que han regido en el Estado Peruano son los siguientes Código de Enjuiciamientos Civiles de 1852, Código de Procedimientos Civiles de 1912 y Código Procesal Civil de 1993 el cual se encuentra vigente en la actualidad.  

También forma parte del derecho empresarial el derecho procesal civil, por que es de vital importancia para la ejecución de las garantías constituidas a favor de las empresas.

Es decir, es de aplicación para las garantías de ejecución judicial, lo que no debe ocurrir en las garantías de ejecución extrajudicial como el fideicomiso en garantía y la carta fianza.

Del derecho procesal civil también son importantes para el derecho empresarial las medidas cautelares.

El Código Procesal Civil Peruano de 1993 establece que son cuatro clases de medidas cautelares que son :

1) Medidas para futura ejecución forzada.

2) Medidas temporales sobre el fondo.

3) Medidas innovativas.

4) Medidas de no innovar.

De estas cuatro clases de medidas cautelares las mas utilizadas en nuestro medio son las dos primeras, es decir, las medidas cautelares mas utilizadas son la medida para futura ejecución forzada y medida temporal sobre el fondo. De las cuales las mas conocidas son el embargo y la anotación de demanda. A esta última medida cautelar se le conoce como inscripción de demanda.

El embargo se clasifica en embargo en  forma inscripción y embargo sin inscripción. En tal sentido para el embargo en forma de anotación y para anotación de demanda es necesario tener en cuenta el derecho registral.

Sin embargo, es necesario precisar que el embargo en forma de anotación al igual que la anotación de demanda no impiden la transferencia del bien.

Es necesario precisar que el derecho de cada Estado establece distinta clasificación, en tal sentido podemos afirmar que en medidas cautelares el Código Procesal Civil Peruano de 1984 es un Código bastante avanzado.

Aparentemente el derecho procesal civil no forma parte de empresarial, lo que no es así, ya que todo abogado corporativo no puede dejar de lado el estudio del derecho procesal civil. En tal sentido en algunas maestrías se enseña derecho procesal civil.

Los procesos de ejecución se clasifican en dos clases que son: procesos ejecutivos y procesos de ejecución.

El Código Procesal Peruano de 1993 establece en su artículo 688 que  sólo se puede promover ejecución en virtud de título ejecutivo y título de ejecución.

El artículo 693 del mismo Código establece que se puede promover proceso ejecutivo en mérito de los siguientes títulos:

1) Títulos valores que confieren la acción cambiaria, debidamente protestados o con la constancia de la formalidad sustitutoria del protesto respectiva; o, en su caso, con prescindencia de dicho protesto o constancia, conforme a lo previsto en la ley de la materia.

2) La constancia de inscripción y titularidad expedida por la Institución de Compensación y Liquidación de Valores, en el caso de valores representados por anotaciones en cuenta, por los derechos que den lugar al ejercicio de la acción cambiaria, conforme a lo previsto en la ley de la materia.

3) Prueba anticipada que contiene un documento privado reconocido.

4) Copia certificada de la prueba anticipada que contiene una  absolución de posiciones, expresa o ficta.

5) Documento privado que contenga transacción extrajudicial.

6) Instrumento impago de renta de arrendamiento, siempre que el arrendatario se encuentre en uso del bien.

7) Testimonio de escritura pública.

8) Otros títulos a los que la ley da mérito ejecutivo.

Los principales principios procesales consagrados en el Código Procesal son los siguientes:

1) Principio de Impugnación Privada.

2) Principio de Dirección del Proceso.

3) Principio de Impulso del Proceso.

4) Principio de iniciativa de parte.

5) Principio de Conducta Procesal.

6) Principio de Inmediación.

7) Principio de Concentración.

8) Principio de Economía Procesal.

9) Principio de Celeridad Procesal.

10) Principio de Socialización del Proceso.

11) Principio de Gratuidad en el acceso a la justicia.

12) Principio de Vinculación.

13) Principio de Formalidad.

14) Principio de Doble Instancia.

15) Principio de Adquisición.

Conforme al art. 424 la demanda se presenta por escrito y contendrá:

1. La designación del Juez ante quien se interpone;

2. El nombre, datos de identidad, dirección domiciliaria y domicilio procesal del demandante;

3. El nombre y dirección domiciliaria del representante o apoderado del demandante, si no puede comparecer o no comparece por sí mismo;

4. El nombre y dirección domiciliaria del demandado. Si se ignora esta última, se expresará esta circunstancia bajo juramento que se entenderá prestado con la presentación de la demanda;

5. El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo que se pide;

6. Los hechos en que se funde el petitorio, expuestos enumeradamente en forma precisa, con orden y claridad;

7. La fundamentación jurídica del petitorio;

8. El monto del petitorio, salvo que no pudiera establecerse;

9. La indicación de la vía procedimental que corresponde a la demanda;

10. Los medios probatorios; y

11. La firma del demandante o de su representante o de su apoderado, y la del Abogado. El Secretario respectivo certificará la huella digital del demandante analfabeto.

Conforme al art. 425 del Código Procesal Civil a la demanda debe acompañarse:

1. Copia legible del documento de identidad del demandante y, en su caso, del representante;

2. El documento que contiene el poder para iniciar el proceso, cuando se actúe por apoderado;

3. La prueba que acredite la representación legal del demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no pueden comparecer por sí mismas;

4. La prueba de la calidad de heredero, cónyuge, curador de bienes, administrador de bienes comunes, albacea o del título con que actúe el demandante, salvo que tal calidad sea materia del conflicto de intereses y en el caso del procurador oficioso;

5. Todos los medios probatorios destinados a sustentar su petitorio, indicando con precisión los datos y lo demás que sea necesario para su actuación. A este efecto se acompañará por separado pliego cerrado de posiciones, de interrogatorios para cada uno de los testigos y pliego abierto especificando los puntos sobre los que versará el dictamen pericial, de ser el caso; y

6. Los documentos probatorios que tuviese en su poder el demandante. Si no se dispusiera de alguno de estos, se describirá su contenido, indicándose con precisión el lugar en que se encuentran y solicitándose las medidas pertinentes para su incorporación al proceso.

Cuando se presenta un escrito que contiene un acto procesal denominado demanda, el Juez califica la misma, pudiendo existir los siguientes resultados:

1) Calificación Negativa de la Demanda.

2) Calificación Positiva de la Demanda.

En en el caso que se califique positivamente la demanda, se admite a trámite la demanda a través de un Auto y se corre traslado de la misma así como de sus Anexos al demandado.

En el caso que se califique negativamente la demanda puede declararse inadmisible o improcedente la demanda.

Conforme al art. 426 del Código Procesal Civil, el Juez declarará inadmisible la demanda cuando:

1. No tenga los requisitos legales;

2. No se acompañen los anexos exigidos por ley;

3. El petitorio sea incompleto o impreciso; o

4. La vía procedimental propuesta no corresponda a la naturaleza del petitorio o al valor de éste, salvo que la ley permita su adaptación.


En estos casos el Juez ordenará al demandante subsane la omisión o defecto en un plazo no mayor de diez días. Si el demandante no cumpliera con lo ordenado, el Juez rechazará la demanda y ordenará el archivo del expediente.

Conforme al art. 427 del Código Procesal Civil el Juez declarará improcedente la demanda cuando:

1. El demandante carezca evidentemente de legitimidad para obrar;

2. El demandante carezca manifiestamente de interés para obrar;

3. Advierta la caducidad del derecho;

4. Carezca de competencia;

5. No exista conexión lógica entre los hechos y el petitorio;

6. El petitorio fuese jurídica o físicamente imposible; o

7. Contenga una indebida acumulación de pretensiones.


Si el Juez estimara que la demanda es manifiestamente improcedente, la declara así de plano expresando los fundamentos de su decisión y devolviendo los anexos.


Si la resolución que declara la improcedencia fuese apelada, el Juez pondrá en conocimiento del demandado el recurso interpuesto. La resolución superior que resuelva en definitiva la improcedencia, produce efectos para ambas partes.

Las condiciones de la acción son tres:

1) La voluntad de la Ley.

2) La legitimidad para Obrar.

3) El interés para obrar

Los presupuestos procesales son tres:

1) Competencia.

2) Capacidad procesal.

3) Requisitos de la demanda.

Concepto de Excepciones que son medios de defensa de forma.

Conforme al art. 446 del Código Procesal las excepciones procesales son las siguientes:

1) Incompetencia.

2) Incapacidad del demandante o de su representante.

3) Representación defectuosa o insuficiente del demandante o del demandado.

4) Oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda.

5) Falta de agotamiento de la via administrativa.

6) Falta de legitimidad para obrar.

7) Litispendencia.

8) Cosa Juzgada.

La Cosa Juzgada puede ser de dos clases:

1) Cosa Juzgada Formal.

2) Cosa Juzgada Material.

9) Desistimiento de la pretensión.

10) Conclusión del proceso por conciliación o transacción.

Se propone esta excepción en los siguientes supuestos:

1) Cuando exista conciliación judicial.

2) Cuando exista conciliación extrajudicial.

3) Cuando exista transacción judicial.

4) Cuando exista transacción extrajudicial

11) Caducidad.

12) Prescripción Extintiva.

La prescripción extintiva es de dos clases:

1) Prescripción extintiva.

2) Prescripción adquisitiva

13) Convenio Arbitral.

Los Medios Impugnatorios del proceso civil son los siguientes:

1) Reposición.

2) Apelación.

3) Casación.

4) Queja por denegatoria.

El derecho procesal civil goza de autonomía por que tiene sus propias normas como son el Código Procesal Civil y la Ley Orgánica del Poder Judicial, y por que existen cátedras dedicadas al estudio del derecho procesal. El derecho procesal civil goza de autonomía también por que tiene sus propios principios a los cuales se les denomina principios procesales que se clasifican en principios del proceso y principios del procedimiento. El derecho procesal civil también es autónomo por que las desiciones judiciales son vinculantes conforme al Código Procesal Civil y a la Ley Orgánica del Poder Judicial.

El derecho Procesal se encuentra ubicado dentro del derecho público, para algunos tratadistas el derecho procesal se ubica en el derecho privado, sin embargo, somos del criterio que como derecho procesal corresponde ubicarlo dentro del derecho público.

16.1. RELACIONES DEL DERECHO PROCESAL CIVIL

16.1.1. CON EL DERECHO CIVIL

El derecho procesal civil se realciona con el derecho civil por que para la tramitación de algunos asuntos es necesario el Código Civil Peruano de 1984.

16.1.2. CON EL DERECHO CARTULAR

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho cartular por que para la tramitación de los cobros ejecutivos amparados en títulos valores es necesario tener en cuenta la Ley de Títulos Valores.

16.1.3. CON EL DERECHO SOCIETARIO

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho societario por que para la tramitación de algunos procesos es necesario tener en cuenta la ley general de sociedades.

16.1.4. CON EL DERECHO PENAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho penal por que para la tramitación de los delitos cometidos con motivo de un proceso como por ejemplo el delito de prevaricato, y la desobediencia y resistencia a la autoridad es necesario tener en cuenta el Código Penal Peruano de 1991.

16.1.5. CON EL DERECHO CONCURSAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho concursal por que para la tramitación de algunos asuntos es necesario tener en cuenta la Ley que aprueba el Sistema Concursal.

16.1.6. CON EL DERECHO CONSTITUCIONAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho constitucional por que para la tramitación de algunos asuntos es necesario tener en cuenta la constitución política peruana. En el artículo 139 de la constitución política peruana se establecen las principios y derechos de la función jurisdiccional.

16.1.7. CON EL DERECHO NOTARIAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho notarial por que para la tramitación de algunos procesos es necesario tener en cuenta la ley del notariado, sobre todo cuando se protocolizan documentos por ante Notario Público.

16.1.8. CON EL DERECHO ELECTORAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho electoral por que para comparecer en un proceso se tiene que acreditar haber cumplido con la votación.

16.1.9. CON EL DERECHO MUNICIPAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho municipal por que para la tramitación de algunos procesos es necesario tener en cuenta la nueva Ley Orgánica de Municipalidades.

16.1.10. CON EL DERECHO BANCARIO

El derecho procesal civil sse relaciona con el derecho bancario por que para la tramitación de algunos procesos es necesrio tener en cuenta la ley de bancos.

16.1.11. CON EL DERECHO REGISTRAL

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho registral por que para la registración de algunos actos como los embargos, las demandas y otras medidas cautelares y las sentencias es necesario tener en cuenta las normas registrales.

16.1.12. CON EL DERECHO COOPERATIVO

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho cooperativo por que para la tramitación de algunos procesos es necesario tener en cuenta la ley de cooperativas.

16.1.13. CON EL DERECHO AGRARIO

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho agrario por que para la tramitación de algunos procesos es necesario tener en cuenta las normas agrarias.

16.1.14. CON EL DERECHO URBANISTICO

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho urbanístico por que para la tramitación de algunos procesos es necesaario tener en cuenta el Reglamento Nacional de Construcciones y las normas sobre Habilitaciones Urbanas.

16.1.15. CON EL DERECHO CANONICO

El derecho procesal civil se relaciona con el derecho canónico por que para algunos procesos es necesario tener en cuenta el Código de Derecho Canónico y el Convenio suscrito entre Santa Sede y el Gobierno Peruano.

Derecho de Seguros
También es de vital importancia dentro del derecho empresarial y corporativo el derecho de seguros, el cual desarrollaremos a continuación. 

Para Guillermo Cabanellas el seguro es un contrato aleatorio, por el cual una de las personas (el asegurador) se compromete a indemnizar los riesgos de otra (el asegurado) sufra, o a pagarle  determinada suma a éste mismo o a un tercero (el beneficiario) en caso de ocurrir o no ocurrir  el acontecimiento de que se trate, a cambio del pago de una prima en todo caso. 

Para Sánchez Román el seguro es un contrato principal, consensual, bilateral, oneroso y aleatorio, por el cual una de las partes (asegurador) se compromete a indemnizar a la otra (asegurado) de las resultas dañosas o perjudiciales que ciertos riesgos, procedentes de caso fortuito, a que se hallan expuestas las cosas y las personas puedan ocasionarle, mediante precio, prima o cantidad que la otra ha de satisfacerle por dicha garantía. 

El mismo autor precisa que el legislador español al definir el contrato de seguro no toma en cuenta al seguro de vida. La póliza de seguros es el documento que contiene el contrato de seguro.

El artículo 1791 del Código Civil Español define el contrato de seguro de la siguiente manera: contrato de seguro es aquel por el cual el asegurador responde del daño fortuito que sobrevenga en los bienes muebles o inmuebles asegurados mediante cierto precio, el cual puede ser fijado libremente por las partes.

El derecho de seguros ha sido estudiado poco por parte de los tratadistas nacionales.

Las principales normas del derecho de seguros del derecho peruano son la ley de bancos y el Código de Comercio Peruano de 1902.

Sin embargo, existen otras normas mas específicas sobre temas específicos relativos a los seguros como el SOAT, que es el seguro obligatorio de accidentes de tránsito.

Derecho regulador
Cuando estudiamos el derecho empresarial y derecho corporativo también es necesario tener en cuenta los organismos supervisores(
), los cuales son los siguientes: OSIPTEL, SUNASS, OSINERG y OSITRAN(
). 

El OSIPTEL (Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones) fue creado por el Decreto Legislativo 702 como organismo público encargado de garantizar la calidad y eficiencia del servicio de telecomunicaciones brindado al usuario y proteger el mercado de los servicios públicos de telecomunicaciones  de prácticas contrarias a la libre y leal competencia. 

La SUNASS (Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento) fue creada por el Decreto Ley 25965 a fin de proponer las normas para la prestación de los servicios de saneamiento, fiscalizar la prestación de los mismos, evaluar el desempeño de las entidades que los prestan, promover el desarrollo de esas entidades, así como para aplicar sanciones. 

El OSINERG (Organismo Supervisor de la Inversión en Energía) se creó como el organismo público encargado de supervisar y fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y técnicas relacionadas con los sub sectores de electricidad e hidrocarburos, así como el cumplimiento de las normas legales y técnicas, referidas a la conservación y protección del medio ambiente, en el desarrollo de dichas actividades. 

El OSITRAN (Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso Público) fue creado como organismo público encargado de normar, regular y supervisar los mercados relativos a la explotación de la infraestructura de transporte de uso público. Primero los organismos reguladores fueron creados como entidades públicas que pertenecían al sector en el que se ubicaba la actividad económica regulada. 

El OSIPTEL fue creado como entidad que pertenecía al Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

La SUNASS fue creada como entidad que pertenecía al Ministerio de la Presidencia. 

El OSINERG fue creado como entidad que pertenecía  al Ministerio de Energía y Minas.

El OSITRAN  fue creado como entidad que pertenecía al Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

Posteriormente estos cuatro organismos supervisores fueron adscritos al Ministerio de Economía y finalmente se encuentran adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros. 

Siendo de especial importancia la Ley 27332 que contiene la Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios Públicos que estableció entre otros aspectos que los organismos reguladores cuentan con personería de derecho público interno, y tienen autonomía administrativa, funcional, técnica, económica y financiera. 

Richard Martin señala: ”Otros afirman que existen cuestiones de Derecho Regulatorio, como una nueva rama jurídica encargada de estudiar el fenómeno de la intervención del Estado en la economía en un marco de libre mercado. Nada mas alejado de la realidad”. 

El mismo autor señala que se han señalado tres grandes notas características de la regulación: a) La propiedad del sector regulado se mantiene en manos privadas.  b) Su objetivo en principio no es sustituir al mercado o su lógica, sino corregir sus quiebras. c)  Constituye una actividad  altamente especializada y técnica. 

El mismo autor precisa que la regulación económica viene asociada a una intervención del Estado en sectores de la actividad económica en los que no existen condiciones de competencia efectiva o donde no aparecen condiciones que permitan el desarrollo de la misma. 

El mismo autor precisa que la regulación no es pues, un sustituto de la competencia, como se ha afirmado alguna vez, sino que es una herramienta de facilitación de la misma. 

Daniel Echaiz Moreno considera que son también agentes reguladores en el Estado Peruano el Banco Central de Reserva (BCR), la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (CONASEV), la Superintendencia de Banca y Seguros (SBS) y el Instituto Nacional de Defensa de la Propiedad Intelectual (INDECOPI). 

El mismo autor precisa que: el BCR tiene por función el regular la moneda y el crédito del sistema financiero, así como la cantidad de dinero, la CONASEV regula el mercado de valores y las actividades vinculadas a éste, como los fondos colectivos y los fondos mutuos, la SBS se encarga del control y la supervisión de las empresas financieras y de seguros; y el INDECOPI regula el acceso al mercado, la salida del mercado y la competencia en el mercado, entre otros aspectos.

Para nosotros no existiría motivo para no considerar como un organismo regulador a la Superintendencia de Administradoras de fondos de pensiones.

Derecho Internacional Privado
El derecho empresarial y derecho corporativo también abarca al derecho internacional privado que forma parte del derecho civil y del derecho privado, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.

Las relaciones jurídicas no siempre se llevan a cabo en un solo Estado, sino que las relaciones jurídicas algunas oportunidades se llevan a cabo en varios Estados, en tal sentido las normas que regulan dichas situaciones se encuentran agrupadas en el libro de Derecho Internacional Privado del Código Civil Peruano de 1984.

También para algunos autores forma parte del derecho empresarial el derecho internacional privado.

El derecho internacional que se divide en derecho internacional público y derecho internacional privado.

El artículo 2073 del Código Civil Peruano de 1984 establece que la existencia y la capacidad de las personas jurídicas de derecho privado se rigen por la ley del país en que fueron constituidas.

El segundo párrafo del mismo artículo precisa que las personas jurídicas de derecho privado constituidas en el extranjero son reconocidas de pleno derecho en el Perú, y se reputan hábiles para ejercer en el territorio del país, eventual o aisladamente, todas las acciones y derechos que les correspondan.

El tercer párrafo del mismo artículo precisa que para el ejercicio habitual en el territorio del país de actos comprendidos en el objeto de su constitución, se sujetan a las prescripciones establecidas por las leyes peruanas.

En el párrafo cuarto del mismo artículo se precisa que la capacidad reconocida a las personas jurídicas extranjeras no puede ser mas extensa que la concedida por la ley peruana a las nacionales.

En el artículo 2074 del Código Civil Peruano de 1984 se establece que la fusión de personas jurídicas con leyes de constitución distinta, se aprecia sobre la base de ambas leyes, y de la ley del lugar de la fusión cuando ésta tenga lugar en un tercer país.

El Código Civil precisa lo relativo a la fusión pero no precisa normas de aplicación para la escisión, por lo cual somos del criterio que para la esicisión se aplica el  mismo  criterio que para la fusión. Es decir, somos del criterio que para la escisión se aplica el artículo 2074 del Código Civil Peruano de 1984.

El motivo por el cual el Código Civil Peruano de 1984 no regula la escisión es por que en la ley general de sociedades vigente en dicho tiempo no se regulaba la escisión, ya que la escisión es una figura societaria recién regulada por la nueva y vigente ley general de sociedades.

Sin embargo, somos del criterio que es conveniente modificar el artículo 2074 del Código Civil Peruano de 1984 para ampliar su aplicación a la escisión.

Laboral 
El derecho empresarialo y corporativo también abarca al derecho laboral o derecho de trabajo, que forma parte del derecho social, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.

En materia laboral es necesario precisar que la legislación se encuentra muy dispersa por lo que algunos tratadistas estudian sobre la necesidad de un Código de Trabajo. 

Es decir, en el derecho laboral peruano no existe una norma que agrupe todas las normas laborales, lo que si ocurre en otras ramas del derecho como el derecho societario en la cual las sociedades son reguladas por la Ley General de Sociedades. 

Sin embargo, es necesario precisar que el derecho laboral es una rama del derecho mas compleja de ser regulada. 

En algunos Estados existe Código de Trabajo. En el derecho positivo peruano(
) no ha existido nunca Código de Trabajo(
).

El derecho de trabajo se divide en sector privado y sector público, adquiriendo para el derecho empresarial especial importancia el derecho laboral para el sector privado. 

El derecho de trabajo del sector privado se divide en derecho individual y en derecho colectivo de trabajo. Para el derecho colectivo de trabajo son de especial importancia la negociación colectiva, el pacto colectivo, los sindicatos y la huelga, temas que se encuentran regulado s por el D.Ley 25993 de 26 de junio de 1992. 

Las organizaciones sindicales se organizan en sindicatos, federaciones y confederaciones. 

Jorge Rendón Vásquez considera como partes del derecho del trabajo el derecho individual de trabajo, el derecho colectivo de trabajo y el derecho procesal de trabajo. 

El mismo autor define al derecho del trabajo como una rama del derecho en general integrada por las normas rectoras del trabajo, prestado por una remuneración o un ingreso económico. 

Guillermo Cabanellas define al derecho laboral de la siguiente manera: esta nueva rama de las ciencias jurídicas abarca el conjunto de normas positivas y doctrinas referentes a las relaciones entre el capital y la mano de obra, entre empresarios y trabajadores (intelectuales, técnicos, de dirección, fiscalización o manuales), en sus aspectos legales, contractuales y consuetudinarios de los elementos básicos de la economía; donde el Estado, como poder neutral y superior, ha de marcar las líneas fundamentales de los derechos y deberes de ambas partes en el proceso general de la producción. 

Gallart define al derecho de trabajo como el conjunto de normas jurídicas dirigidas a regular las relaciones de trabajo entre patronos y obreros o empleados y además, otros aspectos de la vida de estos últimos; pero, precisamente, en razón de su condición de trabajadores. 

Juan Ramirez Gronda define al contrato de trabajo de cómo aquel en virtud del cual una persona pone su actividad profesional a disposición de otra para trabajar bajo dirección de esta mediante una remuneración. 

La Editorial Normas Legales en su libro Laboral Régimen Privado define el contrato de trabajo como aquél por el cual una persona natural denominada trabajador, se obliga libremente a ejecutar una obra o a prestar un servicio a otra persona natural o jurídica llamada empleador, bajo su dirección o dependencia, mediante el pago de la remuneración periódica, haciendo referencia que existen tres elementos del contrato de trabajo que son los siguientes: a) prestación personal de los servicios, b) pago de una remuneración y c) Vínculo de subordinación jurídica. 

Guillermo Cabanellas define al contrato de trabajo como aquél que tiene por objeto la prestación continuada de servicios privados y con carácter económico, y por el cual una de las partes – el patrono, empresario o empleador – da remuneración o recompensa a cambio de disfrutar o de servirse, bajo su dependencia o dirección, de la actividad profesional de otra, denominada el trabajador. Del derecho laboral ha surgido el derecho de la seguridad social que forma parte del derecho público.

El contrato de trabajo se diferencia del contrato de locación de servicios, en que en el primero el empleador gira una boleta de pago, mientras que en el segundo el locoador gira un recibo por honorarios profesionales.

Otra diferencia es que en el primer caso el trabajador presta sus servicios de manera directa y personal, bajo dirección y subordinación del empleador, mientras que en el segundo caso el locador presta servicios en forma autónoma y bajo su riesgo, puede ser asistido por otras personas o subcontratar personal para que desarrolle el servicio encargado.

Otra diferencia es que el trabajador debe cumplir un horario de trabajo, mientras que en el segundo caso el locador no se encuentra supeditado al cumplimiento de una jornada de trabajo.

Otra diferencia es que el trabajador tiene derecho a vacaciones, mientras que en el segundo caso el locador no tiene derecho a vacaciones.

Estas son las principales diferencias del contrato de trabajo con el contrato de locación de servicios.

Es decir, no es lo mismo el contrato de trabajo que el contrato de locación de servicios. Normalmente es mas beneficioso celebrar un contrato de trabajo que un contrato de locación de servicios. Sin embargo, cuando se celebra contrato de locación  de servicios puede contratarse con varios empleadores, mientras que cuando se celebra un contrato de trabajo sólo puede contratarse con un empleador por la exclusividad del contrato de trabajo.

Durante la elaboración del presente trabajo de investigación estuvo en preparción en el Congreso la Ley General de Trabajo que pudo denominarse también Código de Trabajo.

En el derecho laboral peruano existen normas constitucionales que garantizan la estabilidad laboral, por lo cual en el mismo no pueden ser despedidos los trabajadores sin falta grave.

Si un trabajador ha sido despedido en forma arbitraria, puede en el caso peruano interponer demanda contencioso administrativa para que se le reponga, antes la vía adecuada era el amparo.

C.C.rArts. VdelT.R,
1371°. 1372°. 1457

Lima, doce de marzo de dos mil uno.-
LA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: VISTA; en audiencia públi​ca llevada a cabo en la fecha; en Discordia, y producida la votación con arreglo a ley; emite la siguiente sentencia: RECURSO DE CASACIÓN: Se trata del recurso de casación interpuesto por ei doctor Jorge Luis Otero León, abogado del deman​dante Jovino Absalón Castañeda Pinedo a fojas trescientos cuarenticuatro contra la sentencia de vista expedida por ia Tercera Sala Laboral de la Corte Superior de Justicia de Lima, obrante a fojas trescientos treintinueve su fecha diecinueve de octubre de dos mil, que confirma la sentencia apelada de fojas doscientos noventidós su fecha catorce de julio del mismo año, que declara infundada la demanda; CAUSALES DE CASACIÓN: El impugnante denuncia como agravios: a) inaplicación de los artículos dos inciso quince, veintisiete y sesentidós(1í de la Constitución, b)

(1)    Const.: Art. 2.- Toda persona tiene derecho: (,..)15. A trabajar libremente, con sujeción a ley ( . ) Art. 27.- La ley otorga al trabajador adecuada prolección contra el despido arbitrario.
Art. 62.' La libertad de contratar garantiza que las partes pueden pactar válidamente según las normas vigentes al tiempo del contrato. Los términos contractuales no pueden ser modificados por leyes u otras disposiciones de cualquier clase. Los conflictos derivados de la relación contractual sólo se solucionan en la vfa arbitral o en la judicial, según los mecanismos de protección previstos en el contrato o contemplados en la ley.
Mediante contratos-ley, el Estado puede establecer garantías y otorgar iendo las 17.00 horas se reunieron en la oficina de Administración de la Empresa Bebidas La Concordia S.A., sita en Av. Antenor Orrego 2280, Lima, de una parte los traba​jadores Empleados, y de la otra parte el representante de la Empresa, el señor José M. Pérez Paiva, Jefe de RR.IL, identificado con L.
Registral 
El derecho empresarial y derecho corporativo también abarca al derecho registral, el cual forma parte del derecho público, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.

En la Declaración de la "Carta de Buenos Aires", aprobada en el Primer Congreso Internacional  de Derecho Registral de 1972 se declara: "El derecho registral integra el sistema jurídico con normas y principios propios, de derecho público y privado, que coexisten y funcionan armónicamente, constituyendo una disciplina independiente de la cual el derecho inmobiliario es una de sus principales ramas".

Para José Manuel García García el Derecho Hipotecario es: “Conjunto de normas y principios que tratan de la publicidad de situaciones jurídicas de trascendencia real a través del Registro de la Propiedad.”

Roca Sastre define al Derecho Registral como el conjunto de normas que regulan la organización y funcionamiento del Registro de la Propiedad Inmueble y la práctica, valor y efectos de sus asientos de inmatriculación registral de fincas, con sus modificaciones, y de las inscripciones de actos, resoluciones judiciales y administrativas registrales y anotaciones preventivas admitidas.

Rodolfo Dutto precisa que el derecho inmobiliario comprende todas las normas positivas que rigen el nacimiento, adquisición, modificación, transmisión y extinción de los derechos de propiedad y sus desmembraciones y gravámenes sobre bienes inmuebles, y en especial, la publicidad necesaria para completar los negocios jurídicos erga omnes los derechos anteriores.

Amorós Guardiola define al derecho registral como el derecho que regula de un modo inmediato y primario el nacimiento, modificación, extinción y eficacia de las relaciones jurídicas registrales, y de un modo general la organización y funcionamiento del Registro de la Propiedad.

Para Hernandez Gil el Derecho Registral es el conjunto de normas que regulan la publicidad registral de los actos de constitución, transmisión, modificación y extinción de los derechos reales sobre fincas.

Lacruz Berdejo define al Derecho Registral como el derecho que regula la adquisición y eficacia de las posiciones registrales.

Edgardo Scotti define el derecho registral como el conjunto de normas que regulan la publicidad.

Para Sanz Fernandez el derecho inmobiliario es el conjunto de normas de derecho civil que regulan las formas de publicidad de los actos de constitución, transmisión, modificación y extinción de los derechos reales sobre fincas y las garantías de ciertos derechos personales o crédito, a través del Registro de la Propiedad.

Para Roca Sastre el derecho inmobiliario es aquella parte del Derecho Civil que regula la constatación en el Registro de la Propiedad, de la constitución, reconocimiento, declaración, transmisión, modificación y extinción de los derechos reales sobre fincas y los efectos de dicha registración, así como la expresión y efectos de las garantías estrictamente registrales.

También merece especial importancia el derecho registral dentro del derecho empresarial por que las sociedades se registran en el Registro de Sociedades y por que diversos actos inscribibles se solicita su registración por parte de los empresarios como la compra venta de participaciones, y otros actos inscribibles como las inscripciones efectuadas en el Registro Fiscal de Ventas a Plazos, que contiene un procedimiento de ejecución extrajudicial muy atractivo para los acreedores(
).

Merece especial importancia el derecho registral cuando nos referimos al derecho empresarial(
), por ejemplo cuando se celebra un contrato de compra venta de una sociedad o de una Empresa Individual de Responsabilidad Limitada que tiene deudores, cuyos contratos se encuentran inscritos en el Registro Fiscal de Ventas a Plazos. Es decir, el derecho registral es de vital importancia para entre otros factores determinar al momento de estudiar las partidas registrales cuales son registros de contratos, cuales son registros de bienes y cuales son registros de personas, así como su implicancia económica.

Para Raúl Chanamé Orbe el derecho registral forma parte del derecho público, sin embargo, casi todos los tratadistas estudian al derecho registral sin ubicarlo dentro del derecho positivo de cada Estado. Es decir, existe mucha bibliografía sobre el derecho registral pero existen pocos libros que ubiquen al derecho registral dentro de las tres grandes ramas del derecho positivo. La mayor parte de los autores de derecho registral se ocupan del mismo sin determinar su ubicación.

El derecho registral es estudiado como parte del derecho civil, en tal sentido el derecho registral no ha sido estudiado como parte del derecho empresarial. Sin embargo, es de vital importancia para el abogado dedicado al quehacer empresarial conocer el derecho registral.

Constituyen materia del presente trabajo de investigación empresarial y registral, dejando constancia que aparentemente no existe relación entre éstas dos áreas del derecho, lo cual es correcto, sin embargo, no existe relación entre ambas, sino que el derecho registral forma parte del derecho empresarial. Lo que en nuestro medio no ha merecido el estudio por parte de los tratadistas, por lo  cual se justifica el estudio de este tópico por parte de los estudiosos del derecho registral  y del derecho empresarial.

El derecho empresarial peruano se encuentra codificado sólo en algunas de sus ramas, en tal sentido podemos afirmar que el derecho empresarial peruano sólo se encuentra codificado en las siguientes ramas del derecho positivo, en tributario y en comercial. Es decir, que en el derecho positivo empresarial peruano encontramos Código Tributario y Código de Comercio. Sin embargo, es necesario precisar que tributario y comercial en el Estado Peruano son ramas codificadas parcialmente, es decir, existen otras normas de derecho positivo dentro de cada de una de las ramas del derecho positivo empresarial estudiadas. En tal sentido dentro de comercial existen otras normas entre las cuales destaca la ley del mercado de valores, la ley general de sociedades, la ley de títulos valores, la ley general del sistema concursal, la ley de bancos, entre otras normas en lo que se refiere al derecho comercial. Los tratadistas no se han puesto de acuerdo sobre los alcances del derecho comercial, en tal sentido para algunos tratadistas éste abarca muchas otras áreas del derecho, con lo cual no estamos de acuerdo, por que implica confundir comercial con empresarial, dejando constancia que aquél tiene antecedentes mas antiguos que el derecho empresarial. Comercial no es lo mismo que empresarial por aquél no abarca laboral, tributario, derecho regulador, derecho penal de la empresa, telecomunicaciones, economía del sector eléctrico, hidrocarburos, transporte, saneamiento, entre otras ramas del derecho.

Es necesario precisar que el presente trabajo no constituye un estudio  positivista, ya que no se rinde culto a la ley, ni tampoco se refiere sólo al estudio de la ley peruana. Sin embargo, conocer el derecho positivo del Estado en el cual se efectúen estudios jurídicos, es necesario por que la ley es una fuente del derecho para los Estados que pertenecen a la familia romano germánica, para agregar algo en lo que se refiere al derecho comparado.

Cuando estudiamos el derecho de un Estado resulta necesario en las diferentes áreas del derecho descubrir las relaciones existentes con las diferentes áreas del derecho positivo de cada Estado, ya que esto facilita el estudio y conocimiento de las diferentes ramas del derecho involucradas en el estudio de una rama del derecho.

Es decir, todas las áreas y ramas del derecho se relacionan con ramas del derecho positivo, según se estudie el derecho de los diferentes Estados, o de un Estado en especial. 

El derecho registral de cada Estado se relaciona con las diferentes ramas del derecho positivo del mismo Estado, en tal sentido el derecho registral peruano se relaciona con ramas del derecho positivo peruano, igualmente el derecho registral argentino se relaciona con las del derecho positivo argentino, en el mismo sentido el derecho registral español se relaciona con las del derecho positivo español. 

Resulta necesario el estudio de todas de las ramas del derecho relacionadas con la rama o área del derecho materia de estudio para poder comprender la importancia del derecho en su aplicación práctica.

Por lo cual es necesario el estudio las ramas del derecho positivo peruano que se relacionan con el derecho registral peruano.

Es necesario precisar que las relaciones de registral fueron materia de un anterior trabajo de investigación el cual se encuentra por publicar.

Sin embargo, principalmente registral se relaciona con procesal civil, con procesal penal, con civil, con administrativo, con el derecho laboral, entre otras ramas del derecho positivo de cada Estado.

Es decir, salta a la vista que registral no se relacione con el derecho empresarial, por ocurre que registral forma parte del derecho empresarial, lo que en nuestro medio no ha merecido el estudio por parte de los tratadistas. Las ramas del derecho con las cuales se relaciona una rama del derecho no son las mismas que forman parte de la rama materia de estudio, por ejemplo el derecho comercial se relaciona entre otras ramas del derecho con civil  y con  procesal civil, pero forman parte de comercial: societario, cartular, bancario, concursal, y bursátil principalmente.

Es mas, podemos afirmar que los abogados dedicados a empresarial en su mayoría desconocen registral y solo unos pocos conocen parte de la legislación registral, incluso en los cursos de especialización en empresarial no se estudia registral, por que se considera que no existen relaciones entre empresarial y registral y también por que se considera que registral no forma parte de empresarial.

Es decir, al estudiar cada área o rama del derecho resulta conveniente determinar con cuales  se relaciona, además como tema a parte es necesario determinar cuales forman parte de la rama o área del derecho a estudiar. Una vez determinados estos dos temas dentro del estudio de cada rama del derecho es que recién podemos realizar el estudio serio de cada una.

En un trabajo de investigación anterior del mismo autor ya se determinó que registral forma parte de empresarial.

En tal sentido podemos afirmar que todo abogado dedicado al quehacer empresarial debe conocer registral, ya que empresarial se vale de este para comprender muchos casos que se presentan en la práctica, por ejemplo el derecho empresarial se vale de registral  para determinar que bienes registrables son de propiedad de una determinada empresa.

Otro caso en el cual el derecho registral resulta de real importancia es cuando queremos adquirir una empresa o se quiere asesorar en la adquisición de una empresa. Caso en el cual el derecho registral es de vital importancia para poder determinar los bienes de propiedad de la empresa, en otros supuestos para determinar si la empresa es deudora o acreedora y además el derecho registral permite determinar que personas son propietarias de las participaciones de la sociedad, cuando la adquisición que se pretende realizar consiste en una adquisición de una sociedad cuyo capital se encuentra dividido en participaciones.

Sin embargo, existen otros supuestos en los cuales registral determina los actos registrables, al igual que los actos no registrables, es decir, por ejemplo determinar que la titularidad de las acciones de una sociedad cuyo capital se encuentra dividido en acciones, no la proporciona el registro, sino cada matrícula de cada sociedad.

Otro supuesto en el cual dentro de empresarial es importante registral, es cuando efectuamos estudios de partidas registrales y encontramos anotaciones preventivas. Dejando constancia que existen clases de anotaciones preventivas, y cada una de las anotaciones preventivas tiene una determinado tiempo de vigencia. Es decir, que no es lo mismo cuando un bien se encuentra inscrito, que cuando se encuentra anotado. Además es necesario determinar que en el derecho positivo registral peruano no se encuentran permitidas las anotaciones preventivas por defecto subsanable. Existen dos clases de registraciones, que son la inscripción y la anotación preventiva, es decir, es importante conocer que la registración es el género y la inscripción y la anotación preventiva son la especie.

Cuando efectuamos el estudio de una partida registral, también es importante determinar quienes son los representantes de la persona jurídica materia de estudio. Por lo cual es importante conocer de la utilidad de los certificados de vigencia de poder, al igual de las clases de certificados de vigencia de poder.

También es importante el derecho registral dentro del derecho empresarial cuando la empresa desea adquirir bienes registrados, para determinar quienes son los propietarios de dichos bienes.

Es decir, registral tiene gran importancia dentro de empresarial, a tal nivel que dentro de los estudios de empresarial es necesario estudiar registral, para poder conocer sus ventajas.

En otros casos registral es necesario para poder conocer la implicancia de las registraciones forzadas. Es decir, para el derecho empresarial resulta de real trascendencia distinguir entre las registraciones producto de la calificación  registral positiva y las registraciones producto de la insistencia judicial. Es decir, cada una de estas dos clases de registraciones tiene diferentes efectos, al igual  que diferentes consecuencias. Ya que las registraciones producto de la insistencia judicial son el resultado de la  insistencia judicial en  una registración y no de una cuidadosa y rigurosa calificación registral positiva. Lo cual trae como consecuencia que sean registaciones frágiles.

En tal sentido para empresarial también es  de real  trascendencia conocer la calificación registral, y que ésta es dos clases que son la calificación registral positiva y la calificación registral negativa.

En nuestro medio no existen libros recientes que desarrollen la teoría general del derecho registral, lo cual dificulta su estudio.

En nuestro medio jurídico se considera que empresarial abarca societario, cambiario, bursátil, entre otras ramas de empresarial.

Dentro del derecho positivo registral peruano existen normas de vital importancia para el derecho empresarial, como son el Reglamento del Registro de Sociedades, y la legislación del Registro Fiscal de Ventas a Plazos. Sin embargo, no son las únicas normas que es necesario conocer para los conocedores del derecho empresarial, ya que existen otras normas de derecho positivo que es necesario conocer como son el Reglamento General de los Registros Públicos.

El Registro de Propiedad Inmueble no es el único registro a cargo del Sistema Nacional de los Registros Públicos. Sin dejar de lado el recientemente creado Registro de Predios creado por ley, en el derecho peruano que abarca el Registro de Propiedad Inmueble, la Sección Especial de Predios Rurales y el Registro Predial. Es decir, a parte del Registro de Propiedad Inmueble existen otros registros a cargo del Sistema Nacional de los Registros como son el Registro de Bienes Muebles, el Registro de Personas Jurídicas y el Registro de Personas Naturales. Estos cuatro Registros fueron creados en el Estado Peruano por la Ley 26366. Es decir, el derecho positivo de cada Estado crea diferentes registros de acuerdo a las necesidades de organización particulares.

También el registro reduce los costos de transacción, cuyo estudio fue materia de una publicación anterior.

Es decir, no se puede comprender como es que existen abogados dedicados a empresarial que desconocen registral, ya que la  importancia de registral dentro de empresarial es tal, que se corren muchos riesgos, cuando celebramos contratos de compra venta de empresas y se desconoce el derecho registral.

Conocer derecho registral para el abogado corporativo, es como tener una brújula, es como conocer el secreto, o como conocer el saber secreto.

En nuestro medio existen  pocos abogados dedicados al estudio de registral. En número son menos los abogados corporativos que conocen registral. En tal sentido para los abogados corporativos es de vital importancia especializarse en el conocimiento de registral.

Al igual que empresarial se encuentra conformado por diferentes ramas del derecho positivo, registral se encuentra conformado por diferentes ramas del mismo entre las cuales destaca registral mercantil e inmobiliario.

La publicidad jurídica que emana de un registro no se limita a la publicidad para los bienes inmuebles, por que el estudio de la publicidad registral se refiere a otros aspectos como son la publicidad a la inscripción de sociedades, a la inscripción de mandatos y poderes, entre otros supuestos de publicidad registral. En nuestro medio existen muchos tratadistas que afirman que son mecanismos de publicidad la posesión y el registro, los cuales se aplican a los bienes muebles y a los bienes inmuebles respectivamente, con lo cual no estamos de acuerdo. Sin embargo, no profundizamos la correspondiente explicación por que dicha explicación fue realizada en un anterior libro de próxima publicación.

El derecho se transforma constantemente, en tal sentido cuando dejamos de estudiarlo somos cada día menos conocedores del mismo, ya que las tendencias cambian, y en nuestro medio no se sostiene ni se estudia registral como parte de empresarial. Sin embargo, en un futuro no muy lejano se comprenda a registral como parte de empresarial.

Es decir, el conocimiento se incrementa con el tiempo, dejando constancia que al efectuar este estudio en un inicio se consideró que entre registral y empresarial existen relaciones, lo cual es  incorrecto, por que no se relacionan, sino que  registral forma parte de empresarial.

Respecto al derecho positivo registral peruano, en los últimos años ha evolucionado significativamente, lo cual se advierte al momento de estudiar la reciente legislación registral, entre las cuales destacan con real trascendencia los plenos registrales del Tribunal Registral. Dejando constancia que los plenos registrales aparentemente no forman parte del derecho positivo, pero es importante su estudio para conocer las últimas novedades del derecho registral peruano. La doctrina registral peruana también ha evolucionado mucho en los últimos años como muestra de ello los trabajos de investigación publicados.

Registral en un futuro esperamos se estudiará al igual que tributario y laboral que también forman parte de empresarial, es decir, que con  el tiempo se comprenderá y estudiará a registral como parte de empresarial, pero su estudio se realizará generalmente por separado, con lo cual no estamos de acuerdo. Existiendo pocos abogados corporativos que dominen el derecho registral, lo cual trae como una ventaja competitiva conocer registral.

Consideramos acertado que en un futuro en toda maestría en derecho empresarial se enseñe registral, para que todo magíster en derecho empresarial graduado en el futuro conozca derecho registral y pueda realizarse estudios serios sobre registral como parte de empresarial, ya que la formación en empresarial sin registral resulta incompleta, o con contenido incompleto. Por ejemplo, cuando celebramos un contrato de compra venta de empresas es absurdo efectuar el estudio correspondiente sin conocer registral, ya que no permite efectuar el estudio de las partidas registrales correspondientes. Es decir, conocer empresarial sin conocer registral posibilita celebrar contratos de compraventas de empresas sobre empresas ajenas, es decir, posibilita que se contrate sobre bienes ajenos sin representación, lo cual trae como consecuencia procesos judiciales que pudieron evitarse conociendo registral. En tal sentido el conocimiento de empresarial sin conocer registral implica un conocimiento parcial del tema materia de estudio, lo que trae como consecuencia que los costos de transacción se incrementen, por que como se precisó se pueden generar procesos  judiciales que pudieron haberse evitado.
21.1. RELACIONES DEL DERECHO REGISTRAL
21.1.1. GENERALIDADES

Conforme a la Declaración de la Carta de Buenos Aires, aprobada en el Primer Congreso Internacional de Derecho Registral de 1972: “El derecho registral integra el sistema jurídico con normas y principios propios, de derecho público y de derecho privado, que coexisten y funcionan armónicamente, constituyendo una disciplina independiente de la cual el derecho inmobiliario es una de sus principales ramas”. Es decir, el derecho registral peruano tiene sus propias normas como el Reglamento General de los Registros Públicos y el Reglamento de las Inscripciones de 1936, pero además el derecho registral se relaciona con ramas del derecho positivo(
).

Las relaciones del derecho registral con ramas del derecho positivo se desarrollan a continuación tomando como referencia a la ley por que en el Estado Peruano, al igual que en otros Estados que también pertenecen a la Familia Romano Germánica(
) la ley prima sobre otras fuentes del derecho; y por que conforme al principio de legalidad los registradores califican la legalidad del título en cuya virtud se solicita la inscripción(
), conforme al primer párrafo del artículo V del Título Preliminar del Reglamento General de los Registros Públicos del 2001. Cuando nos referimos a la ley nos estamos refiriendo al derecho escrito(
) que al igual que la costumbre, la jurisprudencia, la doctrina y los principios generales son fuente del derecho en los Estados que pertenecen a la familia del Derecho Romano Germánico (Rene David. Los Grandes Sistemas Jurídicos Contemporáneos. Derecho Comparado. Paginas 84 a la 112).

21.1.2. CON EL DERECHO PROCESAL CIVIL

El derecho registral se relaciona con el derecho procesal civil por que es necesario tener en cuenta el Código Procesal Civil para la anotación de las demandas, embargos, y otras medidas cautelares, así como la inscripción de las sentencias.

El derecho procesal civil es de mucha importancia cuando se libran los exhortos para la registración de los mandatos judiciales y en la calificación registral de documentos judiciales, por lo cual se tiene en consideración el Código Procesal Civil de 1993 promulgado por el D.Leg. 768 y el Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobado por el D.S. 017-93-JUS publicado el 02-06-93.
En la calificación registral de documentos judiciales es necesario tener en cuenta el art. 656 del Código Procesal Civil que establece que tratándose de bienes registrados, la medida puede ejecutarse inscribiéndose el monto de la afectación, siempre que ésta resulte compatible con el título de propiedad ya inscrito y también establece que este embargo no impide la enajenación del bien, pero el sucesor asume la carga hasta por el monto inscrito. Además es necesario tener en cuenta el penúltimo párrafo del art. 123 del mismo Código que establece que la cosa juzgada sólo alcanza a las partes y a quienes de ellos deriven sus derechos, además establece que se puede extender a los terceros cuyos derechos dependen de las partes o a los terceros de cuyos derechos dependen los de las partes, si hubieran sido citados con la demanda.

También es necesario tener presente lo establecido en el tercer párrafo del art. 178(
) del Código Procesal Civil, que establece que en el procedimiento de nulidad de cosa juzgada fraudulenta sólo se pueden conceder medidas cautelares inscribibles.

Muchas normas del derecho procesal civil son necesarias para la calificación registral de documentos judiciales como los artículos 625  (caducidad de medida cautelar) (
), 650 (embargo de inmueble no inscrito), 673 (anotación de demanda), 739 (transferencia de inmueble por Remate), 744 (adjudicación en pago), 837 al 840 (reconocimiento de resoluciones judiciales y laudos expedidos en el extranjero).

21.1.3. CON EL DERECHO PROCESAL PENAL

El derecho registral se relaciona con el derecho procesal penal  por que el Código de Procedimientos Penales de 1940 promulgado por Ley 9024 establece en su art. 96 que el inculpado podrá sustituir el embargo por caución o garantía real, que, a juicio del Ministerio Público, sea suficiente para cubrir su responsabilidad. El mismo Código establece en su art. 97(
) que los embargos que se ordenen para los fines a que se contrae el Título denominado Embargo de bienes del inculpado y de terceros, se inscribirán en los Registros Públicos o en la entidad que corresponda y además establece que éstas inscripciones no están afectas al pago de derechos y se harán por el sólo mérito de la resolución judicial que ordena el embargo.

El derecho procesal penal también es de mucha importancia por que en la calificación de algunos títulos es necesario tener en cuenta las normas sobre incautación.

21.1.4. CON EL DERECHO CIVIL

El derecho registral se relaciona con el derecho civil por que el art. I del Título Preliminar del Código Civil de 1984 promulgado por el Decreto Legislativo 295, contiene las normas aplicables en los supuestos de derogaciones de normas, y el art. IX del Título Preliminar del mismo Código establece que las disposiones del Código Civil se aplican supletoriamente a las relaciones y situaciones jurídicas reguladas por otras leyes, siempre que no sean incompatibles con su naturaleza.

El derecho registral guarda estricta relación con el derecho civil por tal motivo las relaciones existentes se analizarán brevemente a continuación, tomando como referencia los Libros del Código Civil.

Del Libro I del Código Civil es necesario tener en cuenta la Sección Segunda denominada Personas Jurídicas, en la cual se establece las Disposiciones Generales sobre las Personas Jurídicas, y las disposiciones especiales sobre la Asociación, Fundación, Comité y Comunidades Campesinas y Nativas.

El Libro II denominado Acto Jurídico es indispensable por que contiene normas sobre la representación (en especial el art. 156 que establece que para disponer de la propiedad del representado o gravar sus bienes, se requiere que el encargo conste en forma indubitable y por escritura pública, bajo sanción de nulidad), y las causales de nulidad y anulación del acto jurídico entre otros.

Del Libro III  titulado Derecho de Familia es necesario tener en cuenta sobre todo las normas sobre el Régimen Patrimonial en el matrimonio y el patrimonio familiar.

En el Libro IV titulado Derecho de Sucesiones es necesario tener presente las normas sobre revocación, clases y requisitos de los testamentos, y también es necesario tener en cuenta las clases de sucesión.

Del Libro V titulado Derechos Reales es importante tener en cuenta que el Registro otorga publicidad a los Derechos Reales en los Registros de Bienes y en los Registros de Contratos, sobre todo respecto del derecho de propiedad, la prenda (pero no a la prenda con desplazamiento) y la hipoteca.

En el Libro VI titulado Obligaciones es necesario tener en cuenta sobre todo las normas sobre el pago. En el primer párrafo del artículo 1233 del Código Civil se establece que la entrega de títulos valores que constituyen órdenes o promesas de pago, sólo extinguirá la obligación primitiva cuando hubiesen sido pagados(
) o cuando por culpa del acreedor se hubiesen perjudicado, salvo pacto en contrario.

Del Libro VII titulado Fuentes de Obligaciones es necesario tener en cuenta las normas sobre los contratos, sobre todo la compra venta y que conforme al artículo 1582 no pueden integrar la compra venta, que son nulos y que son: 1) El pacto de mejor comprador, en virtud del cual puede rescindirse la compra venta por convenirse que, si hubiera quien de mas por el bien, lo devolverá el comprador, y 2) El pacto de preferencia, en virtud del cual se impone al comprador la obligación de ofrecer al vendedor por el tanto que otro proponga, cuando pretenda enajenarlo. Luego es necesario tener  en cuenta el artículo 1687 en el cual se establece que el plazo del arrendamiento de duración determinada no puede exceder de 10 años y que cuando el bien arrendado pertenece a entidades públicas o a incapaces el plazo no puede ser mayor de seis años.

En el Libro IX se encuentran las Disposiciones Generales sobre los Registros Públicos.

En el Libro X se encuentran las normas relativas al Derecho Internacional Privado las cuales son aplicables al Derecho Registral conforme al artículo 11 del Reglamento General de los Registros Públicos.

También son de especial importancia las normas del Título Final del Código Civil.

21.1.5. CON EL DERECHO MERCANTIL

El derecho registral se relaciona con el derecho mercantil por que para la calificación registral  de los actos inscribibles en el Registro de Sociedades es indispensable la Ley General de Sociedades, Ley 26887 publicada el 09-12-97, y para la calificación de los actos inscribibles en el Registro de Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada es indispensable la Ley de la Empresa Individual de Responsabilidad Limitada, D.Ley 21621 publicada el 15-09-76.  En la calificación registral también es necesario tener en cuenta la Ley de Títulos Valores y la Ley 27287 publicada el 19-06-2000 que regula la emisión (art. 240) y contenido del Título de Crédito Hipotecario Negociable (art. 241).

21.1.6. CON EL DERECHO BANCARIO

El derecho registral se relaciona con el derecho bancario por que para la calificación registral de títulos relacionados con las Instituciones del Sistema Financiero es indispensable la Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, Ley 26702 publicada el 09-12-96.

21.1.7. CON EL DERECHO DE SEGUROS

El derecho registral se relaciona con el Derecho de Seguros por que para la calificación registral de títulos relacionados con las Empresas de Reaseguros y Empresas de Seguros es  indispensable la Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, Ley 26702 publicada el 09-12-96.

21.1.8. CON EL DERECHO MINERO

El derecho registral se relaciona con el derecho minero por que para la calificación registral de actos inscribibles en el Registro de Minería es indispensable el Texto Unico Ordenado de la Ley General de Minería, D.S. 014-92-EM publicado el 04-06-92 y su Reglamento aprobado por D.S. 03-94-EM publicado el 15-01-94.

21.1.9. CON EL DERECHO AGRARIO

El derecho registral se relaciona con el derecho por que para la calificación registral de algunos títulos es necesario la revisión de normas del derecho agrario por ejemplo para la inmatriculación de terrenos de propiedad de Comunidades Campesinas es necesario tener en cuenta el artículo 10 de la Ley que declara de necesidad nacional e interés social- el Deslinde y Titulación del territorio de las Comunidades Campesinas, Ley 24657 publicada el 14-04-87. También es necesario tener en cuenta el Decreto Supremo 008-91-TR publicado el 15-02-91, que aprueba el Reglamento de la Ley General de Comunidades Campesinas.

Es importante tener en cuenta la Ley de Promoción de las Inversiones en el Sector Agrario aprobada por el Decreto Legislativo 653 publicado el 07 de enero de 1991 en cuyo artículo 10 se establece que la Hipoteca y prenda agrícola podrán extenderse mediante documento privado con firmas legalizadas notarialmente y precisa que era título suficiente para su inscripción registral.

Es necesario tener en cuenta el primer párrafo del artículo 16 en el cual se establece que los predios rústicos podrán ser materia de parcelación o independización, sin requerir de autorización previa, con la única limitación de que la unidad o unidades resultantes no sean inferiores a la superficie de la unidad agrícola o ganadera mínima.

En el artículo 19 se establece que toda adjudicación de tierras rústicas, a cualquier persona natural o  jurídica, se efectuará a título oneroso, mediante contrato de compra venta con reserva de propiedad hasta la cancelación total del precio, y precisa que el contrato podrá formalizarse por documento privado con firmas legalizadas y constituirá título suficiente  para su inscripción registral.

La misma norma precisa en el párrafo segundo del artículo 32 se establece que el arrendamiento de tierras eriazas no podrá pactarse por un plazo superior a diez años, renovables de común acuerdo.

En el artículo 61 se establece que las Comunidades Campesinas y nativas, así como las emrpesas campesinas asociativas titulares de dominio de tierras de aptitud forestal, podrán celebrar contratos de arrendamiento de éstas, hasta por 30 años renovables con la finalidasd de uqe sean destinadas a la instalación y/o manejo de plantaciones forestales.

En el segundo párrafo de la Décima Disposición Complementaria se establece que toda inscripción registral relativa a la propiedad y/o posesión de predios rústicos, no inscritos, se efectuará sobre la base de los planos y la información catastral del Ministerio de Agricultura.

También es necesario tener en cuenta la Ley de Inversión Privada en el desarrollo de las actividades económicas en las tierras del territorio nacional y de las Comunidades Campesinas y Nativas aprobada por la Ley 26505 publicada el 17-07-95, la cual establece en el artículo 11 que para disponer, gravar, arrendar o ejercer cualquier otro acto sobre las tierras comunales de la Sierra o Selva, se requerirá del acuerdo de la Asamblea General con el voto conforme de no menos de los dos tercios de todos los miembros de la Comunidad.

21.1.10. CON EL DERECHO NOTARIAL

El derecho registral se relaciona con el derecho notarial por que para la calificación registral de Títulos de origen notarial es indispensable la Ley del Notariado aprobada por el D.Ley 26002 publicado el 27-12-92 y la Ley de Asuntos no Contenciosos, la cual fue aprobada por Ley 26662 publicada el 22-09-96. En la calificación registral también es necesario tener en cuenta las normas sobre el Bloqueo Notarial que son el Decreto Ley 18278 de 19 de mayo de 1970 y la Ley 26481 publicada el 15-06-95.

21.1.11. CON EL DERECHO COOPERATIVO

El derecho registral se relaciona con el derecho cooperativo por que para la calificación registral de títulos en el Registro de Cooperativas es indispensable el Texto Unico Ordenado de la Ley General de Cooperativas aprobado por D.S. 74-90-TR publicado el 07-01-91.

21.1.12. CON EL DERECHO LABORAL

El derecho laboral se relaciona con el derecho registral por que para la calificación registral de Sindicatos, Federaciones y Confederaciones es indispensable la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, Ley 25593 publicada el 02-07-92 y su Reglamento aprobado por D.S. 011-92-TR y publicado el 15-10-92.

21.1.13. CON EL DERECHO ADMINISTRATIVO

El derecho registral se relaciona con el derecho administrativo por que la Ley del Procedimiento Administrativo General publicada el 11-04-2001 establece en el segundo párrafo del art. VII del Título Preliminar que cuando la deficiencia de la normativa lo haga aconsejable, complementariamente a la resolución del caso, la autoridad elaborará y propondrá a quien competa, la emisión de la norma que supere con carácter general esta situación, en el mismo sentido de la resolución dada al asunto sometido a su conocimiento(
).

El derecho registral se relaciona con el derecho administrativo por que el art. 34.1.4 de la Ley del Procedimiento Administrativo General califica a los procedimientos de inscripción  registral de procedimientos administrativos de evaluación previa con silencio negativo. Y también por que para la tramitación de los procesos contenciosos administrativos luego de agotadas las instancias registrales es necesaria la revisión de la Ley 27584 que regula el Proceso Contencioso Administrativo, publicada el 07-12-2001.

En la calificación registral de documentos judiciales es necesario tener en cuenta la Ley del Procedimiento de Ejecución Coactiva, Ley 26979, publicada el 23-09-98 y su Reglamento aprobado por D.S. 036-2001-EF publicado el 06-03-2001.

El art. 13.3 de la Ley establece la medida cautelar previa y el art. 6 del Reglamento de la  Ley de Procedimiento de Ejecución Coactiva aprobado por D.S. 036-2001-EF publicado el 06-03-2001 en su art. 6 regula como medidas cautelares previas la medida cautelar de intervención en recaudación y la medida cautelar en forma de retención. En el art. 17.2 de la misma Ley se establece que cuando se trate de embargo en forma de inscripción el importe de las tasas registrales u otros derechos que se cobren por la anotación en el Registro Público u otro Registro deberá ser pagado por: a) La entidad, con el producto del remate, luego de obtenido éste, o cuando el embargo se hubiese trabado indebidamente, y b) por el obligado con ocasión del levantamiento de la medida. En el art. 21.1 de la misma Ley se establece que la tasación y remate de los bienes embargables, se efectuará de acuerdo a las normas que para el caso establece el Código Procesal Civil, Además en el inc. c del art. 33 de la misma Ley se establece que las formas de embargo que podrá trabar el Ejecutor son entre otras el embargo en forma de inscripción, debiendo anotarse en el Registro Público u otro Registro, según corresponda y se precisa que el importe de las tasas registrales u otros derechos deberán ser pagados por la entidad, con el producto del remate, luego de obtenido éste, o por el obligado con ocasión del levantamiento de la medida, salvo que ésta haya sido trabada en forma indebida.

21.1.14. CON EL DERECHO CONSTITUCIONAL

El derecho registral se relaciona con el derecho constitucional por que las inscripciones no pueden estar en contra de normas contenidas en la Constitución de 1993 publicada el 30-12-93. Por ejemplo el segundo párrafo del art. 89(
) de la Constitución Política de 1993 establece que la propiedad de las tierras de las Comunidades y Nativas es imprescriptible, norma que es necesario tener en cuenta para la calificación de títulos de prescripción adquisitiva de dominio. Otro ejemplo es en el caso del art. 74 de la Constitución de 1993 que establece que las exoneraciones tributarias sólo pueden establecerse por ley o decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo, lo cual es necesario concordar con el art. 172 del Reglamento General de los Registros Públicos en el cual se establece que los derechos registrales son tasas y con el art. 173 del mismo Reglamento en  el cual se establece que la exoneración de derechos registrales sólo procede por disposición expresa de la ley o decreto legislativo, en caso de delegación. Otro artículo de la Constitución que es necesario tener en cuenta en el derecho registral es el tercer párrafo del art. 103 en el cual se establece que la ley se deroga sólo por otra ley y se precisa que también queda sin efecto por sentencia que declara su inconstitucionalidad.

En la calificación registral también es necesario tener en cuenta el segundo párrafo del art. 71 de la Constitución que establece que dentro de los 50 kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden adquirir ni poseer, por título alguno, minas, tierras, bosques, aguas, combustibles ni fuentes de energía, directa ni indirectamente, individualmente ni en sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Estado, el derecho así adquirido. Se exceptúa el caso de necesidad pública expresamente declarada por decreto supremo aprobado por el Consejo de Ministros conforme a Ley.

21.1.15. CON EL DERECHO PROCESAL LABORAL

El derecho registral se relaciona con el derecho procesal laboral por que en la calificación registral de algunos títulos es necesario tener en cuenta que el art. 100 de la Ley Procesal de Trabajo, Ley 26636, publicada el 24-06-96 establece que cuando la pretensión principal es apreciable en dinero, se puede solicitar embargo bajo la modalidad de inscripción o administración. En la Tercera Disposición Derogatoria Sustitutoria y Final se establece que en lo no previsto por esta Ley son de aplicación supletoria las normas del Código Procesal Civil.

21.1.16. CON EL DERECHO PENAL

El derecho registral se relaciona con el derecho penal por que conforme al art. 36 del Reglamento General de los Registros Públicos establece la tacha por falsedad documentaria, por la cual cuando en el procedimiento de calificación el Registrador o el Tribunal Registral advierta la falsedad del documento en cuyo mérito se solicita la inscripción, previamente a los trámites que acrediten indubitablemente tal circunstancia, procederá a tacharlo o disponer su tacha según el caso, derivando copia del documento o documentos al archivo del Registro y además se establece que informará a la autoridad administrativa superior, acompañando el documento original a fin de que se adopten las acciones legales pertinentes.

21.1.17. CON EL DERECHO TRIBUTARIO

El derecho registral se relaciona con el derecho tributario por que el Texto Unico Ordenado del Código Tributario que fue aprobado por Decreto Supremo Nº 135-99-EF publicado el 09-08-99, establece en el literal b del art. IV  del Título Preliminar establece que sólo por Ley o por Decreto Legislativo, en caso de delegación de facultades se puede conceder exoneraciones y otros beneficios tributarios. Es decir, conforme al Código Tributario las exoneraciones de derechos registrales es necesario que sean concedidas por Ley o por Decreto Legislativo.

Además en el literal 2 del inc. c del art. II del Título Preliminar del mismo Código se establece que los derechos son tasas que se pagan por la prestación o mantenimiento de un servicio público, es decir se establece que los derechos registrales son tasas.

En el segundo párrafo del numeral 2 del art. 118 del Código Tributario se establece que cuando se trate de bienes inmuebles no inscritos en Registros Públicos, el Ejecutor coactivo podrá trabar embargo en forma de depósito respecto de los citados bienes, debiendo nombrarse al deudor tributario comodepositario.

En el numeral 3 del mismo artículo se establece que el Ejecutor Coactivo puede trabar embargo en forma de inscripción, debiendo anotarse en el Registro Público u otro registro, según corresponda y se establece que el importe de tasas registrales u otros derechos, deberá ser pagado por la Administración Tributaria con el producto del remate, luego de obtenido éste, o por el interesado con ocasión del levantamiento de la medida.

En el art. VII del Código Tributario  se establece que toda exoneración o beneficio tributario concedido sin señalar plazo, se entenderá otorgado por tres años y además se establece que no hay prórroga tácita. Por lo cual si concordamos esta norma con lo establecido en el literal 2 del inc. c del art. II del Título Preliminar del mismo Código se concluye que las exoneraciones de los derechos sin señalar plazo se entenderán otorgadas por tres años. Y teniendo en cuenta que el tercer párrafo del art. 173 del Reglamento General de los Registros Públicos establece que la exoneración de derechos registrales tiene el carácter de temporal y que sólo rige por el plazo previsto en las normas exoneratorias y establece que en su defecto, por el plazo máximo establecido en el Código Tributario, podemos afirmar que actualmente las exoneraciones de derechos registrales sin que la ley determine un plazo para las mismas, se entenderán otorgadas por tres años y además que no hay prórroga tácita  conforme al Código Tributario.

El segundo párrafo del art. 6 del Código Tributario establece que la Administración Tributaria podrá solicitar a los Registros la Inscripción de Resoluciones de Determinación, Ordenes de Pago o Resoluciones de Multa, y establece que la misma deberá anotarse a simiple solicitud de la Administración, obteniendo así la prioridad en el tiempo de inscripción que deteremina la preferencia de los derechos que otorga el registro.

21.1.18. CON EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

El derecho registral se relaciona con el derecho internacional privado por que el tercer párrafo del art. 11 del Reglamento General de los Registros Públicos establece que las sentencias, así como las resoluciones que ponen término al procedimiento y los laudos arbitrales pronunciados en el extranjero son inscribibles, siempre que hayan sido reconocidos en el pais, conforme a las normas establecidas en el Código Civil, el Código Procesal Civil y la Ley General de Arbitraje, en su caso, y al referirse al Código Civil se refiere a su Libro X denominado Derecho Internacional Privado.

21.1.19. CON EL DERECHO INDUSTRIAL

El derecho registral se relaciona con el derecho industrial por que para la calificación registral de Prendas Industriales es indispensable la Ley General de Industrias, aprobada por Ley 23407 publicada el 29-05-82.

El artículo 82 de la Ley 23407 establece que toda persona natural o jurídica dedicadas a la actividad industrial(
) podrá constituir prenda industrial sobre las maquinarias, equipos, herramientas, medios de transporte y demás elementos de trabajo, así como las materias primas, semielaboradas, los envases y cualquier producto manufacturado o en proceso de manufactura, manteniendo su tenencia y uso.

La misma Ley precisa en el artículo 83 que los Registros Públicos llevan el Registro de Prenda Industrial conforme a sus disposiciones de su Reglamento de Inscripciones. En dicho Registro se inscribirán todos los actos y contratos de prenda industrial.

En el artículo 84 de la Ley 23407 se establece que los contratos de prenda industrial pueden extenderse en instrumento privado, con firma legalizada notarialmente y que estos contratos surten sus efectos a partir de su inscripción en el Registro.

21.1.20. CON EL DERECHO URBANISTICO

El derecho registral se relaciona con el derecho urbanístico por que para la calificación registral de algunos títulos es indispensable el Reglamento Nacional de Construcciones y la Ley General de Habilitaciones Urbanas contenida en la Ley 26878 publicada el 20-11-97 y el Texto Unico Ordenado del Reglamento de la Ley General de Habilitaciones Urbanas aprobado por Decreto Supremo 011-98-MTC publicado el 05-06-98.

21.1.21. CON EL DERECHO MUNICIPAL

El derecho registral se relaciona con el derecho municipal por que para la calificación registral de algunos títulos es indispensable la Ley de Tributación Muncipal, D.Leg. 776 publicado el 31-12-93, modificado por la Ley 27616 publicada el 29-12-2001.

21.1.22. CON EL DERECHO CONCURSAL

El derecho registral se relaciona con el derecho concursal por que en la calificación registral de algunos títulos es necesario tener en cuenta que La Ley General del Sistema Concursal, Ley 27809 publicada el 08-08-2002
.

21.1.23. CON EL DERECHO AMBIENTAL

El derecho registral se relaciona con el derecho ambiental por que para la calificación registral de algunos es necesario tener en cuenta el Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, promulgado por el D.Leg 613 publicado el 08-09-90.

El art. XII del Título Preliminar del Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales establece que dicho Código prevalece sobre cualquier otra norma legal contraria a la defensa del medio ambiente y los recursos naturales. En el art. 88 del mismo Código se establece que la propiedad debe usarse de acuerdo con la zonificación establecida y que todo cambio de uso debe ser autorizado por el gobierno local correspondiente.

21.1.24. CON EL DERECHO DE MENORES

El derecho registral se relaciona con el derecho de menores por que el Código de los Niños y Adoscentes aprobado por Ley 27337 publicado el 07-08-2000 establece en su art. 176  que las medidas cuatelares a favor del niño y del adolescente se rigen por lo dispuesto en dicho Código y por lo dispuesto por en el Título Cuarto de la Sección Quinta del Libro Primero del Código Procesal Civil(
).

21.1.25. CON EL DERECHO ELECTORAL

El derecho registral se relaciona con el derecho electoral por que el inciso c del artículo 390 de la Ley Orgánica de Elecciones, Ley 26859, publicada el 01 de octubre de 1997, establece sanciones a los registradores públicos, notarios , escribanos, empleados públicos y demás personas que no exijan la presentación del Documento Nacional de Identificación con la constancia de sufragio en las últimas elecciones, o la dispensa de no haber votado otorgada por el Jurado Nacional de Elecciones, a fin de identificar a quienes intentan a quienes intentan realizar actos que requieran tal presentación sin hacerla(
).

21.1.26. CON EL DERECHO ADUANERO

El derecho registral se relaciona con el derecho aduanero ya que el primer párrafo del artículo 29 del Reglamento de Cobranza Coactiva en Aduanas aprobado por Resolución de Superintendencia de Aduanas Nº  001104 publicado el 18-04-97, establece que el embargo en forma de depósito se efectuará sobre los bienes muebles o inmuebles no registrados de propiedad del deudor. En el quinto párrafo del mismo artículo se establece que en el caso de embargo de vehículos, se solicitará el apoyo de la Policía Nacinal. Sin perjuicio de la inscripción correspondiente en la dependencia del Ministerio de Transportes y Comunicaciones.

El artículo 30 de la misma norma establece que el embargo en forma de inscripción recae sobre bienes registrables, ejecutándose la medida inscribiendo el monto de la afectación, siempre que ésta resulte compatible con el título de propiedad ya inscrito y establece que para el caso del Registro Público de la Propiedad de Inmuebles, se anotará la medida sin el requisito de pago de tasas registrales u otros derechos, los que serán abonados por Aduanas con el producto del remate o por deudor o interesado con ocasión del levantamiento de la medida de embargo. En el segundo párrafo del mismo artículo se establece que el Ejecutor Coactivo remitirá los partes al Registro respectivo, los que incluirán la Resolución que ordena la ejecución de la medida.

21.1.27. CON EL DERECHO CANONICO

El derecho registral se relaciona con varias ramas del derecho positivo peruano, y además se relaciona con el Derecho Canónico, por lo cual en la calificación registral de algunos títulos es indispensable el Código de Derecho Canónico y el Acuerdo suscrito por Santa Sede y el Estado Peruano, Ley 23211, publicado el 25-07-80. El Código Civil Peruano establece en el segundo párrafo de su art. 81 que si la asociación es religiosa, su régimen interno se regula de acuerdo con el estatuto aprobado por la correspondiente autoridad eclesiástica.

Derecho notarial
El derecho empresarial y derecho corporativo también abarca al derecho notarial, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo.
El derecho notarial es de vital importancia dentro del derecho empresarial ya que cuando un abogado quiere asesorar es de vital importancia conocer que documento necesita obtener para cada contrato que celebra la empresa o constituye la empresa.

En el derecho empresarial los abogados deben conocer derecho notarial porque deben conocer los instrumentos públicos protocolares y extraprotocolares, competencia notarial, entre otros.

También debe conocer otros temas como los protestos, prohibiciones de los notarios, la escritura pública, los traslados, y otros temas propios del derecho notarial.

El derecho notarial ha merecido pocos estudios por parte de los tratadistas, autores y articulistas.

En tal sentido corresponde en esta sede estudiar el derecho notarial como parte del derecho empresarial.

Si un jurista desconoce notarial puede ser sorprendido  y se le puede hacer creer que un documento privado es un traslado, como ha ocurrido en algunas oportunidades.

Para Mengual y Mengual el derecho notarial es aquella rama científica del Derecho Público que constituyendo un todo orgánico, sanciona en forma fehaciente las relaciones jurídicas voluntarias y extrajudiciales, mediante la intervención de un funcionario que obra por delegación del poder público.

En el Tercer Congreso Internacional de Derecho Notarial se estableció que el derecho notarial es el conjunto de disposiciones legislativas reglamentarias, usos, decisiones jurisprudenciales y doctrinas que rigen la función notarial y el instrumento público notarial.

Nuñez Lagos afirma que el documento, como la cosa en el derecho real, es objeto esencial, principal y final del derecho notarial.

José María Sanahuja y Soler define el derecho notarial como la parte del ordenamiento jurídico que, por conducto de la autenticación y legalización de los hechos que hacen la vida normal de los derechos asegura el reinado de esta última.

Guillermo Cababellas define el derecho notarial como los principios y normas reguladoras de la organización de la función notarial y de la teoría formal del documento público.

Es decir, podemos afirmar que dentro del derecho positivo el derecho notarial es el conjunto normas jurídicas que determinan la competencia notarial, así como regulan la actuación de los notarios cuya principal función es la escritura pública. Sin embargo, es necesario precisar que la competencia notarial comprende a los instrumentos públicos notariales protocolares, instrumentos públicos notariales extraprotocolares (conforme a la Ley del Notariado) y los procesos no contenciosos (conforme a la Ley 26662, Ley 27157 y normas complementarias y modificatorias).

Para Bardallo el derecho notarial es el "Sistema jurídico que tiene por objeto regular la forma jurídica y la autenticidad de los negocios y demás actos jurídicos, para la realización pacífica del derecho".

Para Giménez-Arnau el derecho notarial es el "Conjunto de doctrinas o de normas jurídicas que regulan la organización de la función notarial y la teoría formal del instrumento público".

Para Enrique Gimenez Arnau el derecho notarial es el conjunto de doctrinas de normas jurídicas que regulan la función del escribano y la teoría formal del instrumento público.

Para D'Orazi Flavoni el derecho notarial es el "Conjunto de normas que disciplinan subjetiva, objetiva y funcionalmente la institución notarial".

Para Larraud el derecho notarial es el "Conjunto sistemático de normas jurídicas que se relacionan con  la conducta   del   notario,   pero  esa    actividad  suya  debe   ser entendida ampliamente como actividad cautelar, de asistencia y regulación de los derechos de los particulares".

Para Villalba Welsh el derecho notarial es el "El que tiene por objeto la conducta del notario en cuanto autor de la forma pública notarial".
Para Mustápich el derecho notarial es "El derecho notarial es, en cierto aspecto, una rama individualizada y autónoma del derecho formal; puede denominársele derecho formal auténtico o derecho de la autenticidad".
Para Riera AISA el derecho notarial es el "Es aquel complejo normativo que regula el ejercicio y efectos de la función notarial, con objeto de lograr la seguridad y permanencia en las situaciones jurídicas a que la misma se aplica". 
Para Sanahuja y Soler el derecho notarial es "Es aquella parte del ordenamiento jurídico que asegura la vida de los derechos en la normalidad, mediante la autenticación y legalización de los hechos de que dependen".

Para Villalba Welsh el derecho notarial es "El que tiene por objeto la conducta del  notario en cuanto autor de la forma pública notarial".

Para Gattari el derecho notarial es el "Conjunto de conceptos y preceptos que regulan y versan sobre la forma instrumental, la organización de la función y la actividad del notario en relación a aquellas". 

22.1. RELACIONES DEL DERECHO NOTARIAL

El derecho notarial tiene sus propias normas pero en su aplicación se relaciona con varias ramas del derecho positivo conforme se detalla a continuación:

22.1.1. CON EL DERECHO REGISTRAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho registral por que muchos de los documentos otorgados en el Registro de Escrituras Públicas y en el Registro de Actas de Transferencia de Bienes Muebles Registrables se registran en los Registros agrupados en el artículo 2 de la Ley 26366. Lo mismo ocurre en el caso de los procesos tramitados en el Registro de Asuntos no Contenciosos como son el proceso de Sucesión Intestada entre otros. La relación existente entre el derecho notarial y el derecho registral es muy extrecha pero es necesario precisar que no todos los documentos notariales se registran en los registros agrupados en el artículo 2 de la Ley 26366, en tal sentido no son actos registrables los protestos, las cartas notariales, las legalizaciones de firmas, entre otros.

Es necesario tener en cuenta que conforme a las normas registrales para la transferencia de vehículos es necesario acta de transferencia y ya no procede la inscripción en mérito a documento privado.

La relación entre el derecho notarial y el derecho registral es tan estrecha que existen cátedras denominadas derecho registral y notarial.

22.1.2. CON EL DERECHO CIVIL

El derecho notarial se relaciona con el derecho civil por que para extender los documentos ante los Notarios es necesario tener en cuenta las normas del Código Civil, por ejemplo cuando se redactan escrituras públicas sobre compra venta no pueden integrar el cuerpo de la minuta algunas clausulas por prohibición expresa del Código Civil. El artículo 126 de la Ley del Notariado establece que en todo caso para declarar la nulidad de un instrumento público notarial, se aplicarán las disposiciones del derecho común.

Es necesario tener en cuenta el Código Civil por ejemplo para el otorgamiento de testamentos por escritura pública y para el otorgamiento de los testamentos cerrados.

22.1.3. CON EL DERECHO CONSTITUCIONAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho constitucional por que la constitución establece que dentro de los 50 kilómetros los extranjeros no pueden extender adquirir derechos.

22.1.4. CON EL DERECHO ELECTORAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho electoral por que no pueden otorgar documentos cuando no hayan votado en las elecciones.

22.1.5. CON EL DERECHO COOPERATIVO
El derecho notarial se relaciona con el derecho cooperativo por que para algunos documentos es necesario tener en cuenta la Ley de Cooperativas.

22.1.6. CON EL DERECHO TRIBUTARIO
El derecho notarial se relaciona con el derecho tributario por que conforme al Decreto Legislativo 776 se establece que los Notarios deben exigir el pago de Tributos Municipales.

22.1.7. CON EL DERECHO URBANISTICO

El derecho notarial se relaciona con el derecho urbanístico por que para algunos documentos es necesario tener en cuenta las normas contenidas en el Reglamento Nacional de Construcciones.

22.1.8. CON EL DERECHO BANCARIO

El derecho notarial se relaciona con el derecho bancario por que para algunos documentos es necesario tener en cuenta la ley de bancos.

22.1.9. CON EL DERECHO AGRARIO

El derecho notarial se relaciona con el derecho agrario por que para algunos documentos es necesario tener en cuenta el Decreto legislativo 653 que establece la unidad agrícola familiar y otras normas del derecho agrario.

22.1.10. CON EL DERECHO PROCESAL CIVIL

El derecho notarial se relaciona con el derecho procesal civil por que para las protocolizaciones es necesario tener en cuenta entre otras normas el Código Procesal Civil y la Ley Orgánica del Poder Judicial. Conforme al artículo 3 de la Ley 26662 la actuación notarial en los asuntos no contenciosos señalados en el artículo 1 se sujetan a las normas que estable la presente ley y supletoriamente la Ley del Notariado y al Código Procesal Civil, es decir, en estos procesos es de aplicación supletoria el Código Procesal Civil.

El numeral 2 del artículo 235 del Código Procesal Civil establece que es documento público la escritura y demás documentos otorgados ante y por notario público según la ley de la materia. En el último párrafo del mismo artículo se establece que la copia del documento público tiene el mismo valor que el original, si está certificada por auxiliar jurisdiccional respectivo, notario público o fedatario, según corresponda.

En la parte final del artículo 236 del mismo Código se establece que la legalización o certificación de un documento privado no lo convierte en público, en tal sentido las legalizaciones de reproducción de un documento privado son también documentos privados.

22.1.11. CON EL DERECHO COMERCIAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho comercial por que para los protestos es necesario tener en cuenta la Ley de Títulos Valores para el protesto de los títulos valores sujetos a protesto y por que para el otorgamiento de escrituras de constitución de sociedades y otros actos es necesario tener en cuenta la Ley General de Sociedades.

Para la constitución de Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada es necesario tener en cuenta el D.Ley 21621.

22.1.12. CON EL DERECHO DE MENORES

El derecho notarial se relaciona con el derecho de menores por que es necesario tener en cuenta el Código de los Niños y de los Adolescentes en las autorización para viaje de menores a que se refiere el inciso a del artículo 94 de la Ley del Notariado.

También es necesario tener en cuenta el mismo Código para la constitución de asociaciones de menores conforme a su artículo 13.

22.1.13. CON EL DERECHO ADMINISTRATIVO
El derecho notarial se relaciona con el derecho administrativo por que para ejecutar la carta fianza es necesario tener en cuenta la ley de contrataciones y adquisiciones del Estado, su Reglamento y otras normas del derecho administrativo. 

22.1.14. CON EL DERECHO LABORAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho laboral por que para la constitución de sindicatos, federaciones y confederaciones es necesario tener en cuenta la legislación laboral. 

22.1.15. CON EL DERECHO CONCURSAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho concursal por que conforme a Ley del Sistema Concursal, en algunos supuestos los Notarios tienen facultades para tramitar procesos concursales.

22.1.16. CON EL DERECHO ADUANERO

El derecho notarial se relaciona con el derecho aduanero por que para la constitución de agencias de aduanas es necesario tener en cuenta el derecho aduanero.

22.1.17. CON EL DERECHO INDUSTRIAL

El derecho notarial se relaciona con el derecho industrial por que la Ley General de industrias es necesario tener en cuenta para la constitución de prendas industriales.

22.1.18. CON EL DERECHO CANONICO

El derecho notarial se relaciona con el derecho canónico por que debe verificarse que los documentos notariales se adecúan al derecho canónico conforme al Convenio suscrito entre Santa Sede y el Estado Peruano.

Derecho Penal de la Empresa
El derecho empresarial y el derecho corporativo abarca al derecho penal de la empresa, que se ubica dentro del derecho público, el cual desarrollaremos a continuación.

El derecho empresarial abarca a todo el derecho privado, pero también abarca al derecho social y al derecho público. Y dentro del derecho público se ubica el derecho penal.

Un rama del derecho empresarial es el derecho penal de la empresa, la cual es materia de estudio en esta sede.

Es decir, no es materia de estudio todo el derecho penal, sino sólo el derecho penal de la empresa.

En tal sentido nos referiremos al derecho penal de la empresa, pero no al derecho penal económico, porque este último no es parte del derecho empresarial, sino al parecer del derecho económico.

El derecho penal de la empresa es la rama del derecho público que prevee y sanciona los delitos relacionados con la actividad empresarial.

Cuando nos referimos a infracciones penales podemos referirnos a faltas o delitos. El artículo 11 del Código Penal Peruano de 1991 establece  que son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la ley, es decir, que son delitos o faltas las establecidas como tales en el derecho positivo peruano, o en otro Estado, como Chile, España, Francia, Ecuador, entre otros Estados que cuentan con derecho penal codificado, y en otras normas según sea el caso.

El artículo 12 del Código Penal Peruano de 1991, establece que las  penas establecidas por la  ley se aplican siempre al agente de infracción dolosa, el agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente establecidos por la ley.

Para mayor comprensión del derecho penal de la empresa sugerimos la lectura de la parte primera de mi libro Derecho Comparado y Sistemas Jurídicos, en la cual se realiza un estudio del derecho codificado penal en el derecho  comparado.

Sin embargo los delitos en el derecho penal peruano no se encuentran establecidos sólo en el Código Penal Peruano sino también en el derecho no codificado, como el contenido en normas penales reunidas en leyes especiales.

El derecho penal tiene dos partes que son parte general y la parte especial, por lo cual a continuación nos referimos a la parte general.

En tal sentido debemos precisar que el delito es la conducta típica, antijurídica y culpable. Es decir, para que exista delito debe tratarse de una persona natural o persona jurídica (de derecho privado o  derecho público) o un ente autónomo. Para que una conducta sea considerada delito debe estar establecida como tal en el derecho positivo del Estado Peruano.

Habiéndonos referido a la parte general del derecho penal nos referimos a continuación a la parte especial del mismo.

Los delitos que forman parte del derecho penal de la empresa, son los libramientos  indebidos, las defraudaciones, robo, hurto, es decir delitos contra el patrimonio, delitos contra la confianza y la buena fe en los negocios, delitos contra los derechos  intelectuales, delitos contra el orden económico, delitos contra el orden financiero y monetario, delitos tributarios, delitos contra la economía, delitos contra la fe pública. Es decir, el derecho penal de la empresa es muy amplio  de estudiar y en el presente sólo es posible agrupar los delitos que comprende. Es decir, aparentemente el derecho penal de la empresa es poco amplio, pero esto no es correcto.

Los delitos ubicados dentro del derecho penal de la empresa que son frecuentes son el hurto y los libramientos indebidos.

El derecho penal de la empresa se relaciona con muchas ramas del derecho, tales como cambiario, concursal, comercial, procesal penal, entre otras.

En los diferentes delitos debe tenerse en cuenta los elementos constitutivos del delito, los cuales han merecido poco estudio por parte de los diferentes autores.

La norma principal a ser estudiada y aplicada dentro del derecho positivo peruano es el Código Penal Peruano de 1991.

El derecho penal ha evolucionado mucho ya que antes no existía Código Penal, sino que se aplicaban  otras sanciones como la venganza privada o la venganza pública, entre otras penas.

No hemos tenido a la vista artículos, libros ni tratados sobre el derecho penal de la empresa, no obstante que las fuentes de información consultadas fueron nacionales y extranjeras, es decir, no existen autores penalistas que dominen el derecho penal de la empresa.

En tal sentido para los investigadores jurídicas esta una rama muy interesante que puede ser tomada en cuenta.

Por lo que es difícil el estudio del derecho penal de la empresa, sin embargo, debemos dejar constancia que sobre el derecho penal económico si se han ubicado fuentes de información, en los cuales se desarrollan algunos delitos  ubicados dentro del derecho penal de la empresa.

Derecho Procesal Penal de la Empresa
El derecho empresarial y derecho corporativo forma parte del derecho procesal penal de la empresa, el cual se ubica dentro del derecho penal y dentro del derecho público, el cual desarrollaremos a continuación.

Para la tramitación de los delitos del derecho penal de la empresa, tales como los libramientos indebidos, entre otros delitos del derecho penal la empresa, se debe tener en cuenta el derecho procesal penal.

El derecho procesal penal se relaciona con el derecho penal de la empresa.

Para tener una visión mas clara el derecho procesal de la empresa  sirve para tramitar los delitos del derecho penal de la empresa.

Para estudiar el derecho procesal  penal dentro del derecho positivo  peruano es necesario tener en cuenta el Código de Procedimientos Penales Peruano de 1940 (Ley 9024) y el Código Procesal  Penal de 1991. Sin embargo debemos dejar constancia que también existe en el derecho positivo peruano Código Procesal Penal  Peruano del 2004.

Cada delito corresponde tramitar en distintas vías procedimentales en el derecho peruano, es decir, en el derecho peruano no existe una sóla vía procedimental.

Quien es procesado en el derecho peruano por un delito puede proponer excepciones y cuestiones previas.

Es decir, si bien es cierto se procesa a los inculpados también estos tienen derechos.

En esta parte del libro recomendamos leer la responsabilidad penal de las empresas.

El derecho procesal penal de la empresa no es conocido y no existe bibliografía sobre el mismo lo cual dificulta su estudio y aplicación.

Derecho constitucional económico
El derecho empresarial también abarca a parte del derecho público, como el derecho constitucional, por lo cual cuando se estudia el derecho empresarial debemos tener en cuenta el derecho constitucional.

Una rama del derecho constitucional es el derecho constitucional económico.

En tal sentido no sólo el derecho constitucional económico forma parte del derecho constitucional, sino que es una parte solamente.

Los artículos principales de la Constitución  Política Peruana de 1993 que corresponden aplicar y estudiar en el derecho constitucional económico son los artículos del 58 al 89.

El artículo 58 de la Constitución Política Peruana de mil novecientos noventa y tres establece que “la iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de mercado. Bajo este régimen, el estado  orienta el desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura”.
El artículo 62 de la Constitución referida establece que la libertad de contratar garantiza que  las partes pueden pactar válidamente según las normas vigentes al tiempo del contrato. Los términos contractuales no pueden ser modificados por leyes  u otras disposiciones de cualquier clase. Los conflictos derivados de la relación contractual sólo se solucionan en la vía arbitral o en la judicial, según los mecanismos de protección previstos en el contrato o contemplados en la ley. Mediante contratos ley, el estado puede establecer garantías y otorgar seguridades. No pueden ser modificados legislativamente, sin perjuicio de la protección a que se refiere el párrafo precedente.

Este artículo también es de vital importancia dentro del derecho contractual.

La constitución es la norma que prevalece sobre cualquier otra del estado Peruano.

Derecho aeronautico
El derecho aeronáutico forma parte del derecho comercial, empresarial y corporativo.

En el derecho aeronáutico es necesario precisar que la vía aérea puede ser utilizada para transporte de pasajeros y de carga. Por lo cual cabe afirmar que la vía terrestre y en algunos casos marítima y lacustre compite con el transporte aéreo.

En tal sentido existe una parte del derecho que se discute si pertenece al mismo que son estudiadas por el derecho militar, en el cual se estudia las aeronaves militares.

Por lo cual debemos precisar que las aeronaves militares se inscriben en otro registro como es el registro a cargo de las fuerzas armadas.

En el derecho aeronáutico es necesario tener en cuenta que una parte del mismo es la aeronáutica civil. La cual se rige en el derecho positivo peruano por la ley 27261 que contiene la ley de aeronáutica civil del Perú, entre otras normas de derecho positivo. 

El artículo 1 de esta ley lo siguiente: 

a) La aeronáutica civil se rige por la Constitución Política del Perú, por los instrumentos internacionales vigentes, por la presente ley, sus reglamentos y anexos técnicos, las Regulaciones Aeronáuticas del Perú y demás normas complementarias.

b) Los aspectos de orden técnico y operativo de las actividades aeronáuticas civiles se regulan por los anexos técnicos del Reglamento de la presente ley, aprobados por el Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, así como las Regulaciones Aeronáuticas del Perú aprobadas por la Dirección General de Aeronáutica Civil.

c) Las cuestiones no previstas en la legislación aeronáutica se resolverán por los principios generales del derecho aeronáutico y por los usos y costumbres de la actividad aeronáutica internacional o, en su defecto, por las leyes análogas y por los principios generales del derecho común.

En tal sentido podemos afirmar que este artículo primero de la ley en mención regula las fuentes del derecho aeronáutico, lo cual es precisado sólo en algunas ramas del derecho, en tal sentido en el derecho civil peruano debemos dejar constancia que el Código Civil Peruano de 1984 no regula cuales son las fuentes del derecho.

El hecho de precisar en forma expresa cuales son las fuentes del derecho, facilita la aplicación, estudio y difusión de esta rama del derecho.

El artículo 2 de la mencionada norma precisa lo siguiente:

2.1 La Aeronáutica Civil es el conjunto de actividades vinculadas al empleo de aeronaves civiles.

2.2 Las normas relativas a la circulación aérea, responsabilidad, búsqueda, asistencia y salvamento son aplicables a las aeronaves del Estado, cuando realicen actividades sujetas al ámbito de esta ley.

De la lectura de este artículo podemos afirmar que el derecho aeronáutico se divide en dos ramas del derecho que son: 1) derecho aeronáutico civil, y 2) derecho aeronáutico militar y policial.

En la segunda parte del artículo se precisa que la ley en mención es de aplicación a las aeronaves del Estado sólo cuando realicen actividades sujetas al ámbito de dicha ley.

El artículo 3 de la ley establece que el Estado Peruano ejerce soberanía completa y exlclusiva sobre el espacio aéreo que cubre su territorio y mar adyacente, hasta el límite de las 200 (doscientas) millas, de conformidad con la Constitución Política del Perú.

Por lo cual esta norma la debemos concordar con el primer párrafo del artículo 954 del Código Civil Peruano de 1984, en el cual se establece que la propiedad del predio se extiende al subsuelo y al sobresuelo, comprendidos dentro de los planos verticales del perímetro superficial y hasta donde sea útil al propietario el ejercicio de su derecho.

El artículo 4 de la ley precisa los objetivos permanentes del Estado en Aeronáutica Civil.

El artículo 5 establece la  reserva de la actividad Aeronáutica Civil a favor del sector privado, precisando lo siguiente:

5.1 La actividad Aeronáutica Civil está reservada al sector privado.

5.2 El Estado sólo podrá realizar, subsidiariamente, actividades de aviación comercial por alto interés público o manifiesta conveniencia nacional, previa autorización y en las condiciones establecidas mediante ley expresa.

El artículo 6 de la ley regula la aplicación de la ley nacional y competencia jurisdiccional, en los siguientes términos:

Los hechos ocurridos, actos realizados y delitos cometidos a bordo de una aeronave civil peruana fuera del territorio del Perú también se someten a las leyes y tribunales peruanos en los siguientes casos cuando se encuentre sobre:

a. Altamar o en espacio aéreo donde ningún Estado ejerza soberanía, o

b. Territorio extranjero, excepto que los efectos de tales hechos, actos o delitos afecten la seguridad o el orden público del Estado subyacente o causen daño a personas o bienes dentro de territorio peruano.

Este artículo debió precisar en el primer párrafo en lugar de aeronave civil peruana, a aeronave registrada en el Estado Peruano, a fin de ser mas entendible y  poder aplicar el mismo.

El numeral 3 del artículo 139 de la Constitución Política Peruana de 1993 establece que ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera que sea su denominación.

Esta norma constitucional prevalece en el derecho peruano sobre cualquier otra y en caso de violarse la misma, puede válidamente interponerse acción de amparo.

El artículo 8 de la ley establece cual es la autoridad competente, en los siguientes términos:

8.1 El Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción es la única Autoridad Aeronáutica Civil.

8.2 La Autoridad Aeronáutica Civil es ejercida por la Dirección General de Aeronáutica Civil como dependencia especilizada del Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, con autonomía técnica, administrativa y financiera necesaria para el cumplimiento de las funciones que señalan la presente ley y su reglamento.

8.3 La Dirección General de Aeronáutica Civil está a cargo de un Director General designado mediante Resolución Suprema a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, por un período de 4 (cuatro) años, renovable por idénticos términos.

8.4 El nombramiento en el cargo de Director General de Aeronáutica Civil concluye por:


a) Renuncia aceptada,


b) Vacancia en caso de muerte o incapacidad legal sobreviviente, o


c) Remoción declarada por Resolución Suprema debidamente motivada.

El artículo 12 de la ley establece las instancias administrativas, precisando lo siguiente:

12.1 La Dirección General de Aeronáutica Civil resuelve en primera instancia:

a) El otorgamiento, modificación, suspensión y revocación de los Permisos de Operación y Permisos de vuelo;

b) El otorgamiento, modificación, suspensión y revocación de las autorizaciones de estaciones reparadoras, escuelas de aviación, centros de instrucción de controladores de tránsito aéreo, técnicos de mantenimiento y los aeródromos públicos y privados; y

c) Otras autorizaciones, procedimientos, infracciones y sanciones de carácter administrativo establecidos en la reglamentación de la presente ley,

12.2 El Viceministro de Transportes constituye la segunda y última instancia admnistrativa y sus resoluciones agotan la vía administrativa. Es potestativo del Viceministro de Transportes solicitar en estos casos la opinión de la Comisión Consultiva de Aeronáutica Civil.

Derecho de la Seguridad Social
Otra rama del derecho empresarial y corporativo es el derecho de la seguridad social (esta rama del derecho no existió en el derecho romano antiguo y al parecer se desprende del derecho laboral) que regula y estudia los derechos sociales de los trabajadores.

Esta rama del derecho social regula y estudia el sistema de pensiones, que es regulado por el derecho pensionario, al cual se dedican pocos abogados, en tal sentido podemos afirmar que la misma puede ser muy lucrativa para los abogados que dominan la misma, dejando constancia que conocemos algunos abogados que explotan esta rama del derecho, en forma amplia.

Es decir, las normas en esta especialidad o rama del derecho en el derecho peruano son ampulosas, lo que dificulta su conocimiento y aplicación.

El derecho de la seguridad social estudia la varios temas como las enfermedades y maternidad, riesgos de trabajo, invalidez y vida, retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y guarderías y prestaciones sociales.

En cuanto a enfermedades y maternidad se brinda atención médica, hospitalaria y farmacéutica al trabajador y a su familia y se otorga subsidios.

En cuanto a riesgos de trabajo se protege al trabajador frente a accidentes y enfermedades, ya que se encuentra expuesto con motivo del trabajo.

En cuanto a la invalidez y vida se otorga una pensión para el titular o para los beneficiarios.

En cuanto al retiro, cesantía en edad avanzada y vejez se protege al trabajador con una pensión, sin embargo, este tema ya ha sido dejado de lado en gran parte con la creación del sistema privado de pensiones (es decir, las afps son un engaño para los trabajadores, los que con las mismas sólo tienen pérdidas y miseria, ya que es un engaño, porque lo que ha aportado se devuelve al trabajador con una ganancia, pero quien nunca pierde son las afps, en tal sentido recomendamos su desaparición del derecho peruano, salvo que se modifique la legislación en el sentido que la pensión no es correspondiente al aporte, sino una pensión digna hasta que muera el trabajador, salvo casos de viudez y orfandad, entre otras), porque con el mismo no se brinda el mismo hasta el fallecimiento, sino sólo hasta donde alcanza el mismo. En tal sentido podemos afirmar que poco a poco el estado se desentiende de los trabajadores que trabajan para vivir por necesidad y no en cambio otros como congresistas y ministros que tienen su vejez asegurada por los altos sueldos que les permite ahorrar para dicho tiempo.

La seguridad social tiene como fundamento los siguientes principios: eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, unidad, participación y autofinanciamiento.

En tal sentido en la actualidad la seguridad social es una disciplina autónoma separada o al margen del derecho laboral.

La seguridad social existió en Egipto, Babilonia, Grecia y Roma.

En la actualidad el sistema de pensiones es de dos clases: sistema privado de pensiones y sistema nacional de pensiones.

Estamos en la obligación de dejar constancia que el sistema de pensiones del decreto ley 20530 debe aperturarse tal y como fue creado en su modo original, por que no puede ser que el estado se desentienda de sus trabajadores, entre los cuales destacan los Jueces y Fiscales, ya que no se encuentran en igualdad de condiciones con los congresistas y ministros que si tienen un sueldo alto que les permite ahorrar para su vejez.

Es necesario dejar constancia que existen asegurados obligatorios como facultativos.

La pensión de viudez, es para la cónyuge o para la conviviente, mientras que la pensión de orfandad es para los hijos huérfanos. Por otro lado también existe la pensión de ascendencia para los padres. Además existe la pensión de invalidez.

En el caso peruano existe un tope máximo de la pensión, lo cual trae como consecuencia que la pensión no sea justa, sino injusta, dejando constancia que la justicia es un valor, que debe inspirar al derecho positivo peruano.

Haciendo una comparación externa podemos afirmar que la seguridad social existe entre otros estados en Venezuela, Colombia y España, dejando constancia que nuestros estudios han sido limitados porque ha sido difícil acceder a información sobre seguridad social de otros estados.

El artículo 1 del decreto ley 19990 establece: creáse el sistema nacional de pensiones de la seguridad social, en sustitución de los sistemas de pensiones de las cajas de pensiones de la caja nacional de seguro social y del seguro social del empleado y del fondo especial de empleados particulares.

En el artículo tres de esta norma se precisa quienes son los asegurados obligatorios y en su artículo cuatro los asegurados facultativos.

En esta norma se regulan las pensiones del decreto ley 20530, sin embargo, no es la única norma aplicable a las pensiones y en todo caso constituye nuestra obligación dejar constancia que el régimen pensionario de militares y policías es muy ventajoso, por tanto, somos del criterio que debe unificarse el régimen pensionario.

El decreto supremo 011-74-TR es el reglamento del decreto ley 19990, regula los asegurados obligatorios y facultativos y las prestaciones que son de invalidez, de jubilación, de sobrevivientes. También regula  las prestaciones de salud para pensionistas.

Posteriormente al decreto ley 19990 se aprobó el decreto ley 20530 que creó un régimen de pensiones de acuerdo a las necesidades de los trabajadores y que nunca se debió cerrar.

Las pensiones que regula esta norma son: cesantía, invalidez, de sobrevivientes (de viudez, de orfandad y de ascendientes) y además regula las compensaciones, entre otros temas propios del derecho pensionario.

En esta rama del derecho social también hay que tener en cuenta otras normas como la lee de modernización de la seguridad social en salud, contenida en la ley 26790, ley 27056 y el decreto supremo 002-99-TR, sin embargo, es claro que no son las únicas normas peruanas sobre seguridad social.

En tal sentido dejamos de lado el estudio de los régimenes pensionarios de militares y policías, porque no forman parte del derecho empresarial ni del derecho corporativo, sin embargo, es claro que amerita la modificación correspondiente, porque no es posible que un Juez tenga menos pensión que un general de división.

Derecho Industrial
El derecho industrial forma parte del derecho empresarial y sobre todo del derecho corporativo. En el derecho industrial se desarrolla la ley de industrias y la propiedad industrial, entre otros temas de vital importancia. En el caso peruano existe la ley general de industrias, la cual es de vital importancia para los empresarios industriales. La normatividad industrial en el caso peruano es muy amplia, de tal forma que pocos dominan esta especialidad y los pocos que conocen la misma, son abogados muy cotizados. Sin embargo, dentro de esta rama del derecho debemos distinguir las empresas y socios de los trabajadores. El derecho industrial regula las industrias. Dejando constancia que la empresa se divide en servicios, bienes e industria, por lo cual esta última es regulada por el derecho industrial. La actividad industrial es la ejercida por los industriales, los que por lo general invierten grandes cantidades de dinero en el mercado. Es decir, no tenemos noticia de industrias en las cuales se haya invertido poco capital, sino todo lo contrario.

Dentro del derecho industrial era de vital importancia para las garantías la prenda industrial, pero ha quedado derogada dicha garantía por la ley de garantía mobiliaria, en tal sentido si bien es cierto que ya no se denomina prenda, también es cierto que sobre la maquinaria industrial se puede constituir garantía mobiliaria, y su margen  de aplicación no es sólo para las personas que se dedican a la actividad industrial.

Por lo cual podemos afirmar que con la normatividad anterior se limitaba la utilización de esta garantía, por lo cual sólo podía ser utilizada por algunos agentes económicos.

En el caso peruano las industrias han desarrollado muy poco, por lo cual en el mercado peruano existen pocas industrias, lo que no ocurre en otros estados como Japón, China y Korea, por ejemplo. Es decir, no todos los estados tienen el mismo desarrollo, por lo cual podemos afirmar que algunos estados tienen mas desarrollo que otros, o dicho de otra forma en algunos estados la industria se encuentra mas desarrollada.

La industria no existió siempre, sino que apareció con la especialización e incluso posteriormente, por lo cual para estudiar la misma debemos consultar libros recientes y no libros antiguos, ni derecho romano antiguo. 

El derecho industrial nace con la industrialización de los estados mas desarrollados, sin embargo, este proceso es continuo y no surge por igualo en todos los estados, sino que es progresivo y con el tiempo todo estado debe aspirar a ser industrializado.

En el caso peruano existen parques industriales, los cuales concentran las industrias y subsisten sólo las industrias más eficientes. Es decir, el mercado elimina a las industrias ineficientes.

El derecho peruano no incentiva la creación de industrias, ya que no existe estabilidad jurídica, porque se modifican las leyes con mucha frecuencia y se favorece a algunos empresarios con leyes con nombre propio, como la ley de bancos, que si bien es cierto no es materia del derecho industrial, también es cierto, que sirve de ejemplo para entender el problema a cabalidad, en tal sentido podemos afirmar que lo correcto sería que con la legislación se incentive la creación de industrias en el derecho peruano.

Derecho informático
Dentro del derecho empresarial y corporativo también es necesario tener en cuenta el derecho informático, al cual nos referiremos a continuación.

La informática también es regulada por el derecho, por lo cual existe el derecho informático que es una rama del derecho empresarial y del derecho corporativo.

Existen algunas ramas del derecho que pueden considerarse como clásicas, dentro de las cuales destaca el derecho civil, pero en cambio otras tienen menor desarrollo como el derecho comercial (el derecho comercial recién apareció en la edad media) y el derecho empresarial (el derecho empresarial recién apareció en la edad contemporánea) y dentro de este el derecho informático, al cual nos referimos a continuación.

Esta rama del derecho es nueva y surge hace poco sobre todo en el derecho peruano, en tal sentido no encontramos antecedentes en el derecho romano antiguo, sino que sus antecedentes son mas cercanos o próximos. El derecho romano se divide podemos dividirlo en dos partes que son derecho romano antiguo (y dentro del derecho romano antiguo existen periodos o etapas las cuales pueden consultarse en mi artículo jurídico titulado la clasificación de los bienes en el derecho positivo peruano publicado en monografías.com en Internet, tema que por cierto tampoco es pacífico en la doctrina) y derecho romano reciente o actual, para los que consideran al derecho como derecho vivo. Es decir, si el derecho romano es derecho muerto o no vigente se encuentra en discusión, o en todo caso no es un tema pacífico en la doctrina, la cual es fuente del derecho y en todo caso conviene tener un enfoque global, a fin de no inducir a error a los investigadores y estudiantes. En el derecho romano antiguo no existió derecho informático y ni siquiera se pensó en que existiría el mismo, y lo mismo ocurría con el derecho cósmico, empresarial, comercial, entre otras ramas del derecho recientes.

En el derecho informático es necesario tener en cuenta la firma electrónica e internet.

Por lo cual debemos dejar constancia que si bien es cierto algunos temas del derecho informático se encuentran regulados como los correos electrónicos, también es cierto que otros no se encuentran regulados como la Internet.

El Código Penal regula los delitos informáticos.

El derecho informático está muy relacionado con el comercio electrónico, por lo cual al momento de estudiar esta rama del derecho, recomendamos el estudio del mismo.

Los contratos pueden celebrarse entre personas ubicadas en distintos lugares y para ello pueden valerse de Internet o red de redes.

Por lo cual la oferta puede válidamente ser aceptada por Internet. Es necesario dejar constancia que los contratos pueden celebrarse teniendo en cuenta el derecho informático, lo cual es una consecuencia necesario de los adelantos de la ciencia. Y al referirnos  a contratos nos referimos no sólo a contratos de compraventa (respecto de inmuebles inmatriculados y otros bienes que tengan igual condición como vehículos, patentes, marcas, derechos de autor, nombres comerciales, participaciones sociales, es posible celebrar contratos como la compraventa y el arrendamiento, pero no se podrían inscribir, lo cual no otorga seguridad, por lo tanto, recomendamos que en estos casos se celebre por escritura pública y no a través de medios informáticos), sino también a otros contratos como el contrato de trabajo, suministro, arrendamiento, mutuo, compra venta de empresas, entre otros.

Es decir, que el derecho informático no sólo es de aplicación al derecho civil, sino también a otras ramas del derecho como el derecho contractual, derecho penal, laboral, tributario, administrativo, entre otras.

Sin embargo, también es cierto que el derecho informático tiene limitaciones, en tal sentido no puede ser utilizado para constituir hipotecas, ya que para la misma se necesita firmar el título formal y la inscripción en el registro.

En tal sentido debemos distinguir los contratos de los derechos reales, siendo denominados los primeros como derechos personales. Es decir, son derechos personales los contratos porque recaen sobre las personas como el contrato de fianza o mutuo, ocurriendo lo contrario con los derechos reales los cuales no recaen sobre las personas sino sobre los bienes y dentro de estos no sólo debe tenerse en cuenta los bienes muebles y bienes inmuebles, que son bienes corporales, sino también los bienes intangibles o incorporales.

En consecuencia podemos afirmar que si bien es cierto que el derecho informático es una rama del derecho nueva o reciente, también es cierto que es de aplicación o se relaciona con muchas ramas del derecho.

Sobre el derecho informático en el caso peruano existe mucha normatividad, lo cual dificulta su estudio, en tal sentido recomendamos que se apruebe una ley general de informática en el caso peruano, a fin de unificar criterios legislativos y facilitar el estudio y aplicación de esta rama del derecho.

El derecho informático hace veinte años era muy desconocido y sólo podían acceder a las computadoras la gente adinerada. Lo que no ocurre en la actualidad, por que ahora las cabinas de Internet que si bien es cierto son empresas, también es cierto que facilitan el acceso a sus clientes a las computadoras a bajos costos, por lo cual se ha masificado, existiendo incluso en las ciudades mas grandes, cabinas de Internet de todos los precios, por ejemplo en el aeropuerto de la ciudad de Lima, los precios en las cabinas de Internet son inaccesibles.

Para tener una idea de la magnitud del derecho informático en el derecho peruano, puede consultarse el spij, en el cual se aprecian las normas peruanas de derecho informático, lo cual facilita su estudio y aplicación por parte de los agentes económicos. En tal sentido cuando estudiamos esta rama del derecho debemos comenzar con la constitución política peruana de 1993, la cual brinda las pautas generales o introductorias del mismo, en consecuencia podemos afirmar que el derecho informático se relaciona con el derecho constitucional, entre otras ramas del derecho.

Sin embargo, no constituye un objetivo del presente trabajo desarrollar todo el derecho informático, sino sólo agruparlo como parte del derecho empresarial y estudiar sus aspectos mas aplicativos al mismo, sin descuidar aspectos doctrinarios, que importan mucho en la doctrina que también es fuente del derecho.

Dentro del derecho informático se estudian entre otros temas los contratos informáticos.

El derecho informático puede ser definido como la rama del derecho empresarial que regula los medios informáticos.

En la actualidad el derecho informático ha crecido tanto que muchos acceden a las cabinas de Internet, lo cual sirve para el progreso del derecho peruano, dejando constancia que el derecho informático no debe confundirse con la legislación del derecho informático, porque esta última se refiere sólo a la ley o derecho positivo, mientras que el primero se refiere a todas las fuentes del derecho, dentro de las cuales podemos citar a la realidad social, la cual es de vital importancia para conocer la razón de ser del derecho, en consecuencia un estudio apartado de la realidad social implica un estudio estrictamente académico o teorético.

Por lo cual debemos dejar constancia que el presente estudio no aspira a ser meramente académico, sino todo lo contrario, en consecuencia aspira a ser aplicativo y no mantenerse al margen de la realidad social, la cual como dejamos constancia es una fuente del derecho.

Derecho minero
El derecho minero también forma parte del derecho empresarial y sobre todo del derecho corporativo, por lo cual a continuación desarrollaremos el mismo tomando domo referencia el derecho peruano.

El estado peruano cuenta con muchas riquezas naturales, las que deben ser explotadas y también exportarse pero en forma elaborada y no como materia prima, sin embargo, aún así gran parte de las exportaciones provienen de la minería.

La minería no es una actividad económica reciente sino que tiene antecedentes muy remotos, entre los que conviene citar el incanato y la colonia en el derecho peruano.

Es decir, hace muchos siglos en el derecho peruano se explota minerales.

Sin embargo, debemos dejar constancia que el derecho minero aparece posteriormente.

También es de vital importancia los minerales no metálicos.

Sin embargo, es claro que los grandes capitales no se encuentran ubicados en las minas no metálicas, sino en las minas de minerales metálicos.

En el período de la república encontramos los siguientes antecedentes: Ley del 2 de diciembre de 1829, Ley del 28 de abril de 1873, Ley del 6 de febrero de 1875, Ley del 12 de enero de 1877, Ley del 8 de noviembre de 1890, Código de Minería de 1900, Código de Minería de 1950, Decreto Ley que regulaba la industria minera Nº 18225, Ley general de minería decreto ley 18880, ley general de minería decreto legislativo 109 y la ley de promoción de inversiones en el sector minero decreto legislativo 708.

Es decir, en el derecho peruano contamos con legislación minera desde tiempos muy remotos, lo cual no ha motivado muchos estudios, sin embargo, debió motivarlos, y los estudios existentes son estudios que tocan el derecho minero de manera muy reducida, en consecuencia la doctrina del derecho minero ha desarrollado poco, lo cual se advierte en las escasas fuentes de información existentes.

Si un autor pretende estudiar el derecho minero debe remitirse en primer lugar a los antecedentes, los cuales han sido citados al menos en lo que se refiere a derecho positivo o legislación.

En el derecho peruano el texto único ordenado de la ley general de minería se encuentra vigente y ha sido aprobado por el decreto supremo 014-92-EM, el cual es de vital importancia al momento de estudiar el derecho minero peruano.

Esta norma regula el cateo y prospección, comercialización y otras actividades mineras.

También regula las concesiones desarrolladno las concesiones mineras, concesiones de beneficio, concesiones de labor general, y concesiones de transporte minero.

Las concesiones se extinguen por: caducidad, abandono, nulidad y por cancelación.

La ley regula también los contratos mineros desarrollando: los contratos de transferencia, contratos de opción, contratos de cesión minera, hipoteca, sociedades contractuales y sucursales, sociedades legales y contratos de riesgo compartido.

La prenda minera ha sido derogada por la ley de garantía mobiliaria, habiendo esta última norma derogado todas las normas sobre prenda en el derecho positivo peruano, es decir, ha unificado la legislación.

Además es necesario tener en cuenta que dicha ley regula la hipoteca como si fuese un contrato, lo cual es incorrecto o erróneo porque la misma no es contrato sino derecho real, porque recae sobre bienes y específicamente en el derecho peruano sobre bienes inmuebles, al igual que el anticresis.

En consecuencia es necesario la modificación legislativa correspondiente, porque con la regulación actual sería tan absurdo como denominar contrato a una demanda que es realmente una medida cautelar.

El artículo 184 de esta norma establece que las sociedades mineras contractuales se regirán por lo dispuesto en la ley general de sociedades y en dicha ley y se inscribirán obligatoriamente en el Registro Público de Minería.

Las sociedades mineras podrán facultativamente inscribirse en el registro mercantil de la oficina nacional de los registros públicos.

Aquellas sociedades que se inscriban únicamente en el registro público de minería, deberán necesariamente referirse a las actividades mineras en su denominación o razón social.

Cuando estas sociedades tengan por objeto principal otras actividades distintas a la minería, deberán obligatoriamente inscribirse en el registro mercantil de la oficina nacional de los registros públicos correspondiente.

En consecuencia esta norma consagra legislativamente la pluralidad de folios o duplicidad de partidas, en consecuencia es necesaria la modificación legislativa correspondiente, para que se ponga fin a esta irregularidad.

Para legislar se necesita conocer el derecho y no sólo la legislación, por tanto, sino se conoce el mismo se puede incurrir en muchos errores, como los advertidos en el presente.
Otras ramas del Derecho empresarial
En este subtítulo nos referiremos a las otras ramas del derecho empresarial y corporativo, lo cual servirá para tener un  conocimiento completo del mismo, ya que en la asesoría resulta imprescindible conocer todas las ramas de esta rama del derecho.

Sin estas nociones se podría inducir a error al lector, que muchas oportunidades deposita su confianza en un libro o tratado. En tal sentido no queremos inducir a error a nadie, sino todo lo contrario queremos brindar herramientas que mejoren o hagan mas fácil brindar el servicio de asesoría jurídica.

Además de las ramas del derecho desarrolladas, encontramos en el derecho empresarial, otras ramas del derecho que son poco conocidas a las cuales nos referiremos a continuación.

Las otras ramas que forman parte del derecho empresarial son: marcario, regulación económica, infraestructura de transporte, derecho de transporte, telecomunicaciones, servicios de saneamiento, economía del sector eléctrico, hidrocarburos y electricidad, y regulación del sector eléctrico. 

Por lo cual a continuación estudiaremos estas otras ramas del derecho, a fin de tener un conocimiento global del derecho empresarial y corporativo, y así tener enfoques completos de estas dos ramas del derecho, en consecuencia, sin conocer estas ramas del derecho se podría aspirar sólo a tener un conocimiento parcial o limitado, por lo cuaol esperamos que con estas nociones se tenga un conocimiento integral de las mismas, todo lo cual servirá para mejorar el derecho empresarial.

En derecho minero es necesario tener en cuenta la ley de minería (al menos en lo que se refiere a derecho positivo, al igual que en minero se estudia la ley de minería), telecomunicaciones adquiere cada día mayor importancia la telefonía, y las otras ramas del derecho indicadas son reguladas por el derecho regulador, al cual nos referimos en sub título 18 de este mismo capítulo. Por lo cual respecto a estas últimas ramas del derecho es imprescindible el estudio del derecho regulador, el cual ha merecido pocos estudios por parte de los tratadistas. Sin embargo, su margen de aplicación es muy amplio, en consecuencia resulta difícil para un abogado no estar comprometido con el derecho regulador, y en tal sentido debemos dejar constancia que dentro del derecho empresarial esta rama del derecho constituye una gran oportunidad para especializarse y brindar asesoría externa e interna.

Sin embargo, debemos dejar constancia que constituye este un gran esfuerzo, por el cual se agrupan las ramas del derecho empresarial, habiendo servido para tal efecto muchas fuentes de información.

Debemos precisar que no existen libros que desarrollen todo el derecho empresarial, sino sólo existen libros que desarrollen parte del mismo, e incluso los libros titulados derecho empresarial no cumplen dicho cometido, sino sólo desarrollan unas pocas ramas del derecho empresarial.

Es decir, esta ausencia de fuentes de información constituye la fuente de inspiración principal del presente trabajo de investigación.

Sin embargo, resulta necesario aclarar, que no existe una maestría que desarrolle en su curricula todas estas ramas del derecho, sino que desarrollan principalmente derecho comercial y algunas otras ramas del derecho. Sin embargo, esta referida rama del derecho ha desarrollado mucho en los últimos años, pero sólo es una rama del derecho privado, empresarial y corporativo, en consecuencia comparte algunos temas con estas dos últimas ramas del derecho, pero no abarcan lo exactamente mismo. En consecuencia resulta difícil para el abogado especializarse a través de maestrías en el derecho empresarial, dejando constancia que actualmente en el mercado los libros que desarrollan varias ramas del derecho empresarial son: el libro de Pinkas Flint, Daniel Echaiz Moreno y de Teresa de Jesús Seijas Rengifo.

En tal sentido, si un abogado domina todas las ramas del derecho empresarial y corporativo, puede válidamente en el mercado brindar el servicio de asesoría jurídica como asesor externo de varias empresas, en consecuencia no existe barreras en estas ramas del derecho.

Por lo cual debemos dejar constancia que el mercado reclama especialistas en derecho empresarial.

Lo que tanta falta hace en el derecho peruano y extranjero, pero no sólo que lo estudien, sino que también escriban y hagan propuestas de solución a los problemas jurídicos, y dentro de estos no sólo legales, sino también de otras fuentes del derecho como de la realidad social, en tal sentido es necesariola la existencia de líderes que sirvan como mecanismo de cambio del derecho empresarial y esperamos en un futuro contar con otros libros que desarrollen todas o gran parte de las ramas del derecho empresarialo y corporativo, todo lo cual servirá para mejorar la economía, la cual debe ser estudiada también por los abogados.
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(�) El artículo 2 de la Ley Marco del Sistema Tributario Nacional establece que el sistema tributario nacional se encuentra comprendido por:


I.Código Tributario.


II.Los Tributos siguientes:


Para el Gobierno Central.


Impuesto a la Renta.


Impuesto General a las Ventas.


Impuesto Selectivo al Consumo.


Derechos Arancelarios.


Tasas por la prestación de servicios públicos, entre las cuales se consideran los derechos por tramitación de procedimientos administrativos.


El Régimen Unico Simplificado.


Para los Gobiernos Locales: los establecidos de acuerdo a la Ley de Tributación Municipal.


Para otros fines:


Contribuciones de Seguridad Social, de ser el caso.


Contribución al Fondo Nacional de Vivienda – FONAVI.


Contribución al Servicio Nacional  de Adiestramiento Técnico Industrial – SENATI.


Contribución al Servicio Nacional  de Capacitación para la Industria de la Construcción – SENCICO.


En la misma norma se establece que quedan derogados todos los demás tributos, cualquiera sea su denominación y destino, diferentes a los expresamente señalados en el artículo en mención.


Además se establece que los derechos correspondientes a la explotación de recursos naturales, concesiones u otros similares se rigen por las normas legales pertinentes.


Es decir, con esta norma se ordena el sistema tributario peruano.


(� ) También pueden denominarse ventajas, por que es una ventaja para la economía de un Estado la existencia de comercio exterior.


(� ) Lo mismo ocurre en el caso de los oligopolios. Es decir, el comercio exterior hace mas difícil que se formen monopolios y oligopolios, los que en muchas oportunidades pueden acordar precios o repartirse mercados. Sin embargo, algunos monopolios y oligopolios no pueden verse afectados, por que son normas que amparan los monopolios y oligopolios, en tal sentido podemos afirmar que en un Estado por mas que exista importación, siempre existirán monopolios y oligopolios. Es decir, también existen monopolios legales y monopolios naturales.


(�) El Código Civil Peruano de 1984 consta de diez libros que son los siguientes:





Derecho de las Personas.


Acto Jurídico.


Derecho de Familia.


Derecho de Sucesiones.


Derechos Reales.


Las Obligaciones.


Fuentes de las Obligaciones.


Prescripción y Caducidad.


Registros Públicos.


Derecho Internacional Privado.





(�) El abrogado Código Civil Peruano de 1936 constaba de cinco libros que eran los siguientes:





Derecho de las Personas.


Derecho de Familia.


Derecho de Sucesiones.


Derechos Reales.


Las Obligaciones.


Este libro constaba de cinco secciones que eran las siguientes:


De los actos jurídicos.


De las obligaciones y de sus modalidades.


De los efectos de las obligaciones.


De los contratos.


De los diversos contratos.


Es decir, el  libro del derecho de las obligaciones del Código Civil Peruano de 1936, se  ha dividido en tres libros que son los siguientes:


Acto Jurídico.


Obligaciones.


Contratos (ahora denominado fuentes de las obligaciones).





(�) Igualmente dentro del derecho positivo el derecho empresarial es mas amplio que el derecho comercial


(�)La división del derecho en derecho público y en derecho privado existió en el derecho romano, es decir, ya en el derecho romano el derecho se dividía en derecho público y en derecho privado.


Un aforismo romano precisa lo siguiente Sub tutela juris publici latet jus privatum que significa lo siguiente bajo la tutela del derecho público se halla latente el derecho privado. Es decir, en el derecho romano no se hacía referencia al derecho social.


El derecho público no puede ser alterado por los particulares jus publicum privatorum pactis mutari non potest.


En el derecho romano el derecho privado era el conjunto de normas jurídicas que protegen y regulan la actividad del individuo privatum  ius est quod ad singulorum utilitatem pertinet, y el derecho público era el conjunto de normas que se refieren al Estado, al culto, a los sacerdotes y a los magistrados en especial modo publicum ius est quod ad rempublicam pertinet.


Para Guillermo Cabanellas el derecho privado es el que rige los actos de los particulares cumplidos por su iniciativa y en su propio nombre y beneficio. Precisa además que por su origen y finalidad se ve dominado por el interés individual.


Para el mismo autor el derecho público es el conjunto de normas reguladoras del orden jurídico relativo al Estado en sí, en sus relaciones con los particulares y con otros Estados. Precisa además que es el que regla los actos de las personas cuando se desenvuelven dentro del interés general que tiene por fin el Estado, en virtud de delegación directa o mediata del Poder público.


Para el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española el derecho público es el que tiene por objeto regular el orden general del Estado y sus relaciones, ya con los súbditos, ya con los demás Estados.


Para Raul Ferrero el derecho privado es el que respecta al interés de los particulares, es decir las leyes dejan en libertad a los interesados para establecer sus relaciones dentro de límites muy generales. Para el mismo autor el derecho público es el que afecta al interés de la comunidad y dentro de él la voluntad de las partes no puede derogar la norma.


Para el mismo autor en el derecho privado existen normas de orden público, pues interesan a toda la sociedad, tales como el estado civil de las personas, el matrimonio y el régimen de bienes.


En el Diccionario Enciclopédico Ilustrado se define al derecho público como el que regula el orden general del Estado y sus relaciones con los súbditos o con los demás Estados. Esta definición de derecho público es muy parecida a la definición que nos brinda el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española.


Para Savigny y Sthal lo que permite distinguir el derecho privado y el derecho público es el fin. En el derecho público el estado es el fin. En el derecho privado el individuo es el fin.


(�)El derecho público comprende las siguientes ramas del derecho: derecho político, derecho constitucional, derecho administrativo, derecho procesal, derecho penal, derecho tributario, Derecho Internacional Público, Derecho Financiero, Derecho Municipal, Derecho de la Integración, Derecho de Comunicaciones, Derecho Tributario, Derecho Aduanero, Derecho Sanitario, Derecho Penal Militar, Derecho Electoral, Derecho Notarial, Derecho de la Seguridad Social, Derecho Consular, Derecho Diplomático, Derecho Parlamentario, Derecho Marítimo, Derecho Aéreo y Espacial, principalmente.


Respecto al derecho privado es necesario precisar que comprende las siguientes ramas del derecho: derecho civil, derecho industrial, derecho internacional privado y derecho comercial principalmente. El derecho comercial abarca el derecho cambiario, el derecho societario, el derecho bursátil, y el derecho concursal principalmente.


Si comparamos el derecho privado, el derecho público y el derecho social podemos apreciar que el derecho público es la rama del derecho que abarca mayor cantidad de ramas del derecho.


En cuanto al derecho social es necesario precisar que comprende las siguientes ramas del derecho: derecho laboral o derecho de trabajo, derecho de familia, derecho agrario y derecho minero.


(�) Es decir, el hecho que una rama del derecho sea codificada o no, no determina tal circunstancia su desarrollo. Por ejemplo el derecho comercial ha desarrollado mas en sus ramas no codificadas, como el derecho societario, el derecho cartular y el derecho concursal.


(�) Para un estudio mas detallado de los Códigos de Comercio Peruanos es conveniente el estudio de los Códigos de Comercio Españoles.


(�)El Código de Comercio Peruano de 1902, que tuvo como antecedente legislativo el Código de Comercio Español de 1885, es el segundo Código de Comercio que ha regido en el Estado Peruano, por que el primer Código de Comercio Peruano fue de 1853, que tuvo como antecedente legislativo el Código de Comercio Español de 1829.


(�)Los Códigos Civiles que han regido al Estado Peruano son el Código Civil Peruano de 1852, el Código Civil Peruano de 1936 y el Código Civil Peruano de 1984, el cual se encuentre vigente con ciertas modificaciones como las introducidas por el Código Procesal Civil Peruano de 1993. El Código Civil Peruano de 1936 puede ser considerado como un Código altamente técnico, mientras que el Código Civil Peruano de 1984 merece ser considerado como un Código acequible. El Código Civil Peruano de 1852 y el de 1936 tomaron como fuente entre otros Códigos el Código Civil Francés de 1804 (Código al cual se lo conoce como Código Napoleón) y el Código Civil Peruano de 1984 tomo como fuente el Código Civil Italiano de 1942 entre otros Códigos. 


(�) Descodificación es el proceso por el cual una materia regulada por un Código deja de ser regulada por el mismo para pasar a ser regulada por otra norma.


(�) El derecho civil se ha visto reducido en los últimos años, de tal forma que ya no abarca las sociedades civiles, ni el contrato de edición, ni el arbitraje, por lo cual podemos afirmar que lo que ha ocurrido con el Código Civil Peruano ha sido una descodificación. El Código Civil Peruano de 1936 era mas amplio que el Código Civil Peruano de 1984, sin embargo, en cuanto al arbitraje no se encontraba regulado en el Código Civil Peruano de 1936, sino sólo en el Código Civil Peruano de 1984.


(�) La abrogación es la cesasión total o completa de un Código, de una ley, de un Decreto Supremo o de un Reglamento, es decir, que por la abrogación se deja sin efecto la totalidad o el texto completo de una norma legal. Es decir, que cuando se deroga todo el texto de un artículo de una norma que consta de varios artículos, no estamos ante un supuesto de abrogación (Normas Legales de Julio del 2003. Tomo 326. Volumen II. Pag. 152). 


(�) Conforme al artículo 344 de la Ley General de Sociedades por la fusión dos o mas sociedades se reúnen para formar una sola cumpliendo los requisitos prescritos por la ley general de sociedades.


(�) Conforme al artículo 367 de la Ley General de Sociedades por la escisión una sociedad fracciona su patrimonio en dos o mas bloques para transferirlos íntegramente a otras sociedades o para conservar uno de ellos, cumpliendo los requisitos y formalidades prescritos por la ley general de sociedades.


(�) Luz Israel Llave y Alfredo Filomeno Ramírez precisan que la escisión presenta seis modalidades que son las siguientes:


		


		Escisión Total o Propia.- Presenta las siguientes modalidades:


	Escisión total por constitución.- cada uno de los bloques patrimoniales segregados da lugar a constitución de una nueva sociedad.


	Escisión total por absorción.- cada uno de los bloques patrimoniales segregados pasa a ser absorbido por sociedades preexistentes.


	Escisión total mixta.- por lo menos un bloque patrimonial se segrega para constituir una sociedad nueva y otro bloque patrimonial se transfiere a una sociedad preexistente.





Escisión Parcial o Impropia.


	Escisión parcial por constitución.- el bloque o bloques patrimoniales que son segregados por la sociedad escindente se destinan a la creación de nuevas sociedades.


	Escisión parcial por absorción.- el bloque o bloques patrimoniales que son segregados por la sociedad escindente se transfieren a sociedades preexistentes.


	Escisión parcial mixta.- por lo menos un bloque patrimonial de la sociedad existente se segrega para constituir una sociedad nueva y otro bloque patrimonial se transfiere a una sociedad preexistente.


.


(�) En el Estado Peruano es poco habitual la escisión de empresas individuales de responsabilidad limitada. 


(�) La sociedad anónima se caracteriza por que en algunos supuestos tiene directorio y por que su capital se encuentra dividido en acciones. Las acciones no se inscriben en el Registro de Sociedades sino en la matrícula de acciones. La sociedad anónima en el derecho  societario peruano es de tres clases que son las siguientes: ordinaria, abierta y cerrada.


	Conforme al artículo 234 de la Ley General de Sociedades la sociedad anónima puede sujetarse al régimen de la sociedad anónima cerrada cuando tiene no más de veinte accionistas y no tiene acciones inscritas en el Registro Público del Mercado de Valores.


	Conforme al artículo 249 de la Ley General de Sociedades la sociedad anónima es abierta cuando se cumpla una o más de las siguientes condiciones: 1) Ha hecho oferta pública primaria de acciones u obligaciones convertibles en acciones. 2) Tiene mas de setecientos cincuenta accionistas. 3) Mas del treinta y cinco por ciento de su capital pertenece a ciento setenta y cinco o mas accionistas, sin considerar dentro de este número aquellos accionistas cuya tenencia accionaria individual no alcance al dos por mil del capital o exceda del cinco por ciento del capital. 4) Se constituya como tal; o 5) Todos los accionistas con derecho a voto aprueban por unanimidad la adaptación a dicho régimen.


(�) La sociedad comercial de responsabilidad limitada se caracteriza por que su capital se encuentra dividido en participaciones sociales y por que no tiene directorio. Las participaciones sociales se inscriben en el Registro de Sociedades.


(�) Conforme al artículo 295 de la Ley General de Sociedades la sociedad civil se constituye para un fin común de carácter económico que se realiza mediante el ejercicio personal de una profesión, oficio, pericia, práctica u otro tipo de actividades personales por alguno, algunos o todos los socios.


	En el segundo párrafo del mismo artículo se establece que la sociedad civil puede ser ordinaria o de responsabilidad limitada. En la primera los socios responden personalmente y en forma subsidiaria, con beneficio de excusión, por las obligaciones sociales y lo hacen, salvo pacto distinto, en proporción a sus aportes. En la segunda los socios no pueden exceder de treinta, no responden personalmente por las deudas sociales.


(�) Conforme al artículo 278 de la Ley General de Sociedades en las sociedades en comandita los socios colectivos responden solidaria e ilimitadamente por las obligaciones sociales, en tanto que los socios comanditarios responden sólo hasta la parte del capital que se hayan comprometido a aportar. El acto constitutivo debe indicar quienes son los socios colectivos y quienes los comanditarios. 


(�) Conforme al artículo 281 de la Ley General de Sociedades a la sociedad en comandita simple se aplican las disposiciones relativas a la sociedad colectiva, siempre que sean compatibles con la sociedad en comandita. 


(�) Conforme al artículo 282 de la Ley General de Sociedades a la sociedad en comandita por acciones se le aplican las disposiciones relativas a la sociedad anónima, siempre que sean compatibles con la sociedad en comandita.


(�) Conforme al artículo 265 de la Ley General de Sociedades en la sociedad colectiva los socios responden en forma solidaria e ilimitada por las obligaciones sociales. Todo pacto en contrario no produce efecto contra terceros.


(�) En no todos los Estados se pueden constituir empresas individuales de responsabilidad limitada, es decir, el derecho positivo de muchos Estados no consagra la empresa individual de responsabilidad limitada. Es necesario precisar que la empresa individual de responsabilidad limitada no es una persona colectiva por que sólo se encuentra formada por una persona natural, en tal sentido para algunos autores mas propio es hablar de empresario con responsabilidad limitada. 


(�) A los organismos supervisores también se les denomina Agentes reguladores. 


(�) Para algunos autores podemos hablar en la actualidad del derecho regulador, para otros del derecho regulatorio. Para nosotros mas apropiado es hablar de derecho regulador que de derecho regulatorio.


(�) El derecho positivo de los diferentes Estados se clasifica en derecho vigente y derecho no vigente. Por ejemplo el Primer Código de Comercio Peruano no se encuentra vigente pero forma parte del derecho positivo peruano. Lo mismo ocurre con el Código Civil Peruano de 1936 que no se encuentra vigente pero forma parte del derecho positivo peruano. Es decir, el derecho positivo no siempre se encuentra vigente.


(�) La aprobación de un Código de Trabajo implica que el derecho de trabajo ha desarrollado significativamente, lo que no ha ocurrido en el derecho peruano, sin embargo, es necesario precisar que pocos Estados han llegado a desarrollar lo suficiente el derecho laboral como para tener Código de Trabajo, lo cual se ve reflejado en que son pocos Estados que cuentan con Código de Trabajo.


(�) En la actualidad existen dos proyectos de ley sobre el Registro Fiscal de Ventas a Plazos, que son los siguientes: Proyecto de Ley relativo al Registro de Contratos de Ventas a Plazos y de Financiamiento y sobre el Proyecto del Reglamento del Registro de Contratos de Ventas a Plazos y de Financiamiento, sobre los cuales el suscrito formuló las correspondientes opiniones.


(�) Podemos afirmar que el derecho registral forma parte del derecho empresarial.


(�) El derecho positivo es el derecho puesto en un Estado, Es decir, el derecho positivo lo integran la Constitución, los Códigos, las Leyes, Decretos Supremos, entre otros, y se divide en tres grandes ramas que son las siguientes: derecho público, derecho privado y derecho social. Algunos tratadistas se encuentran en contra de esta división del derecho positivo. 


(�) Para Rene David las familias jurídicas son la familia Romano Germánica, la familia del Common Law, la familia de los derechos socialistas y los derechos religiosos y tradicionales (DAVID, Rene. Sistemas Jurídicos Contemporáneos. Derecho Comparado. Pags. 14 a la 20).


 


(�) Conforme al párrafo primero del artículo I del Título Preliminar del Reglamento General de los Registros Públicos del 2001 el concepto de inscripción comprende también a las anotaciones preventivas, salvo que dicho Reglamento expresamente las diferencie.


(�) El derecho escrito es el que se encuentra contenido en un dispositivo legal, así forman parte del derecho escrito: la Constitución, las leyes, los decretos supremos, entre otras normas.


(�) El texto original del art. 178 del Código Procesal Civil fue modificado expresamente por el artículo único de la Ley 27101 publicada el 05-05-99. En el tercer párrafo del texto original del art. 178 se establecía que en el procedimiento de nulidad de cosa juzgada fraudulenta sólo se pueden conceder medidas cautelares inscribibles.


 


(�) La Ley 26639 publicada el 27-06-96 precisa la aplicación del plazo de caducidad previsto en el artículo 625 del Código Procesal Civil. Sin embargo, estas normas han sido modificadas en la actualidad. 


(�) El texto original del art. 97 del Código de Procedimientos Penales fue modificado expresamente por el D.Ley 21895. En el texto original del art.  97 se establecía que los embargos que el Juez instructor decrete para los fines a que se contrae el mismo Título, se inscribirán en el Registro de Propiedad Inmueble y además establecía que estas inscripciones no están afectas al pago de derechos.


 


(�) La Resolución Nº 33-96-SUNARP establece en su artículo 1 declarar que en los actos o contratos en los que aparezca la entrega de cheques de gerencia, se entenderá producido el pago sólo en la medida en que resulte indubitable la voluntad de quien recibe el título valor de que su sola entrega produce efectos cancelatorios.


	En el segundo párrafo del mismo artículo se establece que en consecuencia, los registradores, procederán a inscribir de oficio la hipoteca legal respectiva en los casos de contratos de compraventa  o permuta en los que en la escritura correspondiente no exista indicación inequívoca de que la entrega de cheque de gerencia constituye pago.


 


(�) El artículo 47 del Reglamento del Tribunal Registral aprobado por Resolución Nº 565-2002-SUNARP publicado el 29-11-2002 establece que cuando con ocasión del conocimiento de una apelación se advierta vacíos o deficiencias normativas, sin perjuicio de la resolución correspondiente, tales vacíos o deficiencias serán puestas en conocimiento del Presidente del Tribunal Registral, quien a su vez lo someterá a consideración del Superintendente Adjunto. 


(�) Este artículo concuerda con el art. 163 de la Constitución Política de 1979.


(�) El artículo 4 de la Directiva 010-2002-SUNARP/SN aprobada por Resolución Nº 430-2002-SUNARP/SN y publicada el 09 de octubre del 2002 establece lo siguiente:


	En la calificación registral del contrato de Prenda Industrial, el Registrador verificará que contenga una declaración jurada del constituyente, en la que manifieste que se dedica a la actividad industrial.


	De omitirse la declaración jurada en el contrato, bastará que la misma sea ejecutada mediante documento privado con firma del constituyente legalizada notarialmente.


	En caso que el constituyente sea una persona jurídica y de su partida o de sus antecedentes registrales en el Registro de Personas Jurídicas conste que se dedica a la actividad industrial, no será necesaria la declaración jurada a que se refieren los párrafos anteriores.


(�) La Ley 27809 en su Unica Disposición Derogatoria deroga expresamente la Ley de Reestructuración Patrimonial, aprobada por el Decreto Legislativo 845 publicado el 21-09-96, y la Ley de Fortalecimiento del Sistema de Reestructuración Patrimonial, contenida en la Ley 27146 publicada el 24-06-99 y sus normas modificatorias, con excepción de sus normas complementarias, finales, modificatorias y transitorias que mantienen plena vigencia en todo lo que no se oponga a dicha ley.


(�) El Título Cuarto de la Sección Quinta del Libro Primero del Código Procesal Civil de 1993 se denomina Proceso Cautelar .


(�) El párrafo primero del artículo 15 del Reglamento General de los Registros Públicos del 2001 establece que la solicitud de inscripción se formula por escrito, en los formatos aprobados por la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos, adjuntando copia simple del documento de identidad del presentante, con la constancia de haber sufragado en las últimas elecciones o haber solicitado la dispensa respectiva, y el numeral 5.5 de la Directiva 014-2002-SUNARP/SN publicada el 29 de octubre del 2002 establece que conjuntamente con el formato a que se refiere el numeral anterior, el usuario presentará los documentos  originales en cuyo mérito se solicita la inscripción, copia simple de cada uno de ellos, copia simple del documento de identidad del presentante, con la constancia de haber sufragado en las últimas elecciones o haber solicitado la dispensa respectiva, y el recibo de pago de las tasas registrales correspondientes o, en su caso, la boleta de depósito bancario por dicho concepto. 
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